Boletín Nº  2365-07-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que crea la Defensoría Penal Pública. �

____________________________________________________________

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, cuya finalidad es otorgar defensoría penal pública a los imputados o acusados por crímenes, simples delitos y faltas de competencia de un juzgado de garantías o de un tribunal oral en lo penal.

--------

	Durante el estudio de esta iniciativa legal, asistieron a vuestra Comisión el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, Claudio Troncoso Repetto, y, por la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal,  el Coordinador General, Rafael Blanco Suárez; el Jefe de la Unidad de Estudios, Ricardo del Canto Méndez; los asesores abogados Mauricio Decap Fernández, Álex Caroca Pérez y Mirtha Ulloa González, e ingeniero comercial Hamilton Vega Contreras. 

I. Fundamentos del proyecto.�tc "I. Fundamentos del proyecto." \f C \l 1� 

	A juicio del Gobierno, la reforma a la justicia procesal penal se traducirá en procesos en los que se respetarán, a lo largo de toda su tramitación, los derechos y garantías esenciales de las personas.

De ellos rescata, como uno de los principales, el derecho a la defensa, como un componente esencial de la noción misma del proceso.

La defensa en el ámbito penal —como exigencia del debido proceso— requiere que ella se efectúe con la asesoría  de un profesional letrado, que permita al imputado desarrollar eficazmente sus alegaciones y rendir sus pruebas a lo largo de toda la causa.

Es evidente que esta garantía se satisface, en mejor forma, con la designación, por el propio imputado, del profesional de su confianza.

Sin embargo, existen casos en que esto no es posible, sea por carencia de medios económicos o por no poder conseguir un profesional jurídico que se haga cargo de la defensa del imputado o acusado.

En estos casos, surge la obligación del Estado de proveerlos de uno, única forma de asegurar su derecho de defensa. De no ser así, se verán en notoria desventaja frente al Ministerio Público —que por definición está integrado por abogados – para desenvolverse en los procedimientos penales, que contienen complejas regulaciones. 

El cumplimiento de esta obligación estatal supone la creación de un mecanismo más o menos complejo para proveer de defensa jurídica a todos aquellos imputados o acusados que, en el curso de un proceso, en cualquiera de sus etapas y por cualquier motivo, se vean privados de un defensor de confianza.

En consecuencia, la defensa de oficio, como se la ha denominado en nuestro sistema, o defensa penal pública, como empieza a ser llamada ahora último, satisface una condición indispensable para que puedan tener lugar las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos.

La idea es que todo imputado o acusado debe disponer de un profesional letrado que haga valer en el proceso sus alegaciones, rinda sus pruebas y contradiga las alegaciones y pruebas de la contraria. �  

Con ello, no se hace otra cosa que dar cumplimiento a una exigencia consagrada tanto en la Constitución Política de la República como en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y vigentes.

Afirma el Ejecutivo que no existe un sistema adecuado de defensoría penal pública en Chile y que los dos sistemas vigentes, el de los abogados de turno y el de las Corporaciones de Asistencia Judicial, no permiten dar por satisfechas las exigencias de un moderno sistema judicial penal.

Por lo mismo, termina expresando que no le ha quedado otra opción que proponer la creación de un nuevo organismo, que bien organizado y dotado de un presupuesto suficiente pueda asumir una tarea de esta envergadura.

II. Minuta de las ideas matrices o fundamentales y objetivos del proyecto.�tc "II. Minuta de las ideas matrices o fundamentales y objetivos del proyecto." \f C \l 1�

	La idea matriz o fundamental del proyecto, representada por la situación, materia o problema que aborda, es el establecimiento de  un  sistema de  defensoría penal pública.

	El establecimiento de este sistema busca plasmar, como objetivos:

	— La defensa, a través de letrado, de los imputados o acusados por un crimen, simple delito o falta de competencia de un juzgado de garantías o de un tribunal oral en lo penal, que no cuenten con un abogado de confianza o designado por ellas mismas. 

	— Asegurar que todo imputado o acusado tenga la asistencia de letrado ante el Ministerio Público y los tribunales de justicia.

	— Crear un servicio público que administre el sistema.

	— Permitir la participación, en la prestación de la defensoría penal, de abogados funcionarios del servicio administrador, en las primeras diligencias del procedimiento.

	— Regular la participación, en la prestación de la defensoría penal, de letrados particulares o pertenecientes a entidades públicas o privadas, con o sin fines de lucro, seleccionados mediante licitaciones a nivel regional y remunerados mediante el pago de los fondos licitados.

	— Autorizar, de manera excepcional, la suscripción de contratos directos para la prestación de la defensoría penal, si las licitaciones fueren declaradas desiertas o el número de postulantes fuere inferior al requerido.

III.  Relación descriptiva del contenido de la iniciativa.�tc "III.  Relación descriptiva del contenido de la iniciativa." \f C \l 1�

	Para materializar las ideas matrices o fundamentales y los  objetivos del proyecto, se propone en el Mensaje una iniciativa legal que consta de 83 artículos permanentes y 8 transitorios.

	Los primeros aparecen agrupados en cinco títulos.

	El título I, denominado “Defensoría Pública”, contiene los artículos 1 al 12.

	Está dividido en dos párrafos.

	El párrafo 1º, bajo el nombre de “Disposiciones Generales”, artículos 1º al 7º, consagra el “sistema” de defensoría penal pública, con dos subsistemas, uno público y otro privado; fija su finalidad,  que no es otra que la defensa de las personas imputadas o acusadas por crímenes, simples delitos o faltas de competencia de la justicia criminal; obliga a contemplar en la Ley de Presupuestos los recursos específicos que se destinarán para estos efectos; asegura defensa a cada uno de los imputados aunque éstos tengan intereses contrapuestos; establece quienes proporcionarán la defensa; clarifica que la defensa será otorgada siempre por abogados, sin perjuicio de poder contar con personal de apoyo no letrado; precisa que la defensa penal se ejercerá ante los tribunales, el ministerio público y los demás órganos de la Administración del Estado en que sea necesario; fija los deberes de los abogados que presten defensa penal pública, y les impone las responsabilidades propias de su profesión y las que se regulan en esta ley.

	El párrafo 2º, artículos 8º al 12, indica quienes serán beneficiarios de la defensa penal pública, la que se presta, por lo general, en forma gratuita, pudiendo cobrarse a los que dispongan de recursos para financiarla privadamente, de acuerdo con los aranceles que se fijen para estos efectos.

	La Defensoría Regional determina el monto que el beneficiario debe pagar por la defensa mediante resolución, en el momento en que ésta cesa o se designa un abogado de confianza.

	Tal resolución tiene mérito ejecutivo para los efectos del cobro, el cual puede ser externalizado, si así se acuerda.

--------

	El título II se refiere al Servicio de la Defensoría Penal Pública.

	El párrafo 1º, relativo al Servicio, artículos 14 y 15, crea este organismo como un servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia.

	Su función es administrar todo el sistema de defensoría penal pública, correspondiéndole la supervisión y control de la entrega de los servicios de defensa tanto por parte de los defensores del propio Servicio como de los abogados e instituciones que liciten fondos.

	Está conformado por la Defensoría Nacional, las Defensorías Regionales y las Defensorías Locales.

	El párrafo 2º, artículos 15 al 22, se refiere concretamente a la Defensoría Nacional.

	La Defensoría Nacional, que es la unidad superior encargada de la administración de los medios y recursos necesarios para la prestación de la defensa penal pública en todo el país, está a cargo del Defensor Nacional, el cual, en su calidad de jefe superior del Servicio, es funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República.

	Debe ser abogado, tener el título de abogado por a lo menos diez años, haber cumplido cuarenta años de edad y no encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades para ingresar a la administración pública.

	Sus funciones son incompatibles con todo otro empleo remunerado, salvo las actividades docentes hasta por seis horas semanales.

	Entre sus funciones, que enumera el artículo 19, destaca, en forma especial, la de velar porque la defensoría penal pública se preste de manera eficiente en todo el país, para lo cual deberá fijar las políticas generales de administración y los denominados “estándares procesales mínimos” que deberán ser satisfechos por todos quienes presten estos servicios.

	Debe llevar las estadísticas del Servicio, que serán siempre públicas y elaborar una memoria que dé cuenta de la gestión anual del servicio.

	El párrafo 3º, artículos 23 al 30, se refiere a las “Defensorías Regionales”, que ejercerán las funciones y atribuciones de la Defensoría en la Región o parte de la Región respectiva.

	Existirá una en cada Región, salvo en la Metropolitana de Santiago, en que habrán dos.

	Estarán a cargo de un Defensor Regional, que será funcionario de la exclusiva confianza del Defensor Nacional. Se consagran, a su respecto, las mismas incompatibilidades que pesan sobre el Defensor Nacional.

	En cuanto a los requisitos para su nombramiento, son los mismos que se establecen respecto de este último, reduciéndose el tiempo de tenencia del título de abogado a 5 años y la edad a treinta años.

	Su principal función es designar al defensor, de acuerdo con un sistema objetivo y uniforme, que será un letrado o institución licitante con convenio vigente, a quien le corresponderá asumir la defensa en un caso determinado.

	El párrafo 4º,  artículos 31 al 35, se refiere a las Defensorías Locales, que son definidas como unidades operativas en las que se desempeñarán los defensores locales de la Región. Si ésta cuenta con dos o más defensores, se nombra un defensor jefe.

	Los defensores locales son funcionarios a contrata y acceden al cargo por concurso público.

	Pese a lo anterior, se dispone que pueden ejercer funciones directivas o de jefaturas en las Defensorías Locales en que se desempeñen.

	Se les exige ser ciudadanos  y tener título de abogado.

	Habrá un número de 145 defensores locales, los cuales deberán ser contratados entre los grados 5 y 11, ambos inclusive, de la planta de profesionales del Servicio.

	Los defensores locales asumen la defensa de los imputados que carezcan de abogado en el momento en que presten declaración ante la fiscalía o en la primera audiencia judicial que durante la etapa de instrucción se celebre.

	Sólo por excepción pueden asumir la defensa de imputados o acusados en etapas posteriores del juicio, en causas no asignadas en el proceso de licitación, si así lo dispone el Defensor Nacional.

	El párrafo 5º, artículos 36 al 40, se refiere al personal de la Defensoría, que está sometido a las normas del Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas que rigen en las instituciones fiscalizadoras, consagradas en el título I del decreto ley Nº 3.551, de 1981.

	Se otorga, además, una asignación denominada de "Defensa Penal Pública" determinada de conformidad al grado, lo que hace que las remuneraciones sean atractivas y equivalentes a las que se han asignado al Ministerio Público.

	Se establecen requisitos adicionales y específicos para el ingreso a la defensoría penal, que van asociados al tipo de cargo que se desempeña, complementarios de los requisitos generales de ingreso a la Administración.

	Asimismo, se dispone que las promociones de los funcionarios se harán por concurso de oposición de carácter interno, de modo de permitir el ascenso por la vía de la legítima competencia funcionaria. De ser éste declarado desierto por falta de postulantes idóneos, se procede a proveer los cargos mediante concurso público.

	El párrafo 6º, artículo 41, señala la forma en que estará conformado el patrimonio de este Servicio.

	Se integra con los recursos que se le asignen en el presupuesto de la Nación; con las costas judiciales devengadas a favor del imputado que haya sido atendido por la defensoría; las donaciones que se le hagan, que estarán exentas de impuestos y del trámite de la insinuación o aprobación judicial, y con los demás recursos que determinen las leyes.

--------

	El título III, que comprende los artículos 42 al 47, se refiere al Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública.

	Se le consagra como un cuerpo técnico colegiado encargado de convocar y de establecer las bases de licitación a nivel regional; proponer al Defensor Nacional el monto de los fondos a licitar; conocer de las apelaciones en contra de las decisiones del Jurado Regional acerca de los reclamos presentados por los participantes y, eventualmente, de disponer el término de los convenios con los abogados o instituciones que prestarán la defensa penal pública.

	Está integrado por cinco miembros, los Ministros de Justicia, de Hacienda y de Economía, o sus representantes, más dos miembros en ejercicio del Escalafón Primario del Poder Judicial, de la primera y de la segunda categoría, estos es, ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente.

	Son designados por cuatro años, pueden ser reelegidos por una vez y se renuevan por parcialidades.

	Con el fin de asegurar su independencia, se dispone que el cargo es incompatible con el de consejero de las Corporaciones de Asistencia Judicial o de integrante o partícipe en cualquier institución que esté postulando o que preste defensa penal pública.

	Se consagra el mecanismo para llenar las vacantes que se produzcan, las funciones que corresponden al Presidente del Consejo y las reglas básicas para su funcionamiento ordinario o extraordinario.

	El párrafo 2º de este mismo título, se refiere a la participación de los privados en la prestación del servicio de defensoría penal pública, mediante un proceso de licitación de recursos, a nivel regional, el que estará a cargo del Consejo.

	Pueden postular las personas naturales que cuenten con el título de abogado y cumplan con los demás requisitos para el ejercicio de la profesión, y personas jurídicas con o sin fines de lucro, que cuenten con profesionales que cumplan los requisitos para ejercer como abogados.

	Las bases y condiciones de la licitación, como instrumentos que regularán el proceso, son de competencia del Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública.

	Las licitaciones durarán siempre tres años y deberán ser resueltas por un Jurado Regional, especialmente convocado al efecto, compuesto por funcionarios de la administración y representantes judiciales conocedores de la realidad regional, con el fin de asegurar una decisión adecuada. 

	En el propio proyecto de ley se detallan los criterios objetivos conforme a los cuales deberán ser adjudicadas las licitaciones, para cautelar la debida transparencia del proceso.

	Sólo en el evento que las licitaciones sean declaradas desiertas o que los porcentajes del total de causas adjudicadas no alcancen a cubrir el ciento por ciento de las prestaciones que habrán de realizarse en la respectiva Región, se contempla que el Defensor Regional pueda suscribir contratos directos para la prestación del servicio de la defensoría con instituciones públicas o privadas, después de la primera audiencia judicial. 

	En este caso, además, se podrá disponer la contratación de abogados por parte de la Defensoría Regional, por un período determinado para asumir estas mismas funciones.

	El pago de los fondos licitados será realizado en forma diferida, según el reglamento, lo que permite que los adjudicatarios mantengan flujos de ingresos periódicos a través del tiempo.

	Además, a título de garantía, se retendrá un porcentaje de los diferentes pagos, según lo expresado en las bases, con el fin de asegurar la entrega total y en las condiciones ofrecidas, de las prestaciones convenidas.

	El Consejo debe exigir al abogado o a la institución respectiva, boleta de garantía o cualquier otra caución que estime suficiente para asegurar la prestación adecuada de los servicios licitados.

--------

	El título IV, artículos 57 al 61, se refiere a la designación de los defensores.

	La regla básica en esta materia es que las instituciones y abogados que presten defensa penal pública deben asumir la defensa de todo imputado que carezca de defensor.

	Concluida que sea la primera audiencia judicial a que haya debido asistir en defensa del imputado, el defensor local debe avisar al Defensor Regional, si el caso no concluyere, para que éste designe la institución o abogado licitante o con quien mantenga convenio vigente, para que asuma la defensa del imputado.

	Cada vez que el fiscal del ministerio público, el juez de garantías o el tribunal oral en lo penal, o el tribunal superior, en su caso, constaten que un imputado o acusado carece de defensor, deben requerir a la Defensoría Local o Regional para que se le designe, lo que deberá hacerse de inmediato.

	El imputado tiene el derecho a solicitar al Defensor Regional el cambio de la institución o abogado licitante o con convenio vigente que se le haya asignado para que asuma su defensa en la etapa de instrucción.

	Esta solicitud será acogida y tendrá efecto en el juicio oral, como regla general. Si el cambio se pidiere respecto del letrado asignado para el juicio oral, operará en la etapa de recursos.

	El abogado que asuma la defensa penal pública se entiende investido, por el ministerio de la ley, con patrocinio y poder suficiente para actuar a favor del beneficiario, debiendo comparecer inmediatamente para entrevistarse con él e iniciar su labor de defensa.

--------

	El título V, artículos 62 al 80, contempla las reglas de control, reclamos y sanciones que afectan a los prestadores de la defensa penal pública al interior del sistema.

	El párrafo 1º, que contiene normas generales en sus artículos 62 y 63, dispone que las personas e instituciones que presten servicios de defensa penal pública están sujetos a los mecanismos de control y responsabilidad previstos en esta ley.

	Se prevén, como normas de control, en los párrafos 2º, 3º y 4º, una serie de informes periódicos, anuales y finales, que deberán presentar los letrados que estén prestando el servicio; un sistema de inspección de oficio y sin aviso previo en los lugares donde se desempeña la defensa, y, finalmente el conocimiento, tramitación y resolución de los reclamos por parte de los beneficiarios de la defensa penal pública.

	El párrafo 5º regula las sanciones en sus artículos 75 al 80.

	Si el reclamo es acogido y afecta a un Defensor Regional o Local, se les aplican algunas de las medidas disciplinarias del Estatuto Administrativo.

	Si afecta a una institución o abogado licitante, se pueden hacer efectivas las multas establecidas en los contratos, retener el total o parte de los pagos adeudados, o disponer el término del contrato respectivo. La primera de estas sanciones la puede aplicar el Defensor Regional. Las otras dos, sólo el Consejo.

	Los reclamos y la resolución que sobre ellos recaigan deberán ser consignados en un registro público que debe encontrarse a disposición de cualquier interesado en la Defensoría Regional respectiva y en las dependencias de la Defensoría Nacional.

--------

	El título VI, denominado disposiciones generales, artículos 81 al 83, modifica el Código Orgánico de Tribunales, con la finalidad de suprimir la institución de los abogados de turno en materia criminal, y deroga toda norma legal contraria a lo establecido en esta ley.

	Las normas transitorias, que son ocho, abordan las siguientes materias:

	— La designación del Defensor Nacional por el Presidente de la República, dentro de los cuarenta días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

	— La dictación del reglamento de esta ley por el Presidente de la República, dentro de los noventa días posteriores a la designación del Defensor Nacional.

	— La primera provisión de todos los cargos de la planta, a excepción de los cargos de exclusiva confianza, la que se hará gradualmente y por concurso público, regulado, en lo que sea pertinente, por las normas del Estatuto Administrativo.

	— La primera convocatoria del Consejo y las primeras licitaciones y postulaciones.

	— Las promociones en los cargos de las plantas de directivos de carrera, profesionales y de técnicos.

	— El cumplimiento de los programas de mejoramiento de la gestión en el primer año calendario de funcionamiento del Servicio, que condiciona al pago del incremento por desempeño institucional. 

	— La asunción de la defensa por los defensores locales en todas las etapas del proceso,

	— La imputación del mayor gasto presupuestario.

--------

	Con el fin de evitar repeticiones innecesarias, el detalle del articulado del proyecto se analizará en el párrafo relativo a la discusión en particular.

IV. Antecedentes.�tc "IV. Antecedentes." \f C \l 1�

	Para una más adecuada comprensión de esta iniciativa, cabe tener en consideración los siguientes antecedentes.

1.- Reforma a la justicia procesal penal.�tc "1.- Reforma a la justicia procesal penal." \f C \l 2�

La reforma a la justicia procesal penal deberá tener como resultado principal conseguir procesos en que se respeten a lo largo de toda su tramitación los derechos y garantías esenciales de las personas, tanto de las víctimas como de los imputados.

Uno de los principales es el derecho de defensa, que el artículo 6º del nuevo Código Procesal Penal consagra en los siguientes términos:

	“Artículo 6º.- El imputado y su defensor tendrán derecho a intervenir en todos las actuaciones del procedimiento que puedan servir a la incorporación de elementos de prueba o que puedan dar lugar a restricciones en sus derechos, así como a formular los planteamientos y alegaciones que consideren oportunos, salvo las excepciones expresamente previstas en este Código.

	‘El imputado tendrá derecho a designar un defensor letrado de su confianza, desde la primera actuación del procedimiento hasta el término de la ejecución de la sentencia. Si no lo hiciere, el tribunal le nombrará de oficio un defensor público antes de que se produzca su primera declaración judicial. 

	‘Si el imputado prefiriere defenderse por sí mismo, el tribunal lo autorizará sólo cuando ello no perjudique la eficacia de la defensa; en caso contrario, le designará de oficio un defensor letrado, sin perjuicio del derecho del imputado a formular planteamientos y alegaciones por sí mismo, según lo dispuesto en el inciso primero de este artículo.”

En virtud de él, se reconoce al imputado y su defensor el derecho a intervenir durante toda la tramitación de los procesos de orden criminal, desde que se inicia la persecución penal, a fin de poder ir desvirtuando la imputación formulada en su contra, hasta alcanzar su mayor expresión en el juicio oral.

En el nuevo Código Procesal Penal hay varias referencias a los defensores.

Además del ya transcrito artículo 6º, cabe mencionar los siguientes:

El artículo 27, que dispone que los fiscales del Ministerio Público y los defensores serán notificados en sus oficinas...

	El artículo 28, que establece que cuando un interviniente en el procedimiento cuente con defensor o mandatario, las notificaciones deberán ser hechas solamente a éste...

	El artículo 107, que garantiza a todo imputado el derecho a ser asistido, desde los actos iniciales de la investigación, por un defensor...

	El artículo 108, que permite al imputado sometido a detención o prisión provisional, a informar por sí mismo o a que se informe (...( a su defensor de tal hecho, o conferenciar privadamente y en cualquier momento con su defensor...

El artículo 118, que exige informar al imputado, antes de comenzar la declaración, que tiene derecho a consultar a un defensor...

El artículo 119, que faculta al defensor para dirigir preguntas al imputado con la venia del juez.

El artículo 128, que faculta al imputado para que, durante el procedimiento y en cualquiera de sus etapas, designe libremente a un defensor de su confianza, confiriéndole, además, el derecho a ser asistido por un defensor público.

La presencia del acusado y de su defensor durante toda la audiencia del juicio oral es un requisito de validez del mismo, dado que la ausencia del defensor en cualquier actuación en que la ley exigiere expresamente su participación acarrea la nulidad de la misma, por ocasionar perjuicio a los intervinientes en el mismo. Dicho perjuicio se presume cuando falta la asistencia del defensor en las actuaciones que la ley lo exige. Así resulta de la lectura armónica de los artículos 129, 193, 349 y 350 del Código Procesal Penal.

La idea que estos artículos expresan es que el juicio oral jamás será válido si no se ha permitido al imputado defenderse eficazmente, en igualdad de condiciones con el Ministerio Público que actuará como acusador.

	Por lo mismo, como expresa el Gobierno en el Mensaje, el respeto del derecho de defensa jurídica constituye un componente esencial de la noción misma de proceso.

	El artículo 132, que establece que la defensa de varios imputados podrá ser asumida por un defensor común, si las diversas posiciones no fueren incompatibles.

	El artículo 133, que previene que la renuncia formal del defensor no lo libera de su deber  de realizar los actos necesarios para impedir la indefensión del imputado.

	El artículo 134, que aclara que la designación de un defensor público no afecta el derecho del imputado para elegir otro de su confianza.

	El artículo 167, que establece que la incomunicación no impide que el detenido se comunique con su defensor con anterioridad a su declaración indagatoria.

	El artículo 311, que señala que la presencia del defensor del imputado en la audiencia en que se ventile la solicitud de suspensión condicional del procedimiento constituye un requisito de validez de la misma.

	El artículo 337, que establece que la presencia del defensor del imputado durante la audiencia de preparación del juicio oral constituye un requisito de validez de la misma. La falta de comparecencia del defensor debe ser subsanada de inmediato por el tribunal. En el caso de inasistencia del defensor, se entenderá abandonada la defensa.

	El artículo 350, que establece que la presencia del defensor del acusado durante toda la audiencia del juicio oral será un requisito de validez del mismo. La no comparecencia del defensor al inicio del debate constituye abandono de la defensa y obliga al tribunal a la designación de un defensor público.

	2.- La defensa jurídica en la Constitución Política de la República.�tc "2.- La defensa jurídica en la Constitución Política de la República." \f C \l 2�

	El Nº 3º del artículo 19 de la Constitución de 1980 puede ser considerado como la expresión de un nuevo derecho en la Constitución, ya que, aunque contiene los preceptos de los artículos 11 y 12 de la Carta de 1925, abarca, además, un conjunto de bienes jurídicos destinados a asegurar la igual protección para todos en el ejercicio de los derechos ante toda autoridad, la seguridad de la intervención del abogado defensor, las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos, la presunción de inocencia y una relativa prohibición de la dictación de leyes penales en blanco. �

	En lo que interesa destacar, previene que “Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida. Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá, en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos.

	La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos.” �

	Como expresa el profesor Evans, la Constitución garantiza hoy el derecho a solicitar y obtener la intervención de abogado para la defensa de los derechos de las personas, intervención que debe admitirse no sólo en los tribunales ordinarios de justicia, sino en cualquier otro órgano jurisdiccional o ante cualquier autoridad. La actuación de letrado no puede ser impedida, restringida, o sea limitada, ni perturbada, o sea obstaculizada, por la ley o por cualquier entidad pública. 

No se trata, por tanto, sólo de cautelar la defensa judicial, sino la actuación del letrado en todo asunto y ante toda autoridad ante la cual se haga valer un derecho o se reclame de la conculcación del mismo.

Si de la justicia se trata, este derecho debe garantizar una participación igualitaria de los justiciables ante los tribunales para la solución de las controversias jurídicas, aspirando así a que se imparta una verdadera justicia.

La participación igualitaria de los litigantes en el proceso exige, como condición indispensable para su real eficacia, del otorgamiento de una adecuada asesoría jurídica, sobre todo para aquellos que por razones de orden económico o cultural no pueden proporcionársela adecuadamente.

De aquí que el asesoramiento jurídico sea uno de aquellos que, procesalmente, tienen un carácter esencial y deba ser reconocido eficazmente a todos los litigantes.

Como se ha visto, nuestra Carta Fundamental reconoce expresamente el derecho a una adecuada asesoría jurídica, punto de partida de un acceso a la justicia en su sentido procesal, dejando su instrumentalización a cargo del legislador. �

	3.- La defensa jurídica ante la ley.�tc "3.- La defensa jurídica ante la ley." \f C \l 2�

	En la actualidad, para asegurar a los litigantes un adecuado asesoramiento jurídico, existen en Chile el privilegio de pobreza y la asistencia gratuita a través de las Corporaciones de Asistencia Judicial.

El privilegio de pobreza puede ser otorgado por sentencia judicial o dispensado por el solo ministerio de la ley.

Para obtener el primero, la solicitud respectiva debe ser sometida al procedimiento establecido en los artículos 129 a 137 del Código de Procedimiento Civil.

El segundo corresponde a aquellas personas a quienes la ley, en forma expresa, considera pobres.

	Así, por ejemplo, el artículo 593 del Código Orgánico de Tribunales  estima como presunción legal de pobreza la circunstancia de encontrarse preso el que solicita el privilegio, sea por sentencia condenatoria, sea durante la substanciación del juicio criminal.

	Tanto uno como otro privilegio de pobreza se traducen, fundamentalmente, en dos grandes beneficios: el derecho a ser defendido y representado gratuitamente por los abogados y procuradores de turno,  acorde con lo preceptuado en el artículo 591 del Código Orgánico de Tribunales, y la prohibición de imponerse condenada para el pago de las costas de la causa, salvo ciertas excepciones.

	El derecho a la defensa jurídica a quienes no puedan procurársela por sí mismos se presta en Chile, mayoritariamente, a través de las Corporaciones de Asistencia Judicial creadas por las leyes 17.995 y 18.632.

	Están organizadas a través de cuatro Corporaciones base: Región de Tarapacá y Antofagasta; Región de Valparaíso, que abarca las regiones III, IV y V; Región Metropolitana, que cubre, además, las regiones VI, VII y XII, y Región del Bío Bío, para las regiones VIII, IX, X y XI).

	Su sistema de financiamiento es mixto. Reciben un aporte fiscal consultado en el presupuesto del Ministerio de Justicia y aportes municipales a través de convenios.

	En 1995, el aporte fiscal fue de $ 1.100.000 miles de pesos. En 1996, 1.908.044 miles de pesos. En 1997, de 2.541.812 miles de pesos. En 1998, de 3.425.284 miles de pesos. En 1999, de 5.159.467 miles de pesos. 

	Según cálculos estimativos consignados en el estudio del Instituto de Libertad y Desarrollo, el aporte municipal correspondería a un monto cercano al 40% del presupuesto total de las CAJ, de acuerdo con un diagnóstico realizado por la Corporación de Promoción Universitaria en el año 1995, según datos del año 1992.

	El personal profesional que en cada una de ellas se desempeña, en el orden en que se ha hecho mención a ellas, es de 29, 157, 208 y 164, con un total de 558. El estamento no profesional, de 27, 54, 140 y 60, para un total de 281. 

	Los postulantes que realizan sus prácticas profesionales en las Corporaciones de Asistencia Judicial como requisito para obtener el título de abogado, 19, 62, 453 y 98, con un total de 632. �

	En menor grado, la asistencia jurídica es prestada por las clínicas jurídicas de las Facultades de Derecho de algunas Universidades públicas y privadas, o por algunas instituciones de caridad, como el Hogar de Cristo, que atiende a menores en conflicto con la justicia. �

	4.- El derecho a la defensa jurídica en los tratados internacionales.�tc "4.- El derecho a la defensa jurídica en los tratados internacionales." \f C \l 2�

	 Los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y vigentes consagran diversas garantías de orden procesal.

	Entre ellos, cabe mencionar el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que en su artículo 14, consagra ciertas garantías mínimas a favor de toda persona acusada de un delito, durante el proceso, entre ellas, la de “hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviere defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo”.

	La Convención Americana de Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”, también consagra en su artículo 8 diversas garantías judiciales.

	Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, entre otras, a las siguientes garantías mínimas: “d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley.“

	Ambos tratados son expresamente citados en el Mensaje, en el cual se agrega que aunque se encuentran plenamente vigentes, es evidente que actualmente en nuestro sistema judicial no se contemplan mecanismos adecuados para garantizar una mínima satisfacción de este derecho, “en una plena ratificación de la generalizada falta de respeto de los derechos fundamentales de orden procesal conforme a los que se desenvuelve el actual procedimiento penal inquisitivo, que esta reforma dejará atrás.”

	5.- Críticas al sistema de defensa jurídica y  al sistema de defensa penal pública.�tc "5.- Críticas al sistema de defensa jurídica y  al sistema de defensa penal pública." \f C \l 2�

	-- Críticas al sistema de defensa jurídica en general.�tc "-- Críticas al sistema de defensa jurídica en general." \f 67 \l 3�

	El sistema de defensa jurídica vigente ha sido objeto de diversas críticas y observaciones.

	Por regla general, el privilegio de pobreza, en la hipótesis de su otorgamiento por resolución judicial, presenta el inconveniente que para obtenerlo es necesario someter la solicitud correspondiente a determinada ritualidad procesal, lo que hace indispensable la prestación de un asesoramiento jurídico que no siempre se otorga.

	A su vez, los abogados de turno no siempre cumplen sus cometidos con la responsabilidad que sería deseable esperar, dado que hay poca motivación del profesional a dedicar tiempo a una actividad no remunerada que se le impone como carga pública. 

	Las Corporaciones de Asistencia Judicial, continuadoras de los Consultorios Jurídicos para Pobres del Colegio de Abogados, adolecen de importantes limitaciones.

	Su financiamiento es percibido como insuficiente, existiendo demanda por crear nuevos consultorios y ampliar los existentes.

	Los convenios suscritos con las Municipalidades son, por lo general, de corta duración, lo que genera incertidumbre para la institución y para el personal contratado.

	Existe escasa vinculación entre las Corporaciones y las Municipalidades, las que no hacen mayores aportes por desconocer la utilización que se les da y los resultados que se obtienen.

	Se observa una alta rotación de abogados de planta y de postulantes, debido, en el caso de los primeros, a las bajas remuneraciones que perciben, y respecto de los segundos, por la duración de la práctica profesional, que es de seis meses.

	Debido a la demanda, existe un gran recargo de trabajo, lo que se traduce en un número excesivo de causas por abogado y postulantes, así como en lentitud en su tramitación.

	No existe una definición explícita de las personas que caen en la categoría de beneficiarios, ya que tanto la Constitución como la ley se limitan a señalar como tales a la población que no puede procurarse asesoría ni defensa jurídica por sí misma o aquella que puede definirse como de escasos recursos.

	La selección de los beneficiarios no se hace sobre la base de mecanismos objetivos, sino más bien de pautas que facilitan el proceso, a cargo de asistentes sociales.

	Las Corporaciones han definido institucionalmente ciertas exclusiones, como el narcotráfico, nulidades de matrimonio, causas en los juzgados de policía local, faltas, delitos de acción privada, particiones de bienes, tramitaciones administrativas y cobranzas judiciales.

	Por imperativo legal, sólo pueden asumir la representación de una de las partes en litigio, de lo que deriva que, tratándose de dos personas de escasos recursos, por lo general se otorga preferencia a la persona que requirió primero el servicio.

	La asesoría se presta, casi exclusivamente, por egresados de derecho, que carecen de la experiencia necesaria para que ella sea realmente eficaz. 

	-- Críticas al sistema de defensa jurídica en el ámbito penal.�tc "-- Críticas al sistema de defensa jurídica en el ámbito penal." \f C \l 3�

	De acuerdo con lo expresado en el Mensaje, no obstante la normativa prevista tanto en la Constitución como en los tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes, los actuales mecanismos para proveer de defensa jurídica a los imputados que en el vigente modelo procesal penal se encuentran sin abogados, son fundamentalmente dos.

	El nombramiento de los abogados de turno, a fin de atender gratuitamente a aquellas personas que carecen de letrado en un proceso penal, según un sistema de asignación por turnos, no permite dar por satisfecha la obligación constitucional y legal del propio Estado de proveer de defensa letrada a las personas que carecen de ella, ya que el sistema mismo descansa en la caridad de los profesionales, que deben dedicar gratuitamente parte de su jornada de trabajo a atender a estas personas.

	El sistema, de esta forma, resulta discriminatorio para los abogados, generalmente los nuevos o recién recibidos, nunca los consagrados, que deben soportar una carga pública que no pesa sobre otros profesionales liberales.

	Y tanto es así, se agrega, que este sistema comenzó a ser abandonado y declarado inconstitucional en Europa, donde tuvo su origen hace más de treinta años, citándose, a vía de ejemplo, Austria, en 1971 y España, en 1981. 

	La intervención de letrado de turno se produce con el auto de procesamiento y sólo se considera como trámite esencial de la defensa la contestación de la acusación. No hay intervención de un abogado defensor en el período previo y posterior a las actuaciones señaladas, ni se le considera en la práctica como un trámite importante para la defensa del imputado o procesado, que se ve entregado a su suerte.

	La experiencia comparada, según se hace saber en el estudio de Libertad y Desarrollo sobre un sistema de defensa pública para la nueva justicia criminal, no es satisfactoria respecto a la calidad de las prestaciones que se obtienen por esta vía, por lo que en muchos países se ha abandonado este camino. 

	Aun cuando constituye una obligación, la actuación de estos profesionales se reduce a aceptar la causa sin efectuar grandes diligencias en ella. Es una institución que no funciona y que ha ido quedando obsoleta, no siendo compatible con la cultura profesional actual.

	El sistema de las Corporaciones de Asistencia Judicial tampoco permite tener por completamente satisfechas las exigencias de un moderno sistema judicial penal.

	Estas descansan, mayoritariamente, sobre la base de la prestación de la defensa  por egresados o licenciados en derecho que están haciendo su práctica profesional gratuita por un lapso de seis meses, para acceder al título de abogado, los cuales carecen de la experiencia necesaria para que ella sea realmente eficaz.

	En rigor, esa defensa es otorgada por personas que aspiran a ser abogados, de manera que difícilmente pueden hacer frente, en igualdad de condiciones, a un letrado especializado en sostener la acusación, como será el fiscal del ministerio público en el futuro proceso penal.

	Además, se produce una continua rotación de postulantes a cargo de cada caso, lo que no ofrece ninguna garantía de continuidad, de eficacia y de eficiencia para los imputados o acusados atendidos por este sistema.

	En los convenios que las Municipalidades celebran con las Corporaciones de Asistencia Judicial, estas últimas tienden a que se defienda o se otorgue atención preferente a la persona o familia de la víctima del delito, más que a los inculpados. En la práctica, de los asuntos que atienden, un 25% corresponde a causas criminales.

	En resumen, el juicio del Gobierno es que no existe actualmente un sistema satisfactorio de defensa penal pública en el país, por lo que no le ha quedado otro recurso, para actuar con eficacia en el nuevo sistema procesal penal, que proponer la creación de un nuevo  organismo, que bien organizado y dotado de un presupuesto suficiente, pueda asumir una tarea de esta envergadura.

	En realidad, el proyecto hace algo más que crear un nuevo organismo de defensa penal pública.

	Lo que hace es crear un sistema de defensoría penal pública que tendrá por finalidad, acorde con el artículo 1º, la defensa de las personas imputadas o acusadas por un crimen, simple delito o falta, que sea de competencia de un juzgado de garantías o de tribunal oral en lo penal,� que no cuenten con abogado de su confianza y que requieran de un defensor técnico en conformidad a la ley procesal respectiva, en la forma y condiciones que establece la presente ley.

	La Ley de Presupuesto del Sector Público establecerá anualmente los recursos específicos que se destinarán a esta finalidad.”

	La Defensoría Penal Pública, según el artículo 2º,  proporcionará defensa a cada uno de los imputados aunque éstos tengan intereses contrapuestos, designando diversos defensores cuando así lo exija la naturaleza de las pretensiones de las partes.

	La defensa penal pública es entregada por los abogados del Servicio de la Defensoría Penal Pública, llamados defensores locales, y por los abogados particulares o pertenecientes a instituciones que hayan sido seleccionados en el proceso de licitación o con los que se haya celebrado convenio para la prestación del servicio.

	6.- Opinión de la Corte Suprema.�tc "6.- Opinión de la Corte Suprema." \f C \l 2�

	La Corte Suprema, por oficio Nº 979, de 6 de agosto de 1999, informó sobre el proyecto en dos materias específicas.

	La primera, sobre la integración del Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública  y del Jurado Regional, con miembros del escalafón primario del Poder Judicial.

	La Corte estima inconveniente esa integración, porque las labores que desempeñarán dicho Consejo y Jurado no son de carácter  jurisdiccional propiamente tal, sino que son más bien de orden administrativo y, además, porque no es conveniente distraer a un miembro del Poder Judicial de sus labores propias.

	La segunda dice relación con el derecho del imputado de solicitar en cualquier momento al Defensor Regional el cambio de la institución o abogado licitante o con convenio vigente que se le haya asignado para que asuma su defensa en la etapa de instrucción o en el juicio oral.

	Como dicho derecho podría ejercerse en forma abusiva y podría provocar en definitiva una dilación excesiva del proceso, estima que no es conveniente que el imputado pueda solicitarlo en cualquier momento y, por lo mismo, correspondería fijar un límite y, además, determinar el número de veces en que puede hacer uso de dicho derecho.

	7. Naturaleza jurídica de la Defensoría Penal Pública.�tc "7. Naturaleza jurídica de la Defensoría Penal Pública." \f C \l 2�

	Para los efectos de dilucidar la naturaleza jurídica de este organismo, la Comisión solicitó a los representantes del Gobierno un estudio basado en la Constitución y en la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

	El señor Mauricio Decap, autor del mencionado estudio, indicó que siempre que se ha de crear un órgano público, una institución de cualquier tipo, se debe plantear con mucha claridad la cuestión relativa a la determinación de la naturaleza jurídica del mismo, esto es, se debe dilucidar con extrema precisión la especie de organismo público que se crea, su ubicación institucional dentro del Estado, su esencia, aquello que lo identifica en relación al resto de órganos del Estado.

	Para avanzar en la discusión planteada, resulta indispensable diferenciar de manera ostensible, el órgano y su ubicación institucional al interior del Estado, del tipo de funciones que realiza.

	Desde luego, se debe comenzar señalando, a este respecto, que la naturaleza jurídica de la Defensoría Penal Pública es la de un servicio público integrante de la esfera de la Administración del Estado.

	Sobre este tópico no existen dudas ni discrepancias, de manera que siempre se deberá entender que al hablar de la Defensoría Penal Pública, se está hablando de un servicio público integrante de la Administración del Estado, que tiene a su cargo una función administrativa, consistente en la satisfacción de la necesidad pública de la defensa técnica en juicio a todo imputado de un crimen, simple delito o falta de aquellos que conocerán los juzgados de garantías y los tribunales orales en lo penal, cuando no puedan procurársela por sí mismo.

	La Defensa Penal Pública, entonces, tiene a su cargo una función administrativa específica, lo que necesariamente la vincula a la Administración del Estado, debiendo incorporarse a dicha estructura.

	Dentro de la estructura de la Administración del Estado, la Defensa Penal Pública debe ser ubicada en las personas jurídico-públicas administrativas funcionalmente descentralizadas y territorialmente desconcentradas que, atendida la especialidad de su tarea, requieren gozar de autonomía funcional.

	Se trata de una persona jurídico-pública administrativa, esto es, se crea un sujeto de derecho público, que integra los cuadros orgánicos de la Administración del Estado.

	De allí que se le otorgue personalidad jurídica y patrimonio propio, de manera que con dichas características se le dota de los atributos jurídicos y financieros necesarios para actuar en el mundo jurídico con capacidad de producir por sí mismos relaciones jurídicas, esencialmente de tipo administrativo. En suma, la actuación de los órganos atribuidos de la potestad de representación judicial y extrajudicial de la Defensa Penal Pública, tendrán la capacidad de adquirir derechos y contraer obligaciones para toda la institución, sin necesidad de recurrir a la personalidad jurídica del Estado Fisco.

	Por su parte, se dice que estamos en presencia de una descentralización funcional, es decir, se personifica este nuevo órgano administrativo en razón de la materia que le es propia, teniendo a la vista la función específica para la cual es creado, esto es, garantizar la prestación de la defensa técnica en juicio penal ya aludida.

	Se dice también que asume la característica de un órgano desconcentrado territorialmente, en atención a la creación de unidades regionales en donde se concentran funciones y atribuciones importantes, asignadas estas últimas de modo directo por la ley, con carácter exclusivo y excluyente.

	La autonomía funcional, por su parte, es esencial para el cumplimiento de las tareas que le encomienda la ley. No podría entenderse un servicio público de esta naturaleza, dependiente de la autoridad política, sujeta a sus órdenes y con sus máximas autoridades como funcionarios de la exclusiva confianza de dicha autoridad política.

	Esta es una decisión de política legislativa que debe asumirse con total transparencia, ya que la autonomía funcional exige que el Defensor Nacional y los Defensores Regionales no dependan de la autoridad política de turno.

	A este respecto, se debe tener presente que la calidad de funcionario de la exclusiva confianza asignada a los directores de servicios públicos por la ley de bases, está pensada en función de las tareas propias de gobierno y administración del Estado que se le encargan al gobierno. Dentro de esa lógica, es natural que el Presidente de la República, a quien por el artículo 24 de la Constitución se le encarga precisamente el gobierno y la administración del Estado, nombre y remueva a las autoridades de los órganos de gobierno y administración del Estado con los cuales él cumple el mandato constitucional de modo directo.

	Pero, resulta fácil comprender que la defensa penal técnica no es una cuestión de gobierno o de administración en sentido estricto, sino que más bien es una cuestión de servicio público puro, de prestación de un servicio que implica satisfacer una necesidad concreta, que implica la adopción de decisiones técnicas, completamente ajenas al gobierno de turno. Sin ello, se rompería la garantía constitucional de la defensa letrada a quien no pueda procurársela por sí mismo.

	La creación de un organismo autónomo por la ley no es una cuestión novedosa en la tradición legislativa chilena. Más bien, sigue la suerte de numerosos órganos administrativos que han sido dotados de estas características, teniendo en vista el papel que el legislador les ha querido entregar en el universo institucional chileno.

	En su tiempo, fueron las instituciones semifiscales, creadas por ley, con carácter de autónomas, lo que les permitía hacerse cargo de su naturaleza jurídica y manejar sus asuntos con relativa independencia del poder central.

	También adquirieron dicho carácter la CORFO, LAN, las demás empresas públicas creadas por ley, el Banco Cendal, la Contraloría General de la República, etc., todos ellos órganos administrativos que en su momento fueron creados por ley, con el carácter de autónomos.

	La Constitución de 1980 vino a cambiar en parte este panorama, al establecer directamente en ella algunos órganos constitucionalmente autónomos, lo que permite sistematizar hoy en día a los órganos autónomos en dos categorías: una constitucional y otra legal. Son órganos de esta última naturaleza las instituciones fiscalizadoras y las universidades estatales.

	Debe recordarse que la propia Constitución, además de crear órganos autónomos constitucionalmente, señaló que era materia de ley de iniciativa exclusiva del Presidente de la República la creación de servicios públicos autónomos (art. 62 inciso cuarto, Nº 2).

	De esta manera, la cuestión está en determinar qué rango debe tener la norma legal que crea estos servicios públicos con el carácter de autónomos y cómo se relaciona con las demás normas legales que regulan la función pública, en particular, la ley de bases.

	En opinión del Gobierno, para otorgarle un rango legal de autonomía a un servicio público, es necesario que la ley respectiva, junto con señalar su naturaleza de ente autónomo, incorpore las normas necesarias a fin de integrar expresamente al nuevo servicio público con la categoría de autonomía en la ley de bases, modificando al efecto el artículo 18,  inciso segundo, de modo tal que quede regido por el título  primero de la ley de bases, pero no por el segundo.

	Como alternativa, se podría plantear solamente la incorporación de una modificación en aquellas normas que expresamente resulten contradictorias con la autonomía requerida.

	La propia ley de bases autoriza la existencia de servicios públicos que tengan una organización interna con niveles jerárquicos diversos a los tradicionales, así como con denominaciones diferentes a las clásicas (de dirección nacional, regional, departamento y otras).

	En efecto, el artículo 29 de la ley de bases, luego de establecer precisamente la organización interna clásica de los servicios públicos, tanto a nivel nacional corno regional, incluidos los niveles jerárquicos, expresamente autoriza "en circunstancias excepcionales” que la ley pueda “establecer niveles jerárquicos distintos o adicionales, así como denominaciones diferentes”.

	El hecho que la Defensa Penal Pública se encuentre regida por la ley de bases, no altera la circunstancia que su organización interna sea diversa a la clásica de las direcciones nacionales y regionales, con la división entre departamentos, subdepartamentos, oficinas y secciones.

	Perfectamente, sin alterar las normas de la ley de bases, es posible que, atendida la especificidad del servicio público que se crea, se le estructure orgánicamente de un modo diverso al ya mencionado, incorporando, por ejemplo, órganos adicionales, como el Consejo, con potestades específicas, que permitan configurar un servicio público inserto en la ley de bases, pero con características propias.

	En relación al nombramiento del jefe superior del servicio, a menos que se incorpore expresamente en la ley de bases, en el artículo 42, inciso tercero, dentro de las excepciones, éste deberá ser de la exclusiva confianza del Presidente de la República.

	En cualquier caso, se está hablando sólo del jefe superior del servicio, que es señalado en la ley de bases en la disposición citada como de exclusiva confianza, pero nada impide que los defensores regionales sean regulados en materia de nombramiento de una manera diversa.

	Cabe recordar que en la ley de bases nada se indica sobre la calidad de funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República de las autoridades regionales de un servicio público, sino que dicha regla está contenida en la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo, que como bien se sabe, se trata de una ley común.

	De esta manera, la ley de la defensoría puede regular libremente la materia, señalando reglas diversas de nombramiento, sin sentirse presionada por una regla orgánica constitucional.

	En conformidad a lo señalado, tratándose del jefe superior del servicio, el Defensor Nacional, se puede optar por regular de un modo diverso la materia, en una norma de rango orgánica constitucional, dejando una regla especial distinta a la de la ley de bases, pero perfectamente apegada a lo dispuesto por el artículo 38 de la Constitución. Así, por lo demás, lo ha señalado expresamente el Tribunal Constitucional, a propósito del examen de constitucionalidad en sentencias recaídas en los roles Nos. 156, 161 y 189, cuando una ley ha entrado a regular alguna materia de una manera diversa a la dispuesta por la ley de bases.

	A su turno, tratándose de los defensores regionales, bastará con que en la ley de la Defensoría se regule la materia, de la manera que se entienda se adecua mejor a su naturaleza jurídica.

	De allí que la autonomía funcional sea una característica esencial de la Defensa Penal Pública que se debe crear en el marco de la reforma procesal penal y ella debe manifestarse a través de la ausencia de una dependencia por cualquier vía del poder político del Defensor Nacional y los Defensores Regionales, sin perjuicio de los controles jurídicos necesarios para todo órgano integrante, en modo genérico, de la Administración del Estado.

	8.- Costo de la iniciativa.�tc "8.- Costo de la iniciativa." \f C \l 2�

	De acuerdo con el informe financiero de Hacienda, Dirección de Presupuestos, el proyecto irroga los siguientes gastos:

	1.- Gastos de operación en régimen

		Miles de $	

 Remuneraciones	9.096.530 

Bienes y servicios de consumo	1.574.399

Capacitación	      53.126

Peritajes	    297.393

Dietas Consejo y jurado	        7.314

Contrataciones defensores privados	 8.161.391

	Total	19.190.153



	2. Arriendos 	     374.656

 	(Mientras se construyen las defensorías)

	3. Inversiones

	Capacitación inicial	       20.000

	Equipamiento	     320.266

	Infraestructura	   5.203.795

	Computación 	   2.614.503

	Total	   8.158.564.

	La gradualidad de las inversiones es:

	Equipamiento		2 años.

	Infraestructura		4 años

	Computación		3 años.

	Se hace constar en el referido informe que la aplicación de este proyecto no irroga gasto fiscal para el año 1999.

	El financiamiento requerido se considerará en los respectivos presupuestos anuales, conforme al programa de implementación establecido para el nuevo sistema judicial penal y a las disponibilidades presupuestarias correspondientes.

	Mayores antecedentes sobre el particular se proporcionan en el informe técnico de costos del Sistema Nacional de Defensa Penal Pública, del Ministerio de Justicia, anexo a los antecedentes del proyecto. �

V. Soluciones en materia de defensa jurídica.�tc "V. Soluciones en materia de defensa jurídica." \f C \l 1�

	A. Legislación comparada.�tc "A. Legislación comparada." \f C \l 2�

	La preocupación por garantizar el acceso a la justicia comenzó en Alemania y en Estados Unidos a finales del siglo pasado, cuando un grupo de abogados decidió voluntariamente prestar sus servicios profesionales a ciertos grupos de personas de escasos recursos.

	Evolucionando con el tiempo, dieron origen a dos sistemas de asistencia gratuita diferentes. 

Por una parte, el sistema de defensa oficial o modelo estratégico de servicio social, desarrollado especialmente en Estados Unidos.

Por otra, el sistema judicial o modelo de servicio, propio de las legislaciones europeas. 

Existe, además, un tercer sistema o modelo mixto, vigente en Suecia, Canadá (Quebec), Holanda y Gran Bretaña, que combina elementos de los dos sistemas.

	En Latinoamérica, un porcentaje muy alto de acusados no podía costearse un defensor particular. Tampoco se había desarrollado un sistema adecuado de defensa pública que pudiera satisfacer las necesidades de la gran cantidad de imputados carentes de recursos.

	En el último tiempo, dado que la mayoría de los países del área han reformado o están en proceso  de reformar su sistema judicial, han creado, dentro de este marco, defensorías públicas, al considerarse que el derecho a defensa no era respetado en los procesos de una forma adecuada. �

	La casi totalidad de los servicios de defensa a indigentes en países latinoamericanos así como europeos con sistemas de enjuiciamiento criminal basados en la justicia oral, son provistos por organismos públicos. 

	—  La experiencia norteamericana. ��tc "—  La experiencia norteamericana." \f C \l 3�

	La experiencia de más larga data de provisión de servicios de defensa a indigentes con participación de organizaciones privadas con y sin fines de lucro, corresponde a los sistemas desarrollados en Estados Unidos.

	La experiencia norteamericana no contempla la provisión de  servicios de defensa a través de un fondo concursable con características similares en todo el territorio o a nivel de Estados Federales, ya que cada Estado define su propia política en esta materia.

	En todos los Estados del país funcionan, además de sistemas de defensa pública a indigentes provistos por organismos públicos, otros sistemas que operan sobre la base de provisión del servicio mediante contratos con organizaciones privadas sin fines de lucro,  así como con abogados en calidad de particulares o asociaciones de abogados creadas para estos fines.

	El derecho a defensa pública está garantizado en la Constitución de Estados Unidos. 

	En virtud de este derecho, la Suprema Corte de Justicia ha establecido un mandato mediante el cual los Estados deben proveer defensa legal a los indigentes acusados de delitos. 

	A través del tiempo han surgido los siguientes  sistemas de defensa a indigentes:

	Los programas de defensa pública. Son desarrollados por organismos públicos o privados sin fines de lucro con un staff de abogados pagados full time o part time. 

	Estos programas operan autónomamente a nivel local y no tienen un administrador central. En la mayoría de los Estados una persona nombrada, ya sea por el Gobernador, una comisión o consejo, es el encargado de mantener y desarrollar un sistema de representación legal a indigentes para cada condado del Estado. 

	En este caso, tanto la persona nombrada que hace las veces de defensor jefe, como el subdirector y el personal administrativo de apoyo son empleados full time pagados por el  Estado. 

	Estos programas operan mediante contratos con entidades públicas y corporaciones sin fines de lucro que se encargan de proveer  servicios de defensa a indigentes. Estas organizaciones deben cumplir con estándares, reglas y regulaciones establecidos por el Poder Judicial, que es la autoridad contratante.

	Los sistemas de asesoría legal. Contemplan el nombramiento por parte de las Cortes, de abogados privados de una lista que se confecciona con este objeto. Esta modalidad, a su vez, contempla las siguientes variantes:

— Asesoría legal ad hoc, en que abogados privados son nombrados por cada juez con el fin de proveer defensa para un caso concreto.

— Asesoría legal coordinada. En este caso, se emplea un administrador para supervisar el nombramiento de abogados y para desarrollar un conjunto de normas y estándares para la administración del programa.

	En los  sistemas de contrato con abogados, las instancias públicas celebran contratos con abogados privados, asociaciones de abogados o firmas privadas para proveer servicios a indigentes. 

	Se puede negociar de acuerdo a un monto fijo por causa o un grupo de ellas por períodos específicos. Las organizaciones acuerdan proveer la representación en todos los casos por un monto fijo. 

	Si el costo del contrato excede el monto pactado, deben proveer representación hasta el fin del contrato.

Tradicionalmente, los programas de defensa pública y el sistema de asesoría legal han sido los principales medios para proveer defensa a las personas de escasos recursos. En 1992, el 64% de las oficinas de las fiscalías estatales a lo largo del país reportaron el sistema de defensa pública y el 58% de asesoría legal. A su vez, un 25% indicó que sus distritos contrataron a través del sistema de contratos a abogados o firmas particulares.

En cuanto a la cobertura del sistema, 97% de los reclusos en centros correccionales indicaron que habían tenido un abogado para representarlos. Un 76% de los que contaron con abogado, fueron representados por un sistema de defensa pública a indigentes.

El gasto total en defensoría pública en 1990 fue cercano a US$ 1.336 millones de dólares en todo el país. El 45% de los fondos fueron provistos por el Estado y el 55% fueron fondos locales, ya sea de los condados o municipalidades del país. En cuanto a los costos promedio por causa, un estudio efectuado en 1982 por el U.S. Bureau of Justice Statistics, estimó un costo promedio nacional por defensa de US $ 196, con valores diferentes en los distintos Estados que fluctuaban desde US $ 85 en Oklahoma a US $ 362 en Hawaii. La media de los costos por atención se ubica entre los US $ 100 y US $ 200 en el 55% de los Estados.

--------

	En el caso particular del sistema de defensa pública del Estado de Wisconsin, �, el sistema se encuentra fundamentalmente entregado al “staff” de abogados que pertenecen a la Oficina de Defensa Pública del Estado.

	No obstante, un importante número de casos de defensa pública es entregado a abogados particulares que han sido admitidos en el programa e incluidos en las listas correspondientes de acreditación.

El sistema está estructurado verticalmente a partir de un Consejo de Defensa Pública del Estado, de carácter independiente, integrado por nueve miembros designados por el Gobernador del Estado y ratificado por el Senado del Estado, por períodos parciales y alternados de tres años.

	Entre otras atribuciones, el Consejo designa al Jefe de la Oficina; aprueba el presupuesto; dicta las normas concernientes para la determinación de los criterios de indigencia, total o parcial, de los pagos que deben efectuarse a las defensores y para el establecimiento de reglas que resuelvan los potenciales conflictos de intereses que se produzcan en la tramitación de casos de defensa pública.

	Le corresponde, además, revisar las decisiones del Jefe de la Oficina en relación al pago de los honorarios de los abogados particulares asignados a casos de defensa pública, pudiendo confirmar, modificar o rechazar la decisión adoptada. Asimismo, puede establecer acuerdos entre asociaciones y colegios de abogados, estatales y locales, y oficinas privadas de abogados, a fin de promover la representación legal “pro bono” de personas indigentes.

	El Jefe de la Oficina, en adelante, el defensor jefe, es elegido por el Consejo de Defensa Pública, dura 5 años en el cargo, salvo que el Consejo decida mantenerlo en el cargo mientras dure su confianza. Sólo puede ser removido por el Consejo, por causa fundada y previa audiencia pública,

Tiene, entre otras, las siguientes  atribuciones y deberes:

	Supervisar todas las operaciones, políticas, actividades y procedimientos de la Oficina; establecer un sistema de administración de casos para ser usado por el “staff” de abogados de juicio y apelaciones de la Oficina, debiendo éstos registrar el tiempo utilizado en cada caso y clasificar o describir el tipo de trabajo efectuado; tomar las decisiones finales en relación al tratamiento de cualquier caso que lleve la Oficina; hacer la propuesta de presupuesto; preparar y remitir al Consejo, para su aprobación, las políticas de empleo y de contratación de personal; adoptar las medidas disciplinarias que correspondan para el adecuado funcionamiento del servicio; en sentido lato, supervigilar la calidad del trabajo de la oficina y de los aproximadamente 1.500 abogados privados que aceptan llevar casos de defensa pública, y controlar el proceso de selección de éstos; decidir la exclusión de las listas de los abogados privados que comprobadamente no han cumplidos con las obligaciones que le impone la defensa pública; definir y desarrollar criterios y estándares de acción para el “staff” de la Oficina y para los abogados privados contratados; preparar y remitir al Consejo y otras autoridades un informe anual de las actividades y políticas desarrolladas por la Oficina, etc.

	La Oficina se organiza en Divisiones:

	La División Administrativa provee servicios administrativos de apoyo.

	La División de Apelación provee de representación legal a indigentes en el procedimiento que sigue a un pronunciamiento de culpabilidad o condena, ya sea ante los tribunales de juicio oral, las Cortes de Apelaciones o ante la Corte Suprema. Tiene competencia también para actuar frente a requerimientos de internos o reclusos privados de libertad en prisiones del Estado de Wisconsin.

	La División de Asistencia Legal Asignada provee de representación legal a toda clase de casos de defensa pública, asignándolos a abogados particulares acreditados al efecto, cuando la Oficina tiene un conflicto de intereses o cuando por el exceso de carga de trabajo se requiere de este tipo de asistencia.

	La División de Juicios Orales provee de representación legal a nivel del juicio oral a todos los indigentes acusados de crímenes o simples delitos, o delitos cometidos por menores adultos, o que están involucrados en procedimientos relativos a cuestiones de paternidad, menores que requieren de protección o de determinadas prestaciones, o por la extinción de derechos que provienen del parentesco.

	Cada representante local de la Oficina de Defensa Pública es responsable que se asigne un defensor al caso de que se trata en la etapa más temprana del procedimiento, sea un abogado de la planta o un abogado particular de lista.

	Cuando los tribunales hacen uso de sus facultades para designar de oficio a un defensor en los casos en que el imputado carece de él, suelen remitirlo a la Oficina si es indigente o designar a uno del ámbito privado si no lo es. En casos muy excepcionales y cuando el patrocinio de un abogado particular no resulta posible, se puede designar a un defensor público aun tratándose de un imputado no indigente, pero en tales casos el condado debe pagar los gastos que ocasionen tales servicios.

	La ley de Wisconsin protege el derecho del cliente a rechazar un determinado abogado. Este derecho se concede por una vez y, en tal caso, debe accederse al cambio de abogado cuando no demore el caso ni perjudique los intereses de la justicia.

	Los defensores de planta y los abogados privados de lista deben seguir y atenerse a los siguientes estándares de actuación:

	— Representar y defender vigorosamente los intereses de su cliente en todos los estadios del procedimiento; 

	— Cumplir con sus obligaciones dentro de los plazos legales y judiciales; 

	— Mantener actualizados los antecedentes del caso detallando todas las acciones realizadas en él y acompañando copia de las actuaciones relevantes efectuadas ante el tribunal; 

	— Entrevistarse personalmente con su cliente tan pronto se les asigne el caso, explicándole su papel como abogado y las relaciones abogado/cliente, registrando la información de los hechos en versión del imputado; procurar activamente obtener la libertad del cliente privado de libertad; 

	— Consultar y entrevistar a su cliente cuantas veces sea necesario para elaborar y estructurar su defensa; 

	— Examinar la demanda o la formulación de cargos y documentos anexos a fin de establecer la suficiencia de las mismas; 

	— Obtener todos los antecedentes de cargo que se encuentren en poder del fiscal, incluyendo los informes policiales, la individualización de los testigos y los registros de sus declaraciones ante el fiscal, copia de los antecedentes criminales del imputado, y examinar cualquier evidencia física o informes de evidencia física relacionados con el delito; 

	— Conducir una investigación de los hechos independiente de la realizada por el fiscal y tratar de entrevistar a todos los testigos, tanto de la defensa como de la fiscalía; 

	— Analizar todas las cuestiones legales involucradas en el caso, desarrollar una teoría y elaborar una estrategia de la defensa; 

	— Utilizar peritos e investigadores privados cuando resulte necesario; 

	— Registrar y contestar todas las incidencias planteadas por la contraparte, mantener informado a su cliente de la estrategia de la defensa y de las decisiones tácticas; 

	— Informar inmediatamente a su cliente de cualquier negociación o posibilidad de acuerdo con el fiscal; 

	— Preparar el caso para el juicio y advertir a su cliente sobre todos los trámites del procedimiento y sobre sus derechos; 

	— Preparar un plan o una argumentación plausible y lógica para el caso que su cliente sea condenado y advertirle sobre los procedimientos posteriores al pronunciamiento de la condena, e informar a su cliente sobre su derecho a apelar y realizar todas las gestiones necesarias para obtener un mejoramiento de su situación jurídica con posterioridad a la condena si su cliente lo solicita.

	Corresponde asignar un caso a un abogado privado acreditado en el programa de defensa pública cuando un conflicto de intereses impida asignar un caso a abogados de la planta de la Oficina; existan más casos de los que el “staff” de abogados de la planta puede asumir de acuerdo a la restricción de carga de casos por abogados, o deba asignarse un caso a un nuevo abogado y no resulte aconsejable o práctico asignárselo a un abogado de la planta.





	—  La experiencia latinoamericana.�tc "—  La experiencia latinoamericana." \f C \l 3�

	Argentina.

Acorde con la ley Nº 24.946, de 1998, Orgánica del Ministerio Público, este organismo independiente, con autonomía funcional y autarquía financiera, está compuesto por el Ministerio Público Fiscal y el Ministerio Público de la Defensa.

	Este último, según el artículo 4º, está integrado por el Defensor General de la Nación, los Defensores Oficiales ante la Corte Suprema de Justicia, los Defensores Públicos de Menores e Incapaces y los Defensores Auxiliares de la Defensoría General de la Nación.

	Los Defensores Públicos Oficiales, según el artículo 60, en las instancias y fueros en que actúen, deben proveer lo necesario para la defensa de la persona  y los derechos de los justiciables toda vez que sea requerida en las causas penales, y en otros fueros cuando aquéllos fueren pobres o estuvieren ausentes.

	-- Bolivia, Colombia y Perú.

	Los tres países reconocen el derecho de defensa como principio fundamental en sus respectivas Constituciones.

	En Bolivia, acorde con los artículos 16 y 116 de la Carta Fundamental, se trata de una garantía de la persona y tiene carácter inviolable. El derecho a ser asistido por un defensor surge desde el momento de la detención o apresamiento de la persona.

	La Constitución de Colombia, artículos 29 y 229, también reconoce a los sindicados el derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento.

	En el Perú, la Constitución reconoce el derecho de defensa como un principio y derecho de la función jurisdiccional. Nadie puede ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso. Asimismo, establece el derecho a la defensa gratuita para las personas de escasos recursos y para todos, en los casos que la ley señale.

	En los tres países, la legislación secundaria desarrolla el derecho de defensa con mayor amplitud.

	Bolivia cuenta con normas expresas en la Ley de Organización Judicial, artículos 291-294, y en el Código de Procedimiento Penal, artículos 3, 60, 67, 74-76, 175, 176, 189, 231 y 234.

	Colombia desarrolla este derecho en la Ley de Defensoría del Pueblo, artículos 21-23, y en el Código de Procedimiento Penal, artículos 1, 3, 132, 137-143, 145-148, 161, 296 y 452.

	En Perú, este principio se desarrolla en la Ley Orgánica del Poder Judicial, artículos 296-304, y en el Código de Procedimientos Penales, artículos 67-72, 121, 122, 126, 134, 158, 205, 210, 211, 234 y 277.

	En lo que respecta concretamente con el sistema de defensa pública en estos países, puede decirse que su organización y funcionamiento presenta características diferenciadas.

	En Bolivia, el sistema opera sobre la base de dos mecanismos que buscan proporcionar defensa a las personas que no cuentan con recursos para contratar los servicios de un abogado. El defensor de oficio, nombrado por el Poder Judicial, y los defensores públicos, pertenecientes a la Dirección Nacional de Defensa Pública, entidad dependiente del Ministerio de Justicia, que tiene por objeto velar por el respeto de los derechos fundamentales y la oportuna defensa de los imputados que no cuenten con recursos económicos para contratar los servicios de un abogado.

	En Colombia, la instancia facultada para admitir la solicitud y la consiguiente defensa es la Defensoría del Pueblo mediante la Dirección de la Defensoría Pública.

La defensa pública, en materia, penal, civil, laboral o contencioso administrativa, se presta por los abogados que, como defensores públicos, forman parte de la planta del personal de la entidad; los abogados titulados e inscritos, contratados como defensores públicos; por los egresados de las facultades de derecho que escojan la prestación gratuita del servicio como defensor público durante nueve meses, como requisito para optar al título de abogado, o por los estudiantes de los dos últimos años de las facultades de derecho oficialmente reconocidas por el Estado, pertenecientes a los consultorios jurídicos, quienes pueden intervenir bajo la supervisión y orientación académica de sus directores y con la  coordinación de la Dirección de Defensoría Pública. (artículo 21 de la Ley de Defensoría del Pueblo).

Adicionalmente brindan servicio de asistencia jurídica a las personas sin recursos los defensores de oficio en materia penal, que se designan cuando no es posible nombrar un defensor público o se retarde su nombramiento. El cargo lo desempeña un abogado privado, nombrado por el juez o el fiscal a cargo del caso. No reciben pago alguno por este servicio.

	En Perú, la defensa se encuentra a cargo de los defensores de oficio de la Dirección Nacional de Justicia, dependiente del Ministerio de Justicia, que son nombrados previo concurso por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio señalado, conforme a la ley.

	La asignación de casos la realiza la Sala o juzgado.

	-- Brasil.

	La Defensoría Pública, de acuerdo con la ley complementaria Nº 80, de 1994,  es una institución esencial de la función jurisdiccional del Estado, cuyo objeto es prestar asistencia jurídica, judicial y extrajudicial, integral y gratuita a los necesitados, así considerados por ley.

	Comprende la Defensoría Pública de la Unión, la Defensoría Pública del Distrito Federal y de los Territorios y las Defensorías Públicas de los Estados.

	Tiene como Jefe al Defensor Público General, nombrado por el Presidente de la República, con aprobación del Senado Federal.

La defensa se presta por los defensores  públicos, cuyas funciones, atribuciones y derechos se desarrollan en la referida ley, que consagra un verdadero estatuto para estos funcionarios públicos.

-- Costa Rica.

El derecho a la defensa se encuentra asegurado por la Constitución (artículos 33 y 39), la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículos 133-136), el Código de Procedimientos Penales (artículos 80 y 83), y la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículos 150 y siguientes).

La normativa anterior establece un Departamento de Defensores Públicos, dependiente del Poder Judicial, pero con autonomía funcional, en el ámbito auxiliar de justicia, cuya función es proveer defensa gratuita a cualquier ciudadano acusado de un delito en todos aquellos casos en que el imputado no elija defensor, no se le autorice a defenderse personalmente o que el defensor elegido por el imputado haya hecho abandono de la causa.

	Esta defensa gratuita proporcionada por el Estado se otorga sin considerar la solvencia económica del imputado, sin perjuicio de los reembolsos que quepa efectuar a favor del Estado.

	El Jefe y el Subjefe del Departamento son nombrados discrecionalmente por la Corte Suprema. El segundo, a recomendación del primero. Ambos funcionarios ostentan cargos de exclusiva confianza de la Corte.

	También existe un supervisor cuya función es asesorar y controlar la labor profesional de todos los defensores, debiendo para ello realizar periódicamente visitas inspectivas a todas las oficinas del país. 

Hay, además, defensores coordinadores en todas las oficinas del país, excepto en la central, siendo los encargados de la distribución de los casos y de la buena marcha de la oficina.

Los defensores públicos son nombrados por el Jefe del Departamento previo concurso público de oposición y antecedentes.

El nombramiento debe ser ratificado por el Consejo Superior del Poder Judicial, que sólo puede rechazarlo cuando el candidato no cumpla formalmente con los requisitos exigidos.

	El defensor se apersona al procedimiento, generalmente, a partir de la declaración del imputado ante el fiscal del ministerio público o ante el juez de la instrucción, durante la instrucción formal.

En aquellos lugares donde, por la escasa carga de trabajo, no se justifique la existencia de una oficina de defensa pública, se nombra a un “defensor por honorarios”. Se trata de abogados particulares a quienes la autoridad del lugar, generalmente el Alcalde, nombra como defensor público del caso cuando el imputado carece de uno de elección. Su actuación se limita, por lo general, a asistir a la declaración indagatoria del imputado y a gestionar su libertad, en su caso.

La capacitación de los defensores públicos está entregada a la Escuela Judicial, que también depende del Poder Judicial como órgano auxiliar de la justicia.

-- México.

La Ley Federal de Defensoría Pública, de 1998, regula la prestación del servicio de defensoría pública en asuntos del fuero federal, a fin de garantizar el derecho a la defensa en materia penal y el acceso a la justicia mediante la orientación, asesoría y representación jurídica.

Para la prestación de este servicio, crea el Instituto Federal de Defensoría Pública, como órgano del Poder Judicial, que goza de independencia técnica y operativa.

Los servicios de defensoría pública se prestan a través de defensores públicos, en los asuntos del orden penal, y por los asesores jurídicos, en los asuntos de orden no penal.

Cuenta con una Junta Directiva, un Director General y de las Unidades Administrativas y Personal Técnico.

	El Director General es nombrado por el Consejo de la Judicatura Federal.

— La experiencia europea. ��tc "— La experiencia europea." \f C \l 3�

-- España.

El reconocimiento del derecho descansa sobre el trabajo previo de los Colegios profesionales de abogados, que inician la tramitación ordinaria de las solicitudes, analizan las pretensiones y acuerdan designaciones o denegaciones provisionales.

Estos Colegios poseen oficinas donde trabaja todo el personal que presta el servicio de asistencia jurídica gratuita, tanto profesionales como administrativos.

	De acuerdo a la ley, se reconoce el derecho a asistencia jurídica gratuita a aquellas personas físicas cuyos recursos e ingresos económicos, computados anualmente por todos los conceptos y por unidad familiar, no superen el doble del salario mínimo interprofesional vigente en el momento de efectuar la solicitud.

El Ministerio de Justicia e Interior presta el soporte administrativo y el apoyo técnico necesario para el funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita que existen en cada capital de provincia. Además, establece los requisitos mínimos de formación y especialización que se requieren para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita.

-- Holanda.

La Oficina de Asistencia Legal nombra al asesor jurídico.

	El beneficiario paga una cantidad que oscila entre el 7 y el 22% de los honorarios del abogado. El resto lo paga el Estado, a través de tarifas por hora/hombre.

-- Italia.

Es el juez el que designa al abogado.

Es el único país comunitario en que la prestación del servicio es obligatoria y totalmente gratuita.

-- Reino Unido.

El servicio es prestado por abogados voluntariamente adscritos, los cuales son asignados por las Oficinas de Ayuda Legal.

La remuneración del servicio corresponde al Estado, que paga a través de las oficinas antes mencionadas, las cuales deciden si la cantidad solicitada por el abogado es razonable. Los honorarios se determinan en función del tiempo empleado.

-- Bélgica.

El servicio lo presta una oficina creada por el Colegio de Abogados.

La remuneración del servicio corresponde al Ministerio de Justicia que entrega la suma global a la Orden Nacional de Abogados, que la reparte entre los Colegios y estos entre los abogados.

-- Dinamarca.

El Ministerio de Justicia selecciona a los abogados participantes, previa consulta al Colegio respectivo.

La designación del abogado corresponde a los tribunales, si bien el cliente también puede elegirlo.

La remuneración de los honorarios corresponde al Estado, a través de los tribunales.

En el caso de consultas, el 25% corresponde al beneficiario y el 75% restante al Estado.

-- Alemania.

La concesión del beneficio corresponde al tribunal competente en el proceso, existiendo libertad de elección de abogado por parte de los interesados.

	La remuneración se paga de acuerdo a tablas de honorarios, aun cuando el beneficiario paga en proporción a su capacidad económica.

-- Grecia.

El servicio se presta mediante la adscripción voluntaria de los abogados.

Los tribunales asignan los abogados en los casos penales.

La remuneración corresponde a los Colegios.

-- Francia.

Las oficinas de ayuda judicial tramitan las solicitudes y seleccionan a los abogados participantes.

La elección del abogado corresponde al interesado.

La remuneración la paga el Estado en base a tarifas predeterminadas.

-- Luxemburgo.

Existe un listado de abogados de oficio, que son designados por las oficinas o comités del Consejo de Abogados, de oficio.

La remuneración corresponde al Estado, que paga directamente.

-- Portugal.

Existe un listado de abogados libremente inscritos.

La designación la realiza el juez, o lo elige el Colegio de Abogados a petición judicial.

La remuneración corresponde íntegramente al Colegio de Abogados.

	-- Irlanda.

Los “Law Centers” tramitan las solicitudes y designan al abogado.

La remuneración es con cargo a fondos públicos si pierde el asunto, y si lo gana, cobra según la tarifa de la parte vencida.

	B. Proposición para crear un fondo nacional para la defensa pública.�tc "B. Proposición para crear un fondo nacional para la defensa pública." \f C \l 2�  

En esta parte, se reproduce y analiza la proposición del Instituto Libertad y Desarrollo, dado que el estudio que la contiene fue elaborado a solicitud del Ministerio de Justicia.

 	-- Fondos concursables.�tc "-- Fondos concursables." \f C \l 3�

El Instituto Libertad y Desarrollo, en el  estudio tantas veces citado, propicia la creación de un Fondo Nacional para la Defensa Pública al que podrán postular entidades privadas y públicas, interesadas en prestar servicios de defensa jurídica en materia penal a personas de escasos recursos. 

Para tales efectos, comienza por hacer una breve descripción de diversas experiencias de fondos concursables en Chile, como el Fondo de Solidaridad e Inversión Social (FOSIS), los programas del Servicio Nacional de Menores (SENAME), los fondos para el desarrollo de las ciencias y la tecnología, como el Fondo de Desarrollo Científico y Tecnológico (FONDECYT), y el Fondo de Fomento de la Ciencia y Tecnología (FONDEF).

Las características principales de este Fondo son las siguientes.

	-- Beneficiarios de la defensa penal pública.�tc "-- Beneficiarios de la defensa penal pública." \f C \l 3�

Serán beneficiarios de la defensa penal gratuita las personas de escasos recursos que puedan probar tal condición de acuerdo a los estándares que usa el país para ello (ficha CAS, ingresos monetarios bajo la línea de pobreza según encuesta CASEN y tarjetas de gratuidad de salud, fundamentalmente). 

No obstante, y teniendo presente que por la ausencia de defensor la causa no debe paralizarse, las personas que no cumplan con la condición antes referida también podrá recibir atención. 

Eso sí, tendrán que restituir al Estado el costo de los servicios o una proporción de ellos. 

El monto a pagar deberá ser fijado de acuerdo a un arancel anual que elaborará el Director Nacional, previo acuerdo del Consejo.

La calidad de "persona de escasos recursos" será determinada por el juez de control o del juicio oral según sea el caso. 

	Con el objeto de evitar que todas las personas sean calificadas como pobres para estos efectos, se dispone que el 50% de los recursos que se obtengan por los pagos que efectúen los defendidos constituirán ingresos propios del Poder Judicial.

	-- El Director Nacional de la Defensa Pública.�tc "-- El Director Nacional de la Defensa Pública." \f C \l 3�

El liderazgo institucional del sistema estará a cargo del Director Nacional de la Defensa Pública. 

Este cargo se concibe como la cabeza visible del sistema en la medida que estará a cargo de la implementación directa de las políticas y directrices generales que señale el Consejo. 

En este contexto, le corresponderá representar judicial y extrajudicialmente al Consejo y podrá ejecutar los actos y celebrar los contratos o convenios que estime necesarios para el cumplimiento de los fines del Sistema Nacional de Defensa Pública, sin sujeción a otros requisitos que los establecidos por la ley y a las disponibilidades presupuestarias.

El Director Nacional de la Defensa Pública será elegido por el Consejo a través de un concurso público de antecedentes.

Para la elaboración de las políticas de defensa pública, al Director Nacional le corresponderá proponer al Consejo las bases y normas técnicas para la asignación del fondo a las instituciones o personas que postulen, como así también, los criterios para la distribución regional de los recursos del fondo.

Con el objeto de otorgar transparencia al sistema, el Director Nacional deberá elaborar una memoria que dé cuenta de la gestión anual del servicio, la que debe incluir información estadística desagregada de los servicios prestados por el sistema a nivel regional y nacional. 

Una copia de esta memoria deberá ser entregada al Presidente de la Corte Suprema, al Ministro de Justicia, al Ministro de Hacienda y a los presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados. Además, copias de dicha memoria deberán mantenerse al acceso de cualquier persona interesada en conocerla. Así también, deberá enviar trimestralmente al Ministerio de Hacienda informes del estado de avance de la ejecución presupuestaria del fondo.

-- Directores regionales.�tc "-- Directores regionales." \f C \l 3�

Como una manera de acercar la institucionalidad del sistema a los beneficiarios del mismo, en cada una de las regiones del país existirá un funcionario de carácter técnico permanente, que con la denominación de Director Regional de la Defensa Pública tendrá por función velar por el buen funcionamiento del servicio de defensa pública en la Región respectiva. El Director Regional ejercerá sus funciones en las dependencias de la Secretaría Regional Ministerial de Justicia.

Los directores regionales serán nombrados por el Director Nacional a través de un concurso público de antecedentes. 

Corresponderá especialmente al Director Regional de la Defensa Pública apoyar al Director Nacional en todo aquello que sea necesario para el funcionamiento del sistema y recibir los reclamos de los beneficiarios. Respecto de esto último, deberá adoptar las medidas necesarias para darles solución.

-- Financiamiento del programa.�tc "-- Financiamiento del programa." \f C \l 3�

Este programa será financiado por la Ley de Presupuestos de la Nación y por otros recursos que puedan ser recibidos en calidad de donaciones y costas judiciales devengadas en favor del imputado. 

Los recursos que se recauden por concepto de pagos de defendidos se repartirán entre el Poder Judicial y Rentas Generales de la Nación por partes iguales.

-- Consejo Nacional de Defensa Pública.�tc "-- Consejo Nacional de Defensa Pública." \f C \l 3�

El Fondo sería administrado por el Consejo Nacional de Defensa Pública. 

Se trata de un órgano especialmente creado con este objeto, integrado por los siguientes miembros: un representante del Ministerio de Justicia, quien lo presidirá, un representante del Ministerio de Hacienda, un miembro de los tribunales superiores de justicia; un representante de las asociaciones gremiales de abogados del país; dos académicos universitarios del área de la economía o administración,  y un académico universitario del área del derecho penal o procesal penal. Los académicos serían designados por el Senado a propuesta del Presidente de la República.

	Los miembros del Consejo se designarían por un período de cuatro años, reelegibles y remunerados con una dieta de tres Unidades Tributarías Mensuales por cada sesión a la que asistan con un tope de seis sesiones extraordinarias al año.

	Con el objeto de evitar problemas de competencia desleal, el cargo de consejero es incompatible con el de consejero de las Corporaciones de Asistencia Jurídica o de miembro de cualquier institución postulante al sistema.

	Corresponde al Consejo aprobar el presupuesto del servicio presentado por el Director Nacional de la Defensa Pública; determinar la o las modalidades en que se prestará el servicio en cada caso; aprobar la asignación de recursos a las instituciones o personas seleccionadas; aprobar las bases y normas técnicas para la asignación del fondo; nombrar al Director Nacional previo concurso público de antecedentes, y cumplir con las demás funciones señaladas en la ley. Además, anualmente deberá establecer metas para ser cumplidas por el Director Nacional en materia de su competencia durante el año respectivo.

	Para la materialización de las tareas encomendadas el Consejo deberá reunirse ordinariamente una vez cada 60 días, sin perjuicio de las reuniones extraordinarias que sea necesario realizar, las que deberán ser convocadas por el Presidente del Consejo y el Director Nacional de la Defensa Pública con a lo menos diez días de anticipación. A las reuniones del Consejo deberá asistir el Director Nacional de la Defensa Pública, quien tendrá derecho a voz.

-- Contratación de los servicios de defensa.�tc "-- Contratación de los servicios de defensa." \f C \l 3� 

El Director Nacional de la Defensa Pública contratará los servicios de defensa mediante llamados a licitación pública a aquellas instituciones públicas o privadas, con y sin fines de lucro, interesadas en participar. 

Para ello se considerará la división regional del país, llamando a licitaciones por Región o agrupación de comunas dentro de la Región, dependiendo de la demanda de causas a resolver.

-- Distribución del fondo.�tc "-- Distribución del fondo." \f C \l 3�

El fondo se distribuirá por regiones y al interior de cada Región se estimará la carga de trabajo esperada en materia de defensa. 

La demanda regional de atenciones, salvo la primera vez, que se obtendrá sobre la base del modelo entregado por Fundación Paz Ciudadana, será estimada a partir de la tasa promedio de crecimiento de causas ingresadas en los dos años anteriores a aquel para el cual se está efectuando el cálculo.

Posteriormente y para convocar a licitación se procederá a dividir el total de causas esperadas en paquetes fijos o en porcentajes del total (por ejemplo, paquetes de 1.000 causas o en paquetes que abarquen un 5% o un 10% del total de causas esperadas en la Región). 

Ya sea se opte por un mecanismo o por otro, la distribución de causas entre aquellos que hubiesen ganado la licitación se hará en forma objetiva y mediante un mecanismo que no dé espacio para discrecionalidades y que será establecido en el reglamento.

-- Licitaciones.�tc "-- Licitaciones." \f C \l 3�

*Llamado.

El llamado a licitación deberá señalar de modo preciso el monto máximo de los recursos involucrados y la definición del conjunto de servicios que deberán ser prestados por quienes postulen, el que podrá determinarse a través de un porcentaje del total de casos o por un número fijo de éstos. 

Esto será determinado por el Director Nacional, previo acuerdo del Consejo.





* Bases de la licitación.

Las bases de cada licitación serán elaboradas por el Director Nacional de la Defensa Pública y deberán considerar los servicios a ser prestados; el tiempo de duración del contrato; las características de las entidades que podrán postular; las garantías de cumplimiento del servicio que deberán otorgar los postulantes; la forma de pago de los servicios prestados; los mecanismos de supervisión de la prestación del servicio, y las indicaciones necesarias para elaborar un plan de trabajo detallado a ser presentado por cada postulante.

* Convocatoria.

La convocatoria a la licitación deberá ser realizada a través de dos publicaciones realizadas en días distintos en el Diario Oficial y otras cuatro publicaciones en a lo menos un diario de circulación nacional y otro de circulación regional. Las publicaciones deberán realizarse a más tardar con 60 días de anticipación al cierre de la convocatoria.

* Jurado.

La licitación será resuelta a nivel regional por un jurado integrado por: el Director Nacional de la Defensa Pública, el Director Regional de la Defensa Pública, un ministro de alguna de las Cortes de Apelaciones de la Región, elegidos por los integrantes de éstas; un juez con competencia penal elegido por la mayoría de los integrantes de los tribunales de juicio oral y los jueces de control de la instrucción de la Región respectiva: y un representante del Consejo Regional.

La función de jurado de una licitación será incompatible con la de consejero o miembro en cualquier calidad de las Corporaciones Regionales de Asistencia Jurídica o de integrante de cualquiera de las instituciones participantes en el concurso.

* Criterios para resolver la licitación.

La licitación se resolverá conforme a los siguientes criterios: costo del servicio a ser prestado; número y dedicación de abogados disponibles; solvencia financiera e institucional del postulante; experiencia o calificación profesional de los profesionales, soporte administrativo de la institución; métodos internos de control de la calidad del servicio; y, adecuación de la infraestructura y equipamiento a los requerimientos del servicio de que se trata.

Los criterios para seleccionar a las instituciones participantes del sistema, serán valorados mediante un puntaje.

A partir de la segunda licitación y con el objeto de premiar el buen desempeño de las instituciones participantes, el Director Nacional diseñará una tabla de puntajes de acuerdo a los informes de evaluación de las respectivas instituciones. Este puntaje será agregado al obtenido a través de la fórmula señalada en el inciso anterior.

La decisión del concurso será pública y fundamentada por cada uno de los integrantes del jurado.

	-- Contratos. Pagos. Garantías.�tc "-- Contratos. Pagos. Garantías." \f C \l 3�

Los contratos a que dé lugar una licitación deberán tener una duración temporal no inferior a dos años ni superior a tres. 

El pago de los fondos licitados será realizado en forma diferida y en proporción al monto total de los fondos licitados y al tiempo de duración del contrato respectivo.

En cada pago se mantendrá una reserva de un porcentaje del monto del fondo asignado a la respectiva institución, de manera de contar con una garantía a pagar al final de la ejecución del contrato respectivo. Dicha reserva no podrá ser inferior al 15% ni superior al 20% del total del fondo asignado a la respectiva institución.

Sin perjuicio del fondo de reserva aludido anteriormente, el Director Nacional podrá exigir a la institución respectiva boleta de garantía o cualquier otra garantía que estime suficiente con el objeto de caucionar la prestación adecuada de los servicios licitados.

Cuando en un mismo territorio jurisdiccional hubiere más de una institución encargada de la defensa pública en materia penal, el Director Nacional elaborará un sistema objetivo de distribución de casos entre las respectivas instituciones.

	-- Contratación de abogados particulares.�tc "-- Contratación de abogados particulares." \f C \l 3�

El Director Nacional, previo acuerdo del Consejo, podrá contratar abogados particulares que integrarán una lista de defensores que se confeccionará para este objeto, en los siguientes casos:

	—cuando no se pueda proceder a la licitación en alguna localidad del territorio;

— cuando la licitación haya sido declarada desierta; 

	— cuando, habiéndose realizado una licitación, no se pudieran prestar los servicios de defensa por incompatibilidad o imposibilidad de cualquier tipo; o, 

	— cuando sea necesario cubrir una demanda esperada no cubierta por la licitación.

En el último caso el Director Nacional deberá estimar para cada lugar del país la demanda esperada no cubierta por la licitación. 

Le corresponderá al Director Nacional indicar el número de abogados que deban integrar la lista en la respectiva Región.

Para postular a la lista será necesario poseer el título de abogado, encontrarse habilitado para el ejercicio de la profesión, tener domicilio en la respectiva Región y cumplir con los demás requisitos que se indiquen en la convocatoria específica.

La lista se elaborará previo concurso público de antecedentes que deberá ser convocado por el Director Nacional por medio de una publicación en el Diario Oficial y otras dos en al menos un periódico de circulación nacional. La última publicación deberá realizarse con al menos 30 días antes del cierre del concurso.

El concurso será resuelto por el mismo jurado que resuelva las licitaciones a nivel regional.

La asignación de casos a los defensores de la lista en las hipótesis que se contemplan se realizará por medio de un mecanismo objetivo y transparente de asignación de causas.

El abogado de la lista que hubiere sido designado para un caso no podrá rehusar su participación como defensor, salvo por causa justificada que deberá ser resuelta en definitiva por el juez de control de la instrucción o el tribunal de juicio oral según corresponda.

La contravención a lo dispuesto precedentemente se sancionará con la exclusión del abogado de la lista de defensores y la prohibición permanente de tomar parte del sistema en cualquier otra modalidad.

Estos profesionales serán remunerados por las actuaciones que realicen y conforme a un arancel que elaborarán el Director Nacional, previo acuerdo del Consejo. 

Los abogados que postulen serán seleccionados mediante concurso público de antecedentes.

	-- Defensores ad hoc.�tc "-- Defensores ad hoc." \f C \l 3�

Por último, se prevé un sistema excepcional de defensores ad hoc, los que serán contratados directamente por el Consejo para casos excepcionales y calificados por su extrema complejidad, gravedad del delito imputado e impacto público. 

Con el objeto de mantener su carácter excepcional y evitar que se transforme en la regla general, las atenciones que por esta vía se presten estarán limitadas en número y en recursos asignados por cada año calendario.

Las instituciones y abogados individuales seleccionados se desempeñarán durante un período entre dos y tres años, después del cual se volverá a llamar a licitación. Durante este tiempo estarán sujetas a un sistema de control que medirá, de acuerdo a un sistema de estándares, el servicio prestado. En función de estas evaluaciones el Director Nacional autorizará y efectuará los pagos periódicos a los participantes del sistema de Defensa Pública.

-- Acreditación de personas jurídicas.�tc "-- Acreditación de personas jurídicas." \f C \l 3�

Sin perjuicio de lo anterior, podrán pedir su acreditación en el sistema sin solicitar fondos del mismo, personas jurídicas que cuenten con fondos propios para brindar defensa gratuita en materia penal. 

La acreditación será otorgada por el Consejo ante solicitud presentada al Director Nacional.

	-- Sistemas de evaluación, control y responsabilidad.�tc "-- Sistemas de evaluación, control y responsabilidad." \f C \l 3�

Conscientes de que una de los factores más relevantes del sistema que se propone dice relación con la existencia de un mecanismo eficaz de control de los organismos y personas encargadas de prestar los servicios de defensa, se encomienda al Director Nacional controlar el cumplimiento de los contratos respectivos por medio de sistemas de supervisión y evaluación establecidos en la ley. 

Para esto podrá contratar los servicios de auditores externos quienes podrán revisar ante los mismos tribunales de justicia las actuaciones de los defensores.

Estos auditores revisarán la tramitación de causas y sólo con su informe favorable podrán efectuarse los pagos que correspondan.

La evaluación se sujetará a los siguientes criterios: 

	— calidad de los servicios prestados, en la que se incluirán especialmente la calidad profesional de las actuaciones desarrolladas en el procedimiento, su prontitud y la atención que recibe el imputado;

 	— orden y eficiencia en la administración de los recursos licitados; y 

	— eficacia de los métodos de control internos de la institución licitante.

Los que presten servicios de defensa en materia penal por medio del sistema de licitaciones, serán evaluados sobre la base de muestras probabilísticas que representen el universo de casos de cada institución participante. 

Además, los delegados deberán recabar todos los antecedentes necesarios que les permitan verificar el adecuado cumplimiento de los contratos. 

Esta evaluación será trimestral y condicionará el pago de las cuotas acordadas en la licitación.

Durante la visita inspectiva, el delegado podrá revisar la tramitación de los casos que estime conveniente, los que al menos deben corresponder a una muestra probabilística que represente el universo de casos. 

Para esto deberá inspeccionar las instalaciones en que se desarrollen las tareas, verificar los procedimientos administrativos de la institución, entrevistar a los beneficiarios del servicio y a los jueces, asistir a las actuaciones de cualquier procedimiento en el que se esté prestando defensa, y, en general, recabar todos los antecedentes que le permitan formarse una impresión precisa acerca de las actividades objeto de evaluación.

Al término de cada visita, el delegado deberá emitir un informe, a cuya conformidad deberán sujetarse los pagos de las cuotas del valor total de la licitación según se hubiere acordado en el contrato respectivo.

Además de ello, habrá una evaluación final que deberá realizarse una vez concluido su contrato.

Las evaluaciones realizadas por el Director Nacional o sus delegados serán puestas a disposición del Consejo Nacional de Defensa Pública, informándose de ello a la persona o institución involucradas. Dentro del plazo de 30 días, el Consejo, de propia iniciativa o a solicitud del interesado, podrá revisar, por una sola vez, la evaluación y modificarla por resolución fundada.

Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior sin que se hubiere procedido a la revisión de la evaluación, ésta se considerará aprobada por el Consejo y no podrá ser impugnada posteriormente.

Por último, con el objeto de evitar malos desempeños de algunas instituciones o defensores y garantizar la continuidad del servicio de defensa, el sistema contempla tres mecanismos básicos de control:

— La coexistencia de un sistema mixto de instituciones y lista de abogados individuales que opere paralelamente. Esto permitirá que ante la falla de uno de los componentes del sistema, el otro pueda rápidamente asumir su carga.

— Llamar a nuevas licitaciones un año antes de que se acabe el contrato de los defensores, institucionales e individuales, que se encuentren otorgando el servicio. De esta forma, ante evaluaciones insatisfactorias se estaría en condiciones de suplir aquel servicio que se desea dar por terminado al fin de su contrato.

— Privilegiar, en aquellas regiones de tamaño mediano grande y grandes, la participación de varios licitadores institucionales pequeños, de forma tal de poder suplir en forma inmediata las falencias de alguno de ellos, traspasándole al resto su carga laboral.

--Término de los contratos.�tc "--Término de los contratos." \f C \l 3�

	El Director Nacional, previo acuerdo del Consejo, podrá poner término a los contratos celebrados con instituciones o personas cuando, por medio de sus funciones de evaluación o control y supervisión de las mismas, estimare que se han producido alguna de las siguientes situaciones irregulares en la prestación de los servicios o en la administración de los recursos: resultados insatisfactorios en la evaluación de los servicios prestados; imposibilidad de cumplimiento del contrato celebrado con el Consejo; y cambio de las características de la institución que la hicieron acreedora de los fondos.

La resolución por la cual se ponga término al contrato deberá ser siempre fundada y se pondrá a disposición de cualquier interesado.

-- Inhabilitación�tc "-- Inhabilitación" \f C \l 3� 

Junto con la terminación del contrato, dependiendo de la gravedad de la causal que lo motivare, el Director Nacional, previo acuerdo del Consejo, podrá inhabilitar a la institución o personas para participar en el sistema en forma indefinida.

La inhabilitación impedirá a la institución y a algunos o todos los profesionales que trabajaron en ella, participar en futuras asignaciones de recursos del sistema. Lo mismo ocurrirá con personas naturales que hubieren prestado servicios en cualquiera de las modalidades contempladas. �

VI. Discusión y aprobación en general del proyecto.�tc "VI. Discusión y aprobación en general del proyecto." \f C \l 1�

	Vuestra Comisión inició el estudio del proyecto con una información global sobre el mismo de parte del Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Claudio Troncoso Repetto y de los asesores de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal, quienes hicieron presente, como cuestión previa, que este proyecto es el último de los que integran la reforma del sistema de enjuiciamiento criminal.

		En un principio, según dijeron, el Gobierno había postulado la idea de establecer un sistema privado de defensa pública a través de fondos concursables, para lo cual había solicitado un informe especializado al Instituto Libertad y Desarrollo, comentado en el capítulo anterior de este informe. 

El proyecto en informe difiere de esa idea original, en el sentido de que establece un sistema mixto. 

Tiene un componente institucional importante, con la presencia de un Defensor Nacional, con defensores regionales y con defensores locales.

Existe, asimismo, un subsistema privado a través del sistema de licitaciones.

La reforma procesal penal, que calificaron de trascendental, busca como resultado principal conseguir que en los procesos se respeten los derechos y garantías esenciales de las personas, tanto de las víctimas como de los imputados.

En ese contexto, el respeto del derecho a la defensa es un requisito esencial de la noción misma del proceso, derecho que está expresamente consagrado en los tratados internacionales que Chile ha ratificado, como el Pacto de San José de Costa Rica.

El proyecto, en suma, procura dar cuerpo y regular la defensa penal pública, esto es, el derecho de todo imputado a contar con un asesor legal durante el proceso, cuando carezca de defensor de su confianza, tal como lo exige la normativa internacional de derechos humanos. 

La defensa se ejercerá por abogados, especialistas técnicos capaces de traducir al lenguaje jurídico los intereses de los imputados, los que estarán sujetos a diversos mecanismos de control a fin de garantizar la calidad de los servicios que presten.

Si bien la defensoría es, por lo general, gratuita, se ha establecido, como criterio excepcional, la posibilidad de cobrar a aquellas personas que efectivamente estén en condiciones de pagar, total o parcialmente, los servicios de un abogado.

Sin embargo, ello no es consubstancial a la existencia del sistema y el retorno de lo gastado en la defensa realizada no está considerado en el financiamiento del mismo. 

	En lo que respecta al resultado de la gestión de los defensores se evaluará a través de su labor en los propios procesos. 

--------

	Terminada la presentación del proyecto, los Diputados presentes formularon diversas consultas sobre: los controles externos del servicio; los controles y mecanismos para hacer efectiva la responsabilidad de los defensores; la responsabilidad de los defensores funcionarios y la de los defensores pertenecientes a instituciones privadas; el cobro de los servicios; el destino de los recursos que se recuperan por los servicios de defensa penal; la obligación de la Defensoría Penal Pública de asumir la defensa del imputado que carezca de abogado, en toda clase de delitos; la representación de imputados con intereses contrapuestos y sobre las eventuales soluciones para el caso de que por esta razón se afecten sus derechos; los conflictos de intereses entre defensor y cliente; el derecho a la comunicación privada entre el imputado y su defensor; los efectos de la actuación negligente de un defensor; defensores ad hoc; cambios de defensor, sus razones y limitaciones; la acreditación ante el Consejo de instituciones que prestan defensa penal pública con fondos propios; la proyección de causas; los asientos de las defensorias, la capacitación; la contratación de intérpretes, y el eventual monopolio del servicio de la defensoría en el país por una empresa de abogados particulares.

	Las consultas anteriores fueron respondidas por escrito, sin perjuicio de hacerse una exposición verbal de las mismas, � lo que originó un nuevo debate acerca del proyecto y sus alcances.

--------

En relación con los controles externos del servicio, se señaló que el Defensor Nacional está obligado a elaborar una memoria anual del Servicio por los servicios prestados tanto en el ámbito nacional como desagregado por región, debiendo remitirlo al Congreso Nacional, entre otros. En lo demás queda sometido a la obligación de informar que rige para los demás Servicios Públicos.

	Es importante tener presente que el Defensor Nacional está facultado para contratar los servicios externos de personas o instituciones para el diseño y ejecución de procesos de evaluación del sistema de defensa penal pública, esto es, evaluar el funcionamiento tanto de los servicios de defensa prestados directamente por el Servicio como por los abogados e instituciones licitantes. 

	Por otra parte, el proyecto contempla sistemas de evaluación de parte de los usuarios, mediante el derecho que se reconoce al imputado o acusado para solicitar el cambio de la institución o abogado licitante o con convenio vigente que le haya designado.

	Desde esta misma perspectiva, el proyecto contempla también normas para la tramitación de los reclamos de los usuarios de los servicios de defensa tanto del subsistema público como privado.

--------

Sobre los conflictos de intereses entre el abogado que asume la defensa y el cliente, es decir el imputado o acusado en el proceso, se hizo presente que el proyecto no contiene normas que los resuelvan.

	La experiencia comparada señala que las diferencias de opiniones que se produzcan entre el imputado o acusado y su defensor deben resolverse a favor del cliente, pues es el quien debe autodeterminar su situación y quien sufrirá los efectos de la decisión que se adopte, pudiendo por lo demás revocar, en cualquier momento, el nombramiento de su defensor. 

Cabe tener presente que recae sobre el defensor la obligación de informar a su cliente sobre los alcances y consecuencias de su opción.

--------

	Sobre el derecho del imputado privado de libertad a comunicarse privadamente con su defensor letrado, se recordó que constituye una exigencia de los tratados internacionales sobre derechos humanos, que debe obligatoriamente ser respetado en la nueva legislación procesal penal chilena.

	Concretamente, en el artículo 108 del proyecto de ley del Código Procesal Penal, se dispone que en el evento de que el imputado sea detenido o sometido a prisión preventiva, tiene derecho: "c) A conferenciar privadamente y en cualquier momento con su defensor por hasta el período total de una hora por cada veinticuatro que se prolongue la privación de libertad". 

Obviamente, en el caso de que el imputado no se halla privado de libertad, no existe limitación alguna para que puedan conversar privadamente defendido y defensor. 

Tampoco la puede existir en el juicio oral, salvo cuando el acusado estuviere declarando ( artículo 362 Código Procesal Penal).

--------

	Sobre la actuación negligente de los defensores, en el proyecto de ley se establecen una serie de mecanismos destinados a controlar la calidad de la defensa, para evitar que tales negligencias se produzcan.

	Si no obstante, se producen, habría que distinguir en cuanto a los efectos y las posibilidades de corrección,  según si se trata de la etapa de instrucción, de preparación del juicio oral o del  juicio oral.

	En la etapa de instrucción, lo que se contempla es que frente a la "renuncia del defensor o en cualquier otra situación de abandono de hecho de la defensa", el juez de garantías, deberá designar de oficio un defensor penal público que la asuma, lo que si acontece con un defensor penal público, significaría que debería traducirse en la designación de otro defensor, sin perjuicio de las responsabilidades que para él surjan. 

En este caso, no puede hablarse de nulidad de la instrucción, que es desformalizada y que no produce perjuicios procesales definitivos, sino que a lo más, podría decretarse la invalidez de las diligencias concretas a las cuales debía asistir según la ley el defensor y no lo hizo (artículo 193, nuevo Código Procesal Penal).

	Respecto a la etapa de preparación del juicio oral, se contempla la posibilidad de suplir la omisión del defensor de contestar la acusación en forma oportuna, en la propia audiencia, sin perjuicio de que su ausencia produce la nulidad de la misma y, además, el juez de garantías debe tener por producido el abandono de la defensa (artículo 337, inciso segundo, proyecto Código Procesal Penal). Por su parte, la falta de proposición de pruebas por parte del abogado defensor, no imputables al defendido, se entiende constitutiva de indefensión y puede otorgársele un plazo adicional no superior a 10 días para proponer pruebas para el juicio oral.

	Y, finalmente, en el juicio oral la presencia del defensor es requisito de validez; si no comparece el defensor de confianza, se procede a la designación de un defensor penal público, sin suspender la audiencia, aunque dándole el tiempo necesario para tomar conocimiento de los antecedentes.

--------

Sobre los defensores ad hoc, el anteproyecto del Instituto Libertad y Desarrollo, que fue uno de los varios que se elaboraron en la materia antes de consensuar el modelo que propone el presente, era un modelo de licitación en su totalidad, sin defensores funcionarios, de modo que para los casos en los cuales se estimaba que se trataba de un caso que excedía los supuestos normales de lo que se podía exigir a un defensor licitante, se contemplaba un ítem para que la designación de un defensor ad hoc, especial para un caso concreto, pensando en un abogado de gran prestigio.

	Se desechó en el actual sistema, porque desde luego podría prestarse para abusos en cuanto a los profesionales que se designaren y además porque podría originar una presión de todos los imputados de ser defendidos por esta clase de abogados especiales.

--------

Sobre la acreditación ante el consejo de instituciones que prestan defensa penal pública con fondos propios, uno de los primeros anteproyectos elaborados sobre la materia, incorporaba la posibilidad, con el fin de que las personas jurídicas que otorgaran defensa penal gratuita pudieran recibir a estudiantes que realizaran la práctica profesional contemplada en el artículo 523, N° 5, del Código Orgánico de Tribunales.

	De esta manera, estas instituciones, que con fondos propios prestaban el servicio de defensa, debían solicitar al Consejo Nacional la acreditación en el sistema, pues sólo de esta manera podía controlar la realización de dicha práctica.

Posteriormente y luego de varias consultas la propuesta de diversificar los lugares de práctica profesional para egresados de derecho fue eliminada, por los siguientes motivos, entre otros: significaba restar éstos a las Corporaciones de Asistencia Judicial, recurso humano que es escaso para ella; la posibilidad de mantenerlo hacía de difícil control la distribución de los postulantes a las distintas instituciones que los solicitaran, pudiendo ocasionarse, por lo demás, situaciones de privilegio para algunas instituciones o postulantes.

--------

Sobre la contratación de intérpretes, en términos estrictos no existe el ítem para su contratación, dado que son casos aislados. Sin embargo, dentro del 18% por concepto de gastos de operación se pueden separar ciertos montos para gastos específicos como los planteados, lo cual quedará a criterio del Defensor Nacional. 

--------

Sobre las Corporaciones de Asistencia Judicial y las futuras Corporaciones Regionales de Asistencia Jurídica y su inserción en la defensa penal pública, se expresó que habían desarrollado una labor importante y que tenían una experiencia que no debiera desaprovecharse, sin olvidar, por cierto, su relevancia en la formación práctica de los abogados.

Sin embargo, existe la impresión que en el último tiempo han venido decayendo en su accionar. No debe olvidarse, asimismo, que el nuevo proceso penal exige que sea un abogado quien defienda al imputado, por lo que esa defensa no puede recaer en las Corporaciones de Asistencia Judicial, cuya base son egresados de derecho. Estos últimos pueden tener un espacio como ayudantes de los abogados defensores.

	Los representantes del Gobierno explicaron que las Corporaciones podrán participar en el subsistema privado, siendo muy posible que, por su experiencia e infraestructura, puedan ganar las respectivas licitaciones.

--------

Sobre la gratuidad o el eventual cobro por la defensa, hubo posiciones encontradas. 

	El principio general es que la defensa, que es a todo evento y en todo tipo de delito, para no colocar a las personas de escasos recursos en condiciones de exclusión, es gratuita.

Si el imputado se defiende por sí solo, paga su abogado y tendrá derecho a resarcimiento en la medida en que consiga costas. No hay intervención alguna del sistema en su defensa. 

	El sistema opera cuando el imputado o acusado no tiene abogado y requiere de un defensor. 

En este último caso, si se obtiene una condena en costas, éstas pertenecen al Estado, no al Servicio, dado que se ha conseguido del Ministerio de Hacienda que no ligue el financiamiento de la institución con el tema de las costas.

	Si esta misma persona puede pagar y es defendida por el Servicio,  debe asumir el costo de su defensa, incluidos los honorarios de abogado. 

Lo mismo cabría decir de la persona que movió el sistema estatal, la fiscalía, a través de una denuncia que resultó infundada, debiendo distinguirse al efecto si actuó o no en forma maliciosa. 

Otro tema en discusión fue el papel que deben asumir en el proceso el fiscal y el defensor. Mientras el primero representará el interés público, la Defensoría, que también depende del Fisco chileno, habrá de defender a quien atente contra ese interés público. 

Se indicó, por vía ejemplar, que si la Ministra de Justicia se querella contra alguien, la Defensoría tendrá que defender a esa persona, en circunstancias que la institución depende del Ministerio de Justicia. En esta situación, bastante curiosa, debería considerarse el nombramiento de defensores ad hoc, sin perjuicio de establecer reglas que aseguren la debida autonomía de la Defensoría, cuya cabeza visible, el Defensor Nacional, es funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, removible de su cargo en cualquier momento sin expresión de causa.

	Para obviar tal situación, se sugirió cambiar la naturaleza jurídica de tal cargo, fijar un plazo para su ejercicio y contemplar la participación del Senado en su remoción. �

--------

	Ha de hacerse constar que el proyecto es propio de ley, al tenor de lo preceptuado en el artículo 19, Nº 3º, de la Constitución, en la medida que tiende a asegurar el derecho a la defensa jurídica, arbitra los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos y modifica la normativa vigente sobre la materia. 

	Es también propio de ley en cuanto establece la organización y atribuciones del servicio público encargado de la administración del sistema de defensoría penal pública; fija sus funciones y atribuciones, su estructura orgánica, las atribuciones y deberes de sus autoridades, los requisitos y calidades que debe tener y cumplir su personal, especialmente los defensores, la planta del servicio y el régimen estatutario y de remuneraciones del personal, y las reglas sobre promociones y ascensos. Así se desprende del análisis armónico de los artículos 38, inciso segundo;  61, inciso cuarto, números 2º y 4º de la Carta Fundamental, en relación con el artículo 60, Nº 14, de la misma.

	Además, el proyecto incide en materias que caen dentro del ámbito legal, en la medida en que estatuye las bases esenciales del ordenamiento jurídico relacionado con la defensoría penal pública y de selección de las instituciones o abogados particulares que la prestarán; fija la forma de su designación, y establece mecanismos de control, reclamos y sanciones. Así es con arreglo al artículo 60, Nº 20, de la Carta Suprema. 

	En mérito de lo indicado, puede señalarse que el proyecto resulta idóneo, desde el punto de vista constitucional, en la medida que los objetivos que persigue sólo pueden ser alcanzados en virtud de un proyecto de ley, con el agregado de que las materias que en él se abordan, son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

	De aprobarse, afectará directamente a la normativa vigente sobre defensa jurídica en materia criminal, que se presta en la actualidad mediante los abogados de turno y las Corporaciones de  Asistencia Judicial, como se ha tenido ocasión de expresar.

	Cabe destacar, de un  modo especial, que la entrada en vigencia del nuevo sistema procesal penal está condicionada a la aprobación de esta iniciativa de ley, en los términos que se indican en la ley Nº 19.640, de 15 de octubre de 1999, que establece la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.

	Su artículo 4º transitorio, que fija la gradualidad para la entrada en vigencia de las normas que autorizan al Ministerio Público para ejercer la acción penal pública, dirigir la investigación y proteger a las víctimas y a los testigos, dispone que en el caso de las Regiones Metropolitana y de las que deban seguirla (I, V, VIII, X, XI y XII), la vigencia de tales facultades está condicionada a la vigencia de un sistema nacional de defensa pública.

	No sucede así, en cambio, en el caso de las regiones IV y IX, II, III y VII.

	La entrada en vigencia de tales facultades es la siguiente:

	IV y IX	14 meses

	II, III y VII	24 meses

	Metropolitana	36 meses

	I, V, VIII, X, XI y XII	48 meses

	Estos plazos se cuentan desde la publicación de dicha ley en el Diario Oficial.

--------

	Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, se le prestó aprobación por la unanimidad de los Diputados presentes, Sergio Elgueta Barrientos, Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Alberto Espina Otero, Pía Guzmán Mena, Enrique Krauss Rusque, Zarko Luksic Sandoval, Aníbal Pérez Lobos, Laura Soto González e Ignacio Walker Prieto. �

VII. Discusión y aprobación en particular del proyecto.�tc "VII. Discusión y aprobación en particular del proyecto." \f C \l 1�

	Una vez aprobada la idea de legislar, la Comisión acordó hacer una revisión preliminar del proyecto inserto en el mensaje.

	Terminada esa labor, llegó a la conclusión de que no era conveniente consagrar la Defensoría como un “sistema”, lo que obligó a dar una nueva estructuración al proyecto, tomando en consideración el contenido que debe tener la ley que crea un servicio público, como lo es la Defensoría.

	El texto que figura al final, que corresponde al aprobado por la Comisión y que es el que se informa y se somete a la consideración de la Corporación, consta de 81 artículos permanentes y seis transitorios, agrupados en siete títulos, que tratan, respectivamente, de las siguientes materias:

	— Título I: Naturaleza, objeto, funciones y sede (arts. 1º al 3º).

	— Título II: Organización y atribuciones de la Defensoría Penal Pública (arts. 4º al 28).

	Esta dividido en cinco párrafos, que tratan de los órganos de la Defensoría, del Defensor Nacional, del Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública, de las Defensorías Regionales y de las Defensorías Locales.

	— Título III: Del personal (artículos 29 al 35).

	— Título IV: Patrimonio (art. 36).

	— Título V: Prestadores y beneficiarios de la defensa penal pública (arts. 37 al 59).

	Esta dividido en cuatro párrafos, que tratan de los prestadores, de los beneficiarios, de la licitación y de la designación de los defensores.

	— Título VI: Control, reclamos y sanciones (arts. 60 al 78).

	Esta dividido en cinco párrafos, que tratan de las normas generales, inspecciones y auditorías externas, informes, reclamos y responsabilidades de los prestadores de la defensa penal pública.

	— Título VII: Disposiciones finales (arts. 79 al 81).

	Modifican el Código Orgánico de Tribunales con el fin de suprimir a los abogados de turno en materia criminal, y la ley orgánica constitucionales de Bases Generales de la Administración del Estado, para incorporar a la Defensoría Penal Pública y, a la vez, para excluirla de la aplicación de las normas del título II de la referida ley.

	Las disposiciones transitorias, que se han reducido a seis, tratan de la designación del Defensor Nacional; de la dictación del reglamento; de la primera provisión de los cargos de la planta, de la convocatoria del Consejo Nacional, llamados a licitaciones y postulaciones; cumplimiento de los programas de mejoramiento de la gestión, e imputación del mayor gasto fiscal que irrogará esta iniciativa.

--------

	A continuación se analizan las disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión, siguiendo el orden de su articulado, con indicación del título o párrafo bajo el cual se agrupan.

Defensoría Penal Pública

Título I

Naturaleza, objeto, funciones y sede

Artículo 1º

	Crea el Servicio de Defensoría Penal Pública, en adelante, “la Defensoría” o “el Servicio”, como un servicio público autónomo, descentralizado funcionalmente y desconcentrado territorialmente, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia. �

Artículo 2º

	Señala, como objetivo de la Defensoría, proporcionar defensa penal pública a los imputados o acusados por un crimen, simple delito o falta, que sea de la competencia de un juzgado de garantías o de un tribunal oral en lo penal.

Artículo 3º

	Fija el domicilio y sede de la Defensoría en Santiago.

Título II

Organización y atribuciones de la Defensoría Penal Pública

Párrafo 1º

De los órganos de la Defensoría Penal Pública.

Artículo 4º

	La Defensoría está organizada en una Defensoría Nacional y en Defensorías Regionales.

	Estas últimas organizan su trabajo a través de las Defensorías Locales, de abogados y personas jurídicas públicas o privadas con quienes convengan la prestación del servicio de la defensa penal.

	Habrá, además, un Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública y Jurados Regionales, con las funciones que esta ley les asigna. . �

--------

	En todos estos artículos se recogen las proposiciones formuladas por los representantes del Gobierno, en cuanto a la naturaleza jurídica de este organismo, su estructura y organización, transcritas al inicio de este párrafo.

	La idea que la Comisión acogió es que, dada su autonomía funcional, no cabría estructurar a la Defensoría dentro del diseño tradicional de la Administración del Estado, porque este servicio público no es de aquellos que habitualmente tienen que obedecer las órdenes del Gobierno respectivo, sino que requiere gozar de autonomía respecto del mismo.

	Por lo mismo, adoptó el acuerdo de incluir la Defensoría expresamente en la LOC de Bases, para que se le apliquen los títulos I y III de la misma, excluyéndola, en cambio, de las normas comunes a todo servicio público previstas en el título II de esa ley. 

	El acuerdo anterior se recoge en el artículo 81 del proyecto.

Párrafo 2º

Defensor Nacional

Artículo 5º

	Es el jefe superior del Servicio y responsable de su funcionamiento, ejerciendo sus atribuciones personalmente o a través de los distintos órganos de la Defensoría, en conformidad a esta ley.

Artículo 6º

	Señala los requisitos que se requieren para ser nombrado Defensor Nacional.

	Debe ser ciudadano con derecho a sufragio; de profesión abogado; tener el título por a lo menos diez años; haber cumplido cuarenta años de edad, y no encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades para ingresar a la administración pública.

Artículo 7º

	Se refiere al nombramiento del Defensor Nacional.

	En el proyecto original era un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, quien lo nombraba.

	Lo anterior, por cuanto la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado establece expresamente en su artículo 42 que los jefes superiores de servicio, con excepción de los rectores de las Instituciones de Educación Superior de carácter estatal, son de la exclusiva confianza del Presidente de la República.

	La Comisión no estuvo de acuerdo con que el Defensor Nacional tuviera esa calidad jurídica, pues lo hacía dependiente de la autoridad política de turno y lo sujetaba a sus órdenes, en circunstancias que lo aconsejable es que no esté sujeto a influencias políticas y goce de autonomía e independencia en su gestión, que es eminentemente técnica.

	Después de revisar la situación del Fiscal Nacional, se acordó establecer una normativa similar para el Defensor Nacional.

	En la norma aprobada, el Defensor Nacional es nombrado por el Presidente de la República, dura diez años en el cargo y no puede ser designado para el período siguiente; cesa en sus funciones con arreglo a las causales previstas en el Estatuto Administrativo y, en todo caso, al cumplir 75 años de edad. Su remoción requiere del acuerdo del Senado.

	En esta parte, lo que hace el proyecto es regular, de un modo diverso a la LOC de Bases, el nombramiento del jefe superior de este Servicio, que a no mediar esta disposición, tendría la calidad de funcionario de exclusiva confianza.



Artículo 8º

	Indica las atribuciones del Defensor Nacional.

	La Comisión acordó revisar la proposición del Ejecutivo teniendo a la vista la normativa relativa a los servicios públicos, contenida en la LOC de Bases, y la LOC del Ministerio Público, encargando a la Secretaría que hiciera una nueva proposición, que fue la que en definitiva se sometió a debate.

	En definitiva, se acordó dotar al Defensor Nacional de atribuciones para: dirigir, organizar y administrar la Defensoría, controlarla y velar por el cumplimiento de sus objetivos; fijar los criterios de actuación de la Defensoría para el cumplimiento de los objetivos establecidos en esta ley; fijar, oyendo previamente al Consejo Nacional, los criterios que se aplicarán en materia de recursos humanos, de remuneraciones, de inversiones, de gastos de los fondos respectivos, de planificación del desarrollo y de administración y finanzas; fijar los niveles procesales básicos que deben cumplir quienes presten servicios de defensa penal pública; aprobar los programas destinados a la capacitación y  perfeccionamiento del personal; nombrar y remover a los defensores regionales, en conformidad a esta ley; controlar el funcionamiento administrativo de las Defensorías Regionales; convocar a reuniones conjuntas a los defensores regionales para tratar materias de interés institucional; elaborar anualmente el presupuesto de la Defensoría y administrar, en conformidad a la ley, los recursos que le sean asignados; determinar el monto de los fondos por licitar a nivel nacional y regional; representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría; contratar personas naturales o jurídicas en calidad de consultores externos para el diseño y ejecución de procesos de evaluación de la Defensoría, con cargo a los recursos del Servicio; llevar las estadísticas del Servicio, las que serán siempre públicas; elaborar una memoria que dé cuenta de la gestión anual del servicio, sin perjuicio de las demás atribuciones que esta u otra ley le confieran.

	La Comisión estimó pertinente establecer, en forma expresa, que el Defensor Nacional no puede dar instrucciones u ordenar realizar u omitir la realización de actuaciones en casos determinados. 

	Con esto se busca evitar que se impartan instrucciones particulares y garantizar que cada defensor haga valer lo que le conviene a su cliente, aunque ello no sea lo mejor desde el punto de vista estatal. 

	Particular importancia se dio durante la discusión a la distribución de los fondos por licitar a nivel regional y a la contratación de consultores externos para los efectos de la evaluación de la Defensoría, que permitirá controlar la administración financiera de los recursos y el cumplimiento de los niveles procesales básicos que deban cumplir los que presten servicios de defensa penal pública.

	Igual preocupación mereció el tema de la capacitación, materia esta última en la cual se tuvo a la vista lo propuesto en la LOC del Ministerio Público y en la LOC de Bases.

	Los representantes del Gobierno explicaron que se contemplan 73 millones de pesos para capacitación el primer año de funcionamiento, para posteriormente estabilizarse en cerca de 54 millones de pesos por año. A esto debe agregarse todo aquello que se pueda obtener por convenios o ayudas de gobiernos e instituciones internacionales, lo cual incrementará el presupuesto antes mencionado.

	En términos de quienes serán beneficiarios de la capacitación, debe señalarse que serán todos los defensores del sistema (públicos y privados), así como el personal que gestione el sistema. 

En los inicios del nuevo sistema se piensa que la capacitación a los privados podría ser gratuita de tal manera de entregar conocimientos y destrezas en forma homogénea a los profesionales de la defensa.

	Sobre el tema de la fijación de una política de defensa penal, los representantes del Gobierno hicieron presente que uno de los riesgos de la defensoría penal pública es que en la ley se ponga que ella debe fijarse porque ello podría llevar a la indefensión de los imputados, al ponerse el énfasis en la defensa de determinados delitos. 

	En materia de defensa penal, no puede haber políticas, pero sí en materia de gestión.

	Lo que interesa es que el aparato público fiscalice y audite el desempeño del defensor local o del defensor privado, de manera que el servicio prestado sea de calidad. 

	Por lo demás, al establecerse las bases de la licitación, se están fijando los criterios que le interesan a la Defensoría Nacional en un momento determinado.

	Pareció lógico para algunos que, al margen de prestar una asesoría profesional, estos abogados tengan criterios y pautas orientadoras hacia donde apunta este sistema.

	Se observó al respecto que si se tiene un organismo público con criterios que cumplir, al final se transforma en un organismo más de persecución penal que utilizan las autoridades estatales para ejercer un tipo de política represiva delictual. 

	Es imposible configurar un organismo público que vaya a impartir políticas de defensa.

	Todo ello, sin perjuicio de considerar que la fijación de políticas en materia de defensa sería  inconstitucional, pues podría impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado, lo que contraviene expresamente el artículo 19, Nº 3º, de la Carta Fundamental.

	En el momento en que el organismo del Estado encargado de la defensa fija un criterio para la defensa, le está imponiendo una limitación al abogado y está generando algún tipo de discriminación.

	En ese caso, el defendido no ve al abogado del organismo como su abogado y no es capaz de distinguir entre el fiscal y el abogado defensor. La confianza entre el abogado y el defendido nace del hecho de que el defensor es capaz de oponerse incluso al aparato estatal. La persona imputada lo único que necesita es un buen abogado.

	En definitiva, prosperó la idea de no fijar políticas de defensa, sin perjuicio de establecer, como atribución del Defensor Nacional, la de fijar los criterios de actuación de la Defensoría para el cumplimiento de los objetivos establecidos en esta ley.

Artículo 9º

	Señala las unidades administrativas con que contará la Defensoría a nivel nacional: recursos humanos, informática, administración y finanzas, estudios y evaluación, control y reclamos.

	En general, la norma aprobada se limita a mencionarlas, salvo respecto de la última, en que también se señalan sus atribuciones: implementar los mecanismos necesarios para el adecuado control jurídico, contable y administrativo de la Defensoría; velar por el correcto uso de sus recursos, realizando el control de la ejecución presupuestaria; fijar los indicadores de gestión del servicio; estudiar, diseñar y ejecutar los programas de fiscalización y evaluación permanente respecto a los organismos y personas que presten servicios de defensa penal pública, y tramitar, cuando corresponda, los reclamos interpuestos en contra de un Defensor Regional.

	Un Director Ejecutivo Nacional organizará y supervisará las unidades Administrativas del Servicio sobre la base de las instrucciones generales que dicte el Defensor Nacional.

Artículo 10

	Es una disposición nueva, agregada por la Comisión, que contempla una cuenta pública anual de las actividades de la Defensoría, a cargo del Defensor Nacional, similar a la que debe rendir el Fiscal Nacional, de acuerdo con el artículo 21 de la ley Nº 19.640.

	En consecuencia, el Defensor Nacional deberá elaborar una memoria anual del Servicio y rendir una cuenta pública de las actividades del Servicio.

Artículo 11

	Fija las reglas de subrogación del Defensor Nacional, reproduciendo, en la especie, la norma que se aprobara en la LOC del Ministerio Público.

	El Defensor Nacional es subrogado por el Defensor Regional que designe, o establecer un orden de subrogación. En su defecto y a falta de designación, es subrogado por el más antiguo.

	La subrogación opera por el solo ministerio de la ley cuando el Defensor Nacional está impedido de ejercer su cargo.

Párrafo 3º

Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública

Artículo 12

	Crea el Consejo y fija sus atribuciones.

	En el Mensaje se definía al Consejo como un cuerpo técnico colegiado encargado de convocar y de establecer las bases de licitación y, eventualmente, de disponer el término, de conformidad al contrato o a la ley, de los convenios con los abogados o instituciones que prestarán la defensa penal pública de los imputados o acusados.

	Se explicó que la idea era que este Consejo estuviera por sobre el organismo público que, de alguna manera, será al mismo tiempo fiscalizador y que puede verse tentado a descalificar a los prestadores particulares de la defensa y a aumentar su participación.

	En la Comisión hubo unanimidad de pareceres para considerar que el ámbito de acción del Consejo era demasiado restringido.

	Por lo mismo, hubo acuerdo en que, al margen de sus atribuciones propias, debía reconocerse al Consejo su carácter de órgano asesor del Defensor Nacional en todas las materias relacionadas con el cabal cumplimiento de los objetivos, funciones y atribuciones de la Defensoría.



	No obstante lo expresado, se dejó expresamente establecido que el Consejo no podrá intervenir ni sugerir de manera directa o indirecta los criterios específicos con que se realicen las defensas que practiquen las distintas instancias del sistema.

Al margen de esta función asesora, le corresponde al Consejo convocar a las licitaciones a nivel regional de conformidad a esta ley y su reglamento; fijar las bases de las licitaciones a nivel regional; resolver las apelaciones en contra de la decisiones del Jurado Regional acerca de los reclamos presentados por los participantes en los procesos de licitación; disponer el término de los contratos celebrados con la instituciones seleccionadas en los casos contemplados en el contrato respectivo y en esta ley, proponer al Defensor Nacional el monto de los fondos por licitar, a nivel nacional y regional, y cumplir las demás funciones señaladas en esta ley.

Artículo 13

	Señala la composición del Consejo, el que estará integrado por el Ministro de Justicia o su representante, quien lo presidirá; el Ministro de Hacienda o su representante; dos representantes de las asociaciones gremiales de abogados existentes en el país, uno de la Región Metropolitana de Santiago y uno de regiones, elegidos por sus Presidentes, de entre ellos, y dos académicos con más de cinco años de docencia universitaria en el área del  Derecho Procesal Penal o Penal, designados por el Presidente de la República.

	El Consejo tendrá un Secretario General, designado por la mayoría de sus miembros en ejercicio. Este funcionario será ministro de fe respecto de las actuaciones del Consejo.

	En la proposición inserta en el Mensaje, integraban el Consejo los Ministros de Justicia, de Hacienda y de Economía, o sus representantes, más dos miembros en ejercicio del Escalafón Primario del Poder Judicial, de la primera y de la segunda categoría, estos es, ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente.

	La Corte Suprema no fue partidaria de que funcionarios judiciales integraran este Consejo, fundamentalmente porque sus funciones no son jurisdiccionales y los distraerían de sus actividades propias.

	Eso llevó a la Comisión a estudiar un cambio en la composición del Consejo, suprimiendo a los miembros provenientes del Poder Judicial y del Ministerio de Economía, e incorporando a él a representantes de los Colegios de Abogados y del mundo académico.

Artículo 14

	Los miembros del Consejo son designados por cuatro años, pueden ser  reelegidos por una vez y se renuevan por parcialidades.

	Con el fin de asegurar su independencia, se dispone que el cargo es incompatible con el de consejero de las Corporaciones de Asistencia Judicial o de integrante o partícipe en cualquier institución que esté postulando o que preste defensa penal pública.

	Se establece el mecanismo para llenar las vacantes que se produzcan, en caso de muerte, renuncia, ausencia injustificada, inhabilidad o incapacidad.

Artículo 15

	Señala las atribuciones que tendrá el Presidente del Consejo, como ser, presidir las sesiones y dirimir los empates que se produjeren.

	En caso de ausencia, es reemplazado por el miembro del Consejo que le siga en el orden de precedencia.

Artículo 16

	Se dispone que el Consejo sesionará en forma ordinaria dos veces al año, como mínimo, sin perjuicio de las sesiones extraordinarias que acuerde. 

	El quórum para su funcionamiento será de cuatro de sus miembros y las votaciones serán resueltas con el voto de la mayoría de los presentes.

Párrafo 4º

Defensorías Regionales.

Artículo 17

	Son las encargadas de la administración de los medios y recursos necesarios para la prestación de la defensa penal pública en la Región o en la extensión geográfica que corresponda, si en la Región hubiere más de una.

Artículo 18

	Habrá una Defensoría Regional por Región, salvo en la Metropolitana de Santiago, en que existirán dos.

	Tendrán su sede en la capital regional respectiva, salvo en la Metropolitana de Santiago, en que la sede y la distribución regional serán fijadas por el Defensor Nacional. 

Artículo 19

	Las Defensorías Regionales estarán a cargo de un Defensor Regional.

	En el proyecto original tenían la calidad de funcionarios de la exclusiva confianza del Defensor Nacional, criterio que no fue compartido por la Comisión, que prefirió que fueran funcionarios de carrera, nombrados y removidos por el Defensor Nacional, en conformidad con esta ley.

	Lo anterior llevó a clarificar la forma de su designación, acordándose que lo fueran previo concurso público de oposición y antecedentes, lo que implica que los postulantes habrán de rendir las pruebas o exámenes que se fijen en las bases respectivas.

	Duran cinco años en el cargo y pueden ser reelegidos sucesivamente, siempre a través de concurso público, cada vez que postulen a un nuevo período.

	Cesan en el cargo por las causales establecidas en el Estatuto Administrativo.

	Les está prohibido el ejercicio de la profesión de abogado, salvo en causa propia o de su cónyuge.

Artículo 20

	Los requisitos para el nombramiento de los Defensores Regionales son, básicamente, los mismos que se exigen para el Defensor Nacional, reduciéndose el tiempo de tenencia del título de abogado a 5 años, y la edad, a treinta años.

Artículo 21

	Señala las atribuciones del Defensor Regional.

	Su principal  atribución es designar, de acuerdo con un sistema objetivo y uniforme, al defensor, que será un letrado o institución licitante con convenio vigente, a quien le corresponderá asumir la defensa en un caso determinado a través de un letrado.

	Le corresponde, además, dictar, conforme a las instrucciones generales del Defensor Nacional, las normas e instrucciones necesarias para la organización y funcionamiento de la Defensoría Regional y para el adecuado desempeño de los defensores locales en los casos en que debieren intervenir; conocer, tramitar y resolver, en su caso, los reclamos que se presenten por los usuarios de la defensa penal pública; supervisar y controlar el funcionamiento administrativo de la Defensoría Regional y de las Defensorías Locales que de ella dependan; velar por el eficaz desempeño del personal a su cargo y por la adecuada administración del presupuesto; comunicar al Defensor Nacional las necesidades presupuestarias de la Defensoría Regional y de las Defensorías Locales que de ella dependan; proponer al Defensor Nacional la ubicación de las Defensorías Locales y la distribución en cada una de ellas de los defensores locales y demás funcionarios; disponer las medidas que faciliten y aseguren el acceso expedito a la Defensoría Regional y a las Defensorías Locales, así como la debida atención de los imputados y de los acusados; autorizar la realización de los peritajes solicitados por los profesionales que se desempeñen en la defensa penal pública, y aprobar los gastos para ello, previo informe del administrador regional; recepcionar las postulaciones de los interesados en los procesos de licitación, poniendo los antecedentes a disposición del  Consejo Nacional; entregar al Defensor Nacional, una vez al año, un informe de las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento de la Defensoría Regional y sus propuestas para subsanarlas o mejorar su gestión, y ejercer las demás funciones que le encomiende la ley y las que les delegue el Defensor Nacional.

Artículo 22

	Fija la estructura administrativa de las Defensorías Regionales, que contarán con unidades de recursos humanos, informática, administración y fianzas y control y reclamos, todas las cuales son organizadas y supervisadas por un Director Ejecutivo Regional.

	Llamó la atención de los miembros de la Comisión de que se hablará de unidad de control y reclamos, en circunstancias que a nivel nacional existe una unidad de evaluación, control y reclamos. 

	Los representantes del Gobierno explicaron que la función de evaluación es realizada por el Defensor Nacional, para lo cual existirá un cuerpo de inspectores o de evaluadores que serán contratados para hacer esa labor; funcionan a nivel nacional controlando incluso al Director Regional y a los abogados visitantes.

	La existencia de unidades de reclamos en cada una de las Defensorías Regionales es uno de los mecanismos de control de la calidad del servicio que se presta.

	Habrá, además, una Secretaría Ejecutiva, que coordinará y administrará los contratos con las instituciones y abogados que hayan licitado fondos o que tengan convenio vigente para prestar defensa penal pública.

Artículo 23

	Se refiere este artículo a la cuenta anual que debe rendir el Defensor Regional, en audiencia pública, en el mes de enero, en la cual habrá de referirse a los resultados obtenidos en las actividades desarrolladas en el período, incluyendo las estadísticas que las reflejaren, el uso de los recursos y las dificultades que se hubieren presentado.

	El Defensor Regional es subrogado por el funcionario que, en cada caso, designe el Defensor Nacional.

Artículo 24

	Establece las reglas de subrogación del Defensor Regional por el defensor local que determine directamente o mediante un orden de subrogación. Si nada dijere, lo subroga el defensor local más antiguo.

	La subrogación opera por el solo ministerio de la ley, en caso de ausencia o impedimento.

Párrafo 5º

Defensorías Locales

Artículo 25

	Las Defensorías Locales son las unidades operativas en las que se desempeñarán los defensores locales de la Región. 

	Además de los defensores locales, contarán con los profesionales, personal de apoyo y con los medios materiales que determine el Defensor Nacional, a propuesta del Defensor Regional respectivo.

	Cada Defensoría Local estará a cargo de un defensor local que, con la denominación de defensor jefe, será designado por el Defensor  Nacional, a propuesta del respectivo Defensor Regional.

Artículo 26

	Fija la ubicación de las Defensorías Locales.

	En el Mensaje y en el proyecto, se expresa que sólo existirán Defensorías Locales en aquellas ciudades cuya población exceda de 50 mil habitantes, debiendo establecerse, en todo caso, en las ciudades capitales de regiones.

	Se agrega, además, que en el proyecto se establece una garantía mínima para la existencia de los defensores públicos, que consiste en que éstos deben organizarse de modo tal que se preste defensa en todos los lugares donde existen juzgados de garantías, lo que lleva incluso al traslado de los defensores en las ciudades donde no existen Defensorías Locales establecidas.

	Respecto de la normativa propuesta, los representantes del Gobierno hicieron saber que al momento de decidir respecto a cuáles serían los lugares que contarían con oficinas de defensores locales se tuvieron en cuenta al menos los siguientes criterios orientadores:

	1. Evidencia comparada.

	2. Restricción presupuestaria.

	3. Proyección de causas por comunas.

	Durante la negociación con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, se tuvo como una de las principales variables a considerar el hecho de que no existían los recursos suficientes como para instalar una Defensoría Local en cada uno de los lugares donde existiría una fiscalía local (151). 

Es decir, no existían recursos suficientes tanto para la contratación de defensores como personal de apoyo, así como para la instalación física de estos recursos humanos. Luego, se hacía necesario priorizar la localización de las oficinas de los defensores locales, lo que no significa, en ningún caso, permitir que existan tribunales a los que no deba acudir un defensor.

	Considerando la evidencia comparada, se observó que en Estados Unidos la tendencia muestra que el instalar oficinas en ciudades con más de 50.000 habitantes produce ciertas "economías de escala". Es decir, se producen ciertas economías en los gastos de operación de oficinas si se tiene al menos un número determinado de personas, por ejemplo 4 personas. Luego, para el resto de las comunidades con menos población resulta más eficiente tener "defensores itinerantes", que se desplacen a los lugares donde existan fiscalías o juzgados de garantías o tribunales orales en lo penal.

	Al observar la realidad comunal de nuestro país, se optó por tener oficinas locales en las comunas con más de 50.000 habitantes, que además coinciden con sedes de las fiscalías y juzgados de garantías, permitiendo el desplazamiento de los defensores tanto públicos como privados a aquellos lugares que lo requieran. No debe olvidarse que el universo de defensores está calculado sobre la base del total de causas que conocerá el sistema y, por lo tanto, lo que se requiere es que ellos se desplacen si es que el beneficiario que los necesita se encuentra en otro lugar.

	Para el caso de los abogados privados, en las bases de licitación y en los respectivos contratos de prestación de servicios se deberán señalar claramente las áreas geográficas que deberá cubrir el abogado defensor en cuestión.

	Por último, el sistema considera en términos presupuestarios cerca de seiscientos millones de pesos por concepto de viáticos.

	La Comisión no compartió las ideas anteriores y prefirió dejar entregada la distribución geográfica y la organización de las Defensorías Locales al Defensor Nacional, a propuesta del respectivo Defensor Regional, y fijarle, al efecto, ciertos criterios que habrá de respetar: carga de trabajo, extensión territorial, facilidad de las comunicaciones y eficiencia en el uso de los recursos.

Artículo 27

	Establece que los defensores locales pueden ejercer funciones directivas o de jefaturas en las Defensorías Locales en que se desempeñen.

	Ha de tenerse presente que los defensores locales son funcionarios a contrata y acceden al cargo por concurso público.

	Pese a lo anterior, se dispone que pueden ejercer funciones directivas o de jefaturas en las Defensorías Locales en que se desempeñen.

	De acuerdo con una reiterada jurisprudencia administrativa, los funcionarios a contrata no pueden desempeñar cargos directivos o de jefatura, o funciones de carácter resolutivo, ni pueden subrogar, ya que no integran la dotación estable de un Servicio.

	Esta clase de tareas deben cumplirlas quienes pertenecen a la organización estable del Servicio, pues implican el desarrollo de funciones de carácter resolutivo, decisorio o ejecutivo, que sólo pueden ser ejercidos por quienes ocupan cargos de planta. 

	Los funcionarios a contrata, en cambio, desempeñan un empleo transitorio, por lo que no pertenecen a la organización estable del Servicio. 

	Dichos empleos duran hasta el 31 de diciembre de cada año, de modo que quienes los sirven expiran el 31 de diciembre en sus funciones por el solo ministerio de la ley, salvo que hubiere sido propuesta la prórroga con 30 días de anticipación.

	Lo expresado es válido, a menos que una ley expresa — como lo hace el proyecto — señale lo contrario, como ocurre con la ley Nº 18.591, que en su artículo 91 faculta a los Directores de Salud para asignar y delegar funciones directivas en los profesionales funcionarios contratados en los establecimientos hospitalarios de menor complejidad técnica y en los consultorios de esos Servicios de Salud (dictamen 14.208/92). 

	A su vez, la ley Nº 19.269, de 1993, autoriza, en su artículo 27, el desempeño de funciones de carácter directivo por parte de hasta un 7% de los empleados a contrata del Instituto de Normalización Previsional, y en su artículo 40, el ejercicio de igual tipo de funciones por hasta el 10% del personal a contrata del Instituto de Desarrollo Agropecuario.

Artículo 28

	Para ser defensor local se exige ser ciudadano con derecho a sufragio, tener título de abogado y no encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades para el ingreso a la administración pública.

Título III

Personal

Artículo 29

	El personal del Servicio está sometido a las normas del Estatuto Administrativo.

	Las funciones de Defensor Nacional y de Defensor Regional son incompatibles con todo empleo remunerado, con excepción de las actividades docentes hasta por un máximo se seis horas semanales.

	El Director Ejecutivo Nacional y los Jefes de las distintas unidades de la Defensoría son funcionarios de la exclusiva confianza del Defensor Nacional.

	El Director Ejecutivo Regional y los jefes de las unidades administrativas de la Defensoría son funcionarios de la exclusiva confianza del Defensor Regional.

Artículo 30

	Fija la planta de personal de la Defensoría.

	La planta del Servicio consta de 454 cargos, que se irán proveyendo según sea la gradualidad de la implementación de la reforma procesal penal, en los términos que se indican en las disposiciones transitorias.

	El primer año se proveerán 88 cargos que corresponden a la Defensoría Nacional y a las Defensorías Regionales de las IV y IX Región; el segundo año se proveerán 74 cargos correspondientes a las Defensorías Regionales de la II, III y VII Región; el tercer año se proveerán 70 cargos que corresponden a las defensorías de la Región Metropolitana de Santiago; el cuarto año, se proveerán 221 cargos, correspondientes a las Defensorías Regionales de la I, V, VI, VIII, X, XI y XII regiones.

	Respecto de las Defensorías Locales, que alcanzan un máximo de 145 defensores locales a contrata, se establece también un régimen de gradualidad en la provisión de dichos cargos, en la misma oportunidad en  se realice la provisión de cargos en las Defensorías Regionales. 12 el primer año, 16 el segundo, 59 el tercero, y 58 el cuarto, con un total de 145 cargos.

	Se hizo saber que esta planta había sido concordada con la Dirección de Presupuestos en términos de mantener estándares de trabajo y número de personas y profesionales y técnicos en relación con el Ministerio Público. Aparece bastante concentrada en los niveles profesionales y técnicos, lo que permitirá al Defensor Nacional agruparlos en las unidades que se crean.

Artículo 31

	Establece que, además de los requisitos generales establecidos en el Estatuto Administrativo para el ingreso y promoción en las plantas y cargos, se requerirá cumplir con determinadas exigencias adicionales, que van asociadas al tipo de cargo que se desempeña.

	La aplicación de los requisitos generales de ingreso a la Administración, ha hecho innecesario establecer requisitos específicos para los auxiliares, ya que las normas propuestas se limitaban a reproducir las exigencias estatutarias.

	Se han suprimido, además, en los grados de administrativos y auxiliares, la experiencia laboral, por no estimarla necesaria.

Artículo 32

	La norma original establecía que las promociones de los funcionarios se harán por concurso de oposición de carácter interno, de modo de permitir el ascenso por la vía de la legítima competencia funcionaria. De ser éste declarado desierto por falta de postulantes idóneos, se procede a proveer los cargos mediante concurso público. �

	La Comisión acordó sustituir este artículo, con el objeto de señalar que las vacantes en los cargos de las plantas de Directivos de Carrera, Profesionales y Técnicos, se llenarán por concurso público, que se regulará, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley Nº 18.834.

	Para llenar los otros cargos, rigen las reglas generales del Estatuto Administrativo.

	Los postulantes al concurso tendrán derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República en los términos del artículo 154 de la ley Nº 18.834, en caso de haberse producido vicios de legalidad que afectaren sus derechos estatutarios.

Artículo 33

	Los defensores locales son funcionarios a contrata y acceden a sus empleos por concurso público.

	No obstante esa condición funcionaria, no son considerados para aplicar el inciso segundo del artículo 9º del Estatuto Administrativo, que dispone que los funcionarios a contrata de una institución no pueden exceder de una cantidad equivalente al veinte por ciento del total de cargos de la planta del personal.

	Habrá un número de 145 defensores locales, los cuales deberán ser contratados entre los grados 5 y 11, ambos inclusive, de la planta de profesionales del Servicio.

Artículo 34

	Establece que en materia de remuneraciones, se aplicará al personal de la Defensoría las normas que rigen en las instituciones fiscalizadoras, consagradas en el título I del decreto ley Nº 3.551, de 1981. � 

	Asimismo, tendrá derecho a percibir la asignación de modernización, en los términos establecidos en la ley Nº 19.553, y la bonificación del artículo 8º de esa ley. �

Artículo 35

	Establece, además, una asignación denominada de "Defensa Penal Pública" determinada de conformidad al grado, lo que hace que las remuneraciones sean atractivas y equivalentes a las que se han asignado al Ministerio Público, todo ello, de acuerdo con el ánimo que mueve al Gobierno en cuanto a la eficiencia de la gestión pública.

Título IV

Patrimonio

Artículo 36

	Señala la forma en que estará conformado el patrimonio de este Servicio.

	El patrimonio de la Defensoría estará compuesto por los bienes muebles e inmuebles que adquiera a título gratuito u oneroso y, en especial, por: los aportes que anualmente le asigne la ley de Presupuestos; los aportes de cooperación nacionales e internacionales que reciba para el desarrollo de sus actividades, a cualquier título; las costas judiciales devengadas en favor del imputado que haya sido atendido por la Defensoría; las donaciones que se le hagan en conformidad a la ley, las que en todo caso estarán exentas de impuestos, no se someterán al trámite de insinuación y se aceptarán con beneficio de inventario; los frutos de tales bienes, y los demás recursos que determinen las leyes.



Título V

Beneficiarios y prestadores de la defensa penal pública

Párrafo 1º

Beneficiarios

Artículo 37

	Establece que son beneficiarios de la defensa penal pública todos los imputados o acusados que carezcan de abogado y requieran de un defensor.

Artículo 38

	Consagra, como criterio general, la gratuidad de la defensa penal pública y los casos, la oportunidad y la forma en que se puede cobrar, total o parcialmente, la defensa a los beneficiarios que dispongan de recursos para financiarla privadamente, correspondiendo a la Defensoría Regional determinar su monto.

	Los criterios a considerar para el cobro de los honorarios son el nivel de ingreso, la capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que dependen del beneficiario.

Los representantes del Gobierno hicieron presente que la idea es que cualquier persona que requiera de un abogado pueda ir al sistema público y lo solicite. El defensor penal público es designado sin entrar a discriminar si la persona tiene o no recursos para pagar un defensor privado, beneficio en el que se incluye a los que se encuentran privados de libertad.

Este servicio está pensado para personas que son de escasos recursos o bien para personas que tienen un nivel de ingreso cuya canasta familiar se verá alterada porque deben concurrir al pago de un servicio de defensa de un abogado. 

Hicieron ver que en la canasta básica de servicios siempre se piensa en salud, en educación, pero no en el costo del sistema de justicia. De hecho, lo único homologable son los aranceles de FONASA, que establecen mecanismos de copago en base a montos de remuneración; pero la salud es algo a que se recurre habitualmente, lo cual no ocurre con la justicia. 

Por esta razón, se ha pensado en un mecanismo de costo flexible.

Los criterios que el sistema de defensa tenga son importantes para establecer la proporcionalidad y la no arbitrariedad en el cobro del servicio. Por tal razón, se decidió incorporar el criterio de la capacidad de pago de las personas y no sólo su nivel de ingresos y el número de personas que dependan de ellas.

	Se afirmó al respecto que en países como Bolivia, Colombia, Perú y España la defensa es sólo para las personas de escasos recursos. El resto debe buscar un abogado de su confianza. En Alemania, la persona busca el abogado y el Estado le paga una cierta cantidad, según los casos. El problema del subsidio a la demanda es la complejidad de los casos.

En la Comisión hubo consenso en que había que distinguir. Habrá un sistema procesal penal de carácter acusatorio, donde puedan concurrir todas las personas con defensor. El Estado debe garantizar la defensa pública absolutamente gratuita para quienes no pueden pagar. A los  que tengan posibilidad de concurrir, al menos en parte, al pago respectivo, se les debe cobrar. Ese pago se regulará por la complejidad de la causa y sus costos, en conjunto con el nivel de ingreso y la capacidad de pago. �

Artículo 39

	Impone a la Defensoría la obligación de elaborar anualmente el arancel de los servicios que preste, para lo cual deberá estimar el costo de éstos, las etapas del proceso en que se hubiere asistido al beneficiario y el promedio de los honorarios de la plaza, debiendo dichas tarifas ser competitivas o equivalentes con estos últimos.

	De esta forma, se está obligando al Defensor Nacional a realizar un estudio que le permita determinar los valores de mercado.

Artículo 40

	La Defensoría Regional determina el monto que el beneficiario debe pagar por el servicio, en el momento en que se ponga término a la defensa penal pública.

	La disposición aprobada contempla instancias de reclamo, ante el propio Director Regional y, en último término, ante el juez o tribunal que actualmente conozca del proceso, por vía incidental.





Artículo 41

	El cobro de lo que el beneficiario deba pagar puede perseguirse por la vía judicial, en conformidad con las reglas generales establecidas en el Código de Procedimiento Civil, el cual puede ser encargado a terceros.

	Se destacó que los dineros que se recuperen no son parte del presupuesto de la Defensoría.

	Sobre el particular, los representantes del Gobierno explicaron que todos los profesionales que participaron en la discusión y elaboración de los borradores, anteproyecto y proyecto de ley de Defensa Penal Pública concordaron en la inconveniencia de que los recursos obtenidos por el cobro de los servicios de defensa retornaran a la propia institución. 

Esto, principalmente, porque de ser así, la Dirección de Presupuestos iba a colocar en el haber de la institución estos "posibles" retornos, descontándolos de los dineros que se entregan anualmente. Esto sucede actualmente con el Consejo de Defensa del Estado y sus costas, las que por ley son parte de su patrimonio.

	Entonces, resulta conveniente que estos recursos ingresen a fondos generales de la Nación y no afecten los dineros anuales que deberá recibir la Defensa, especialmente porque su cobro efectivo es muy difícil de determinar. Debe considerarse que la Defensoría tiene una estructura liviana y que sería inconveniente dedicar parte de ésta a la cobranza judicial de las deudas impagas.

Párrafo 2º

Prestadores

Artículo 42

	La prestación del Servicio de Defensa Penal Pública, en adelante el Sistema,  se realizará:

	— Con abogados funcionarios del propio organismo, los defensores locales.

	— Con letrados particulares o pertenecientes a entidades públicas o privadas, con o sin fines de lucro, que se hayan adjudicado la prestación del servicio mediante el mecanismo de licitación de fondos.

	— O, subsidiariamente, a través de la contratación de abogados a honorarios o de convenios con instituciones públicas o privadas.

	Existe, como puede observarse, una distribución entre los defensores pertenecientes al sistema público y privado.

	En el proyecto original, eran los letrados particulares lo que, de conformidad a los criterios de objetividad, transparencia y eficiencia que aporta el proceso de licitación, prestaban la defensoría penal de manera  permanente.

	A los defensores locales les correspondía la defensa en las primeras actuaciones del procedimiento, hasta la primera declaración judicial del imputado, mientras que los pertenecientes a organismos licitantes o con convenios se hacían cargo de la asesoría letrada en las etapas siguientes, si es que el proceso continuaba adelante.

	La Comisión no compartió el criterio anterior, razón por la cual procedió a rechazar el artículo 35 del proyecto original, con lo cual, cualquier defensor puede asumir una causa, incluso desde el primer momento. De esta forma, no se deja al defensor público la carga de asumir las primeras diligencias para que el defensor privado la tome después.

Artículo 43

	Establece, como regla general, la designación de defensores diversos a los distintos imputados o acusados en un mismo proceso.

	Por excepción, puede designar un defensor común, cuando los intereses de diversos imputados o acusados sean idénticos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 132 del Código Procesal Penal.

	Acorde con esta última disposición, la defensa de varios imputados podrá ser asumida por un defensor común, en cuanto las diversas posiciones no sean incompatibles entre sí.

	Si el tribunal constatare una situación de incompatibilidad, la indicará, señalará sus motivos, podrá fijar un plazo para resolverla y, en todo caso, estará facultado para designar defensor público a uno o más de los imputados.

Sobre la representación de imputados con intereses contrapuestos y soluciones para el caso de que por esa razón se afecten derechos del imputado, los representantes del Gobierno hicieron presente que el mecanismo objetivo y uniforme de designación de los defensores por cada usuario de la Defensoría Penal Pública que deberá emplear el Defensor Regional (artículo 21, letra k), debería excluir la posibilidad de que una misma institución asuma la defensa de dos o más imputados en el mismo proceso, sean o no incompatibles en ese momento, porque igual podrían llegar a serlo en el futuro. 

	Conviene recordar que la lógica del juicio oral es contraria a la acumulación de procesos para varios imputados, si bien en el Código se contemplan hipótesis de "acumulación de juicios". Los procesos deben ser separados cuando se provoquen graves dificultades en la organización o desarrollo del juicio o "detrimento al derecho de defensa" (artículo 344, inciso segundo, Código Procesal Penal).

	Acorde con ese precepto, el juez de garantías puede, en el auto de apertura del juicio oral, separar los juicios destinados a conocer de una acusación que abarcare distintos hechos o distintos imputados, cuando su acumulación pudiere provocar graves dificultades en la organización o en el desarrollo del juicio o detrimento al derecho de defensa, y siempre que ello no implicare el riesgo de provocar decisiones contradictorias.

Artículo 44

	Los abogados que presten defensa penal pública están sujetos, en el cumplimiento de sus deberes, a las responsabilidades propias del ejercicio de la profesión y, además, a las que se regulan en esta ley.

Los defensores penales públicos deben ejercer su función con transparencia, de manera de permitir a sus defendidos el conocimiento de los procedimientos, contenido y fundamento de las actividades que emprendan.

Los representantes del Gobierno señalaron que una de las mayores preocupaciones de la nueva normativa es la de establecer un sistema completo de controles sobre el desempeño profesional de los defensores, a través de inspecciones, auditorías, presentación de informes y el conocimiento y resolución de los reclamos presentados por los usuarios del nuevo servicio.

	Estos controles se justifican en la medida que se persigue que los defensores deben asumir su responsabilidad por el desempeño de sus funciones, que es diferente según se trate de defensores públicos o defensores privados pertenecientes a las instituciones con convenio o licitación.

	Lo que se persigue es que la defensa que presten sobrepase siempre ciertos estándares en su desempeño profesional, que en el proyecto de ley se denominan "niveles procesales mínimos", cuya fijación es responsabilidad del Defensor Nacional.

Se trata de una idea dirigida a homogeneizar un nivel mínimo de diligencia profesional a todos los defensores penales públicos, que ha sido substancialmente tomada del sistema norteamericano, aun reconociendo que podría no resultar fácil de aplicar en la práctica.

El tema de la responsabilidad es desarrollado in extenso en el título VI, relativo al control, reclamos y sanciones.

Artículo 45

	Designado, el defensor penal público no puede excusarse de asumir la representación del imputado o acusado.

Los representantes del Gobierno hicieron presente que es esencial que no se establezcan limitaciones en cuanto al tipo de delitos que deben ser defendidos por la Defensoría, por cuanto deja la puerta abierta para establecer nuevas excepciones y finalmente hacer ilusorio el derecho fundamental a la defensa respecto a esos imputados. 

Sugirieron establecer una limitación en la ley de probidad o en la de la Defensoría, señalando que las restricciones que en la primera se contemplan no son aplicables a los defensores penales públicos, ya sean funcionarios del servicio o privados.

Párrafo 3º

Licitación

Artículo 46 

	Establece que el sistema de selección de las instituciones o abogados particulares que prestarán la defensa penal pública se hará mediante licitaciones a nivel regional, según las bases y condiciones que fije el Consejo.

El procedimiento a seguir es el siguiente.

El Consejo, convocado por el Defensor Nacional, determina los montos por licitar en cada uno de los llamados. 

Para la confección de las bases, el Consejo se apoya en la estructura administrativa de la Defensoría Penal Pública, a través de la confección de las bases que deberá hacer una unidad responsable de la Defensoría. 

Otra unidad de la Defensoría deberá diseñar los instrumentos de evaluación de las propuestas.

Artículo 47

	El Consejo debe llamar a licitación en cada Región cada tres años.

	Lo hará una vez que tenga las bases técnicas y administrativas de licitación y los criterios de evaluación.

Se explicó que en las bases de licitación deberán consignarse una parte técnica y otra administrativa.

	La parte técnica deberá contemplar los beneficiarios del sistema; los servicios que serán otorgados por los licitantes; los contenidos y las acciones por realizar; los niveles procesales mínimos que se esperan que se presten por estas oficinas; el período de prestación del servicio y el financiamiento de la propuesta.

	La evaluación "ex ante" será de mucha trascendencia. Los antecedentes legales, financieros, tributarios, organizacionales, etc., pueden servir para que continúen en el proceso de licitación solo algunos abogados u oficinas de abogados.

	La parte administrativa de las bases debiera entregar antecedentes claros respecto a la presentación de la propuesta, para uniformarla a lo largo de todo el país. 

Asimismo, deberán entregarse a los postulantes las formas y criterios de evaluación y de adjudicación, las formas y modalidades de los contratos, e indicarles como la oficina de Abogados prestará el servicio que se está solicitando, los pagos, la supervisión, el control y el seguimiento.

Artículo 48

	Pueden postular las personas naturales que cuenten con el título de abogado y cumplan con los demás requisitos para el ejercicio de la profesión, y personas jurídicas, públicas o privadas, con o sin fines de lucro, que cuenten con profesionales que cumplan los requisitos para ejercer como abogados.

La idea, según se expresó, es que puedan participar todas las instituciones que estén interesadas y con representantes en cada uno de los territorios, y que se efectúen convenios entre abogados y estudios jurídicos de distintas regiones.

	La oferta de abogados defensores, según los análisis previos, será suficiente para la demanda de todo el país. Estudios realizados por la Universidad Católica del Norte y por la Universidad de Talca arrojaron como resultados que, más del 85% de los abogados de Antofagasta y Talca, respectivamente, estarían dispuestos a participar en este proceso. La mayoría de los abogados encuestados consideraron, además, que no tendrán que realizar una gran inversión para participar en el proceso.

	En relación con la eventual participación de las Corporaciones de Asistencia Judicial en la defensa penal pública, se señaló que el proyecto permite que puedan participar en las licitaciones de recursos.

En algún momento se pensó entregar un porcentaje obligatorio a estas instituciones, pero algunos de sus propios directivos, sugirieron dejar la participación a su voluntad, lo que se consideró conveniente para no producir problemas organizacionales y de ambientes de trabajo en su interior con un área que habría estado dotada de muchos más recursos que las demás.

	No obstante, el trabajo de estas instituciones es y será más amplio que la entrega de defensa penal, que es sólo un componente de la asistencia jurídica gratuita que incluye atención judicial y extrajudicial y en todos los ámbitos (civil, penal, laboral, de menores, etc.).

	Por lo tanto si las Corporaciones no participan en la licitación de fondos para defensa, como lo han planteado algunos directores, siempre tendrán participación en el nuevo sistema procesal penal a través de la representación de las víctimas que deseen presentar querella particular o demanda civil por los daños ocasionados. 

Desde esta perspectiva, ellas pueden cumplir un importante papel para los sectores de escasos recursos, no sólo en la representación ante los tribunales sino que extendiendo las experiencias ya existentes de entrega de asistencia interdisciplinaria a víctimas de delitos.

	Indicaron que el Gobierno, consciente de las tareas que a las Corporaciones les corresponderá asumir, con o sin su participación en la licitación de fondos para la defensa penal pública, ha venido desarrollando un programa de fortalecimiento de las Corporaciones, especialmente dirigido, por ahora, a las regiones que iniciarán la reforma procesal penal y, desde ya, dado su tamaño, en la Corporación de la Región Metropolitana de Santiago. 

Este fortalecimiento contempla, especialmente, un aumento en el número de profesionales que se contratan y de remuneraciones de los mismos, pero se extiende a áreas de gestión y administración a fin de prepararlas para el adecuado y eficaz manejo de los nuevos recursos que obtendrán.

--------

	Los postulantes deben señalar, específicamente, el porcentaje del total de causas al que postulan y el precio de sus servicios.

	Esta última disposición, contemplada en el inciso segundo del artículo 48, llevó a la Comisión a analizar el tema de la determinación del número de causas licitadas.

	Los representantes del Gobierno explicaron que tanto el modelo de simulación de Paz Ciudadana, como el modelo de localización de la Universidad Católica de Valparaíso, incorporan entre sus variables relevantes la proyección de causas penales hasta el año 2005. Bajo este esquema de trabajo se determinó el número de fiscales y jueces de garantías y en lo penal, los cuales sirvieron posteriormente para determinar el número total de defensores que requiere el sistema.

En el año 1996, las causas superaban las 600 mil, y las que eran objeto de defensoría, 400 mil. Luego, se analizó la carga de trabajo que tendrá un defensor con relación a un fiscal, determinándose que por cada 1,5 fiscales corresponderá un defensor. De todo ese número de causas se estimó que a la  parte privada de la Defensoría le corresponderán alrededor de 170 mil causas al año, que son las que se licitarán.

	No obstante lo anterior, vale la pena recordar que al momento de proyectar las causas penales se tuvo en cuenta principalmente, la tasa de crecimiento de la población para cada una de las comunas del país, así como las tasas de crecimiento de las causas observadas dentro de los últimos diez años. 

A diferencia de lo que ocurre en otra áreas del Estado como por ejemplo, el sector salud, no se espera que ocurran "epidemias" de algunas causas penales en particular que puedan alterar el número de servidores públicos.

	A mayor abundamiento, se hizo presente que al observar la evidencia comparada, también se encontró que el número de causas por abogado defensor de nuestro país está dentro de los rangos promedios de los países de los cuales se poseía información, tales como Estados Unidos, México, Costa Rica, España, etc. 

De igual modo, la posibilidad de poder contratar abogados defensores a través de licitación y en forma de convenios u honorarios (en forma excepcional), permite otorgarle cierta flexibilidad al sistema para responder ante eventuales situaciones de emergencia.

Artículo 49

	La licitación es resuelta, a nivel regional, por un Jurado Regional, que integran un representante del Ministerio de Justicia que no podrá ser el Secretario Regional Ministerial de Justicia; el Defensor Regional u otro profesional de la Defensoría Regional designado por éste, que no podrá ser uno de los que desempeñan labores de fiscalización; dos académicos de la Región, de las áreas de la economía y del derecho, designados por el Consejo, y un juez con competencia penal elegido por la mayoría de los integrantes de los tribunales orales en lo penal y los jueces de garantías de la Región respectiva.

	La función de miembro del jurado es incompatible con la condición de integrante o director de cualquiera de las instituciones participantes en el concurso o que tenga cualquier interés en la licitación. 

	En la proposición original, el Jurado Regional, que es el que definirá las licitaciones, estaba integrado por un representante del Ministerio de Justicia que no podía ser el Seremi, ya que esta autoridad es Director de la Corporación de Asistencia Judicial; el Defensor Nacional u otro profesional de la Defensoría designado por éste, siempre y cuando no sea de los funcionarios que cumplan labores de fiscalización; un Ministro de la Corte de Apelaciones de la Región respectiva y un juez con competencia penal elegido por mayoría de los jueces de garantías y de los tribunales orales en lo penal.

	Los Diputados presentes no estuvieron de acuerdo en que estuviera integrado por el Defensor Nacional. A su juicio, debía ser el Defensor Regional, o un represente suyo, para otorgar el carácter regional y descentralización que se persigue.

	Los representantes del Gobierno explicaron que no se estimó conveniente la integración de este Jurado por el Defensor Regional, ya que, por una parte, será el encargado de prestar servicios y, por otro lado, controlará, opinión que no fue compartida por la Comisión.

	Al margen de lo anterior, se hizo presente que el informe de la Corte Suprema fue desfavorable a la idea de la integración del Jurado Regional por un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva y por un juez con competencia penal, porque las labores que desempeñará no son de carácter jurisdiccional propiamente tal, sino que son más bien de orden administrativo y, además, porque no es conveniente distraer a un miembro del Poder Judicial de su labores propias.

	Se explicó que la integración con miembros del Poder Judicial se hizo con el fin de que le imprimieran independencia a la gestión del Jurado. Además, debe considerarse que las licitaciones constituyen un proceso por realizar cada tres años y que estos integrantes conocen la actividad judicial de la Región.

	No obstante lo señalado, se acordó eliminar al Ministro de la Corte de Apelaciones, pero mantener el juez con competencia penal.

	Se agregó, además, a dos académicos de la Región, de las áreas de la economía y del derecho, elegidos por el Consejo.

Artículo 50

	La licitación se resuelve conforme  a los siguientes criterios: costo del servicio por ser prestado; permanencia y habitualidad en el ejercicio de la profesión en la Región respectiva; número y dedicación de abogados disponibles, en el caso de las instituciones; experiencia y calificación de los profesionales que postulen; apoyo administrativo de los postulantes; sanciones aplicadas a los prestadores y, cuando proceda, el porcentaje de personas que, haciendo uso del derecho que  les concede la ley, hubieren solicitado el cambio de defensor.

	Los criterios que aparecen subrayados fueron agregados por la Comisión.

	A cada uno de estos criterios se le asignaría un puntaje.

	Se explicó que habría un grupo evaluador que hará la apertura de las propuestas y, con los criterios que el Consejo fijó, procederá, en un período no mayor de un mes y medio, a proponer al Jurado Regional la nómina de los ganadores de la licitación. Dicho grupo habrá de conocer los instrumentos de evaluación, confeccionar actas de apertura, aplicar instrumentos de evaluación, confeccionar cuadros comparativos y proponer mejores alternativas al Jurado Regional.

	En lo que respecta a la participación en la licitación y a los criterios para resolverla, hubo temores de que se pudiera “monopolizar” esta actividad  por una empresa de abogados privados que pretendiera entregar el servicio de defensoría en todo el país.

	Los representantes del Gobierno explicaron que la realidad nacional, en términos de la cobertura geográfica de las oficinas de abogados privados, estaría mostrando que sólo algunas oficinas de Santiago, Valparaíso y Concepción tendrían capacidad de presentar ofertas de servicios que cubrieran más allá de su Región de origen. Incluso, se desconoce si en términos de materia penal tengan la capacidad y el interés de presentarse en más de una Región.

	Si hubiera alguna oficina que tuviera interés de adjudicarse causas en más de una Región, deberá convencer al jurado de que su oferta es la mejor, que puede prestar el servicio con los mejores abogados de la Región en cuestión y que cuenta con la infraestructura adecuada. Todo lo anterior debe ir acompañado de un costo razonable. Si esto es así, no debería haber problemas en asignarle causas penales a dicha oficina.

	Como el jurado es regional, conocerá muy bien el mercado local, tanto en términos de variables cuantitativas como cualitativas. Luego, las señales que emita el jurado en término de las decisiones que adopte, serán de suyo relevantes para los oferentes de propuestas.

	Parece razonable pensar que al menos en los primeros  años de funcionamiento del sistema no se presenten prácticas monopólicas en el servicio, sino más bien procesos de integración entre oficinas de ciudades grandes con oficinas pequeñas en ciudades chicas. Es decir, estudios de abogados con trayectoria y conocimiento del tema podrían asociarse con oficinas más pequeñas en ciudades donde los primeros no tengan presencia física.

	Luego, en términos de presencia regional de las oficinas no debería haber problemas en que postulen en todas aquellas que lo deseen. 

	En todo caso, la ley no contempla límites en cuanto al número de causas que pueda asignarse una institución en la licitación de cada Región, tema que puede ser mejorado.

	Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión estimó conveniente incluir entre los criterios para resolver la licitación, el de la permanencia y habitualidad en el ejercicio de la profesión en la Región respectiva.

Artículo 51

	La decisión del concurso es pública y fundada. 

	Cualquier reclamación interpuesta por alguno de los participantes será conocida y resuelta por el Jurado Regional. Contra su resolución sólo procederá recurso de apelación ante el Consejo.

Artículo 52

	El jurado declarará desierta la licitación cuando concurra, al menos, una de las siguientes circunstancias: no se presente postulante alguno a la licitación; presentándose uno o más postulantes, ninguno cumpla con lo establecido en las bases de licitación o ninguna de las propuestas resulte satisfactoria de acuerdo con los criterios que enumera el artículo 50.

Artículo 53

	En caso de que la licitación sea declarada desierta o de que el número de postulantes aceptados sea inferior al requerido para completar el total de causas licitadas, el Consejo lo comunicará al Defensor Nacional, para que éste disponga que la Defensoría Regional respectiva, a través de los defensores locales correspondientes, asuma la defensa del porcentaje de causas no asignadas en la licitación. 

	Esta labor se debe realizar por el plazo que el Consejo señale, el que no puede ser superior a seis meses, al cabo del cual se llamará nuevamente a licitación por el total de causas o por el porcentaje no cubierto, según corresponda.

	En caso necesario, el Defensor Nacional puede, además, celebrar convenios directos, por un plazo fijo, con abogados o instituciones públicas o privadas que se encuentren en condiciones de asumir la defensa penal de los imputados, hasta que se resuelva la nueva licitación.

Artículo 54

	Los contratos a que dé lugar una licitación tienen una duración de tres años y son  suscritos por el Defensor Nacional. 

	El pago de los fondos licitados se realiza en forma diferida, según lo establezca el reglamento.

	En cada uno de estos pagos se retiene, a título de garantía, un porcentaje del mismo, según se determine en las bases de la licitación.

	Además de este fondo de reserva, el Consejo debe exigir  al abogado o a la institución respectiva, boleta bancaria de garantía o cualquier otra caución que estime suficiente con el objeto de asegurar la adecuada prestación de los servicios licitados.

Párrafo 4º

Designación de los defensores.

Artículo 55

	Los abogados que presten defensa penal pública deben asumir la de todo imputado que carezca de defensor, en conformidad a esta ley.

Artículo 56

		Impone a la Defensoría Regional la obligación de elaborar un nómina de los abogados o instituciones seleccionados que deberán asumir la defensa penal pública de los imputados en todos los juzgados y tribunales de la Región respectiva.

		Esta nómina deberá ser elaborada de acuerdo a un sistema objetivo y uniforme, que permita mantener los porcentajes de licitación.  

		Dicha nómina, permanentemente actualizada, será remitida a la o las Defensorías Regionales, jueces de garantías, tribunales orales en lo penal y Cortes de Apelaciones de la Región.

	El proyecto original contemplaba un artículo 59, que permitía al fiscal, al juez de garantías, al tribunal oral en lo penal o al tribunal superior en su caso, cada vez que constataren que un imputado o acusado carecía de defensor, recurrir a la Defensoría Local o Regional, según lo que fuere más rápido, para que designare uno.

	Se observó que la designación de abogado defensor para situaciones de emergencia resultaba burocrática y demorosa, siendo preferible que hubiera una nómina de abogados defensores disponibles, de entre los cuales el propio imputado o acusado pudiera elegir.

Artículo 57

	El imputado elegirá de la nómina a la institución o abogado que, estando disponible, asumirá su defensa.

Artículo 58

	El imputado tiene derecho a solicitar, en cualquier momento, con fundamento plausible, el cambio de su defensor penal público, petición sobre la cual se pronunciará el Defensor Regional.

	La disposición original establecía este mismo derecho, en carácter de absoluto, sin expresión de causa, lo que fue objetado por la Corte Suprema, por considerar que podría ejercerse en forma abusiva, con la consiguiente dilación del proceso. Señaló al efecto que no es conveniente que el imputado pueda solicitarlo en cualquier momento y, por lo mismo, correspondería fijar un límite y, además, determinar el número de veces en que puede hacer uso de dicho derecho.

	Se acotó al respecto que la disposición limita a tres las veces en que se puede hacer uso del derecho: una vez en la etapa de instrucción, otra en el juicio oral y la tercera en la etapa de recursos.

	Se acordó por la Comisión que el imputado tiene derecho a solicitar el cambio de defensor en cualquier momento, con fundamento plausible, petición sobre la cual debe pronunciarse el Defensor Regional.

	En el mensaje se hace presente que este derecho del imputado constituye una primera forma de control del servicio de la defensa. 

	La frecuencia con la que los imputados soliciten el cambio debe convertirse en un factor objetivo para evaluar el desempeño del defensor e incluso decidir sus futuras postulaciones.

Artículo 59

	Se entenderá, por el solo ministerio de la ley, que el  abogado elegido tiene patrocinio y poder suficiente para actuar en favor del beneficiario, debiendo comparecer inmediatamente para entrevistarse con él e iniciar su labor de defensa.

Título VI

Control, reclamos y sanciones

Párrafo 1º

Normas generales

Artículo 60

	Las personas e instituciones que presten servicios de defensa penal pública están sujetos al control y responsabilidad previstos en esta ley.

Artículo 61

	Prevé, como controles del desempeño de los defensores locales y de los abogados que presten defensa penal pública, inspecciones, auditorías externas, informes y reclamos.

	En el proyecto original, las inspecciones podían ser ordinarias y extraordinarias. Estas últimas se llevarían a efecto mediante auditorías externas.

	La Comisión prefirió distinguir entre inspecciones, que se llevarán a efecto por inspectores del Servicio,  y auditorías externas, que serán realizadas por empresas auditoras independientes.

	Una de las mayores preocupaciones de la nueva normativa es la de establecer un sistema completo de controles sobre el desempeño profesional de los defensores que pertenezcan al nuevo sistema. 

	Estos controles se justifican en la medida que se persigue que los defensores en el nuevo sistema deben asumir su responsabilidad por el desempeño de sus funciones.

	Lo que se busca es que la defensa que presten sobrepase siempre ciertos estándares en su desempeño profesional, que en el proyecto de ley se denominan “niveles procesales mínimos”, establecidos con la idea de homogeneizar un mínimo de diligencia profesional a todos los defensores penales públicos.

Párrafo 2º

Inspecciones y auditorías externas

Artículo 62

	Las inspecciones a las Defensorías Locales, a los abogados y a las instituciones que presten defensa penal pública se llevan a cabo sin aviso previo.

Artículo 63

	Durante la inspección se pueden revisar las actuaciones de la defensa, según la metodología que determine el reglamento; revisar las instalaciones; verificar los procedimientos administrativos; entrevistar a los beneficiarios del sistema y a los jueces que hayan intervenido en los procesos; asistir a actuaciones y, en general, recabar los antecedentes que permitan formarse una impresión precisa de las actividades objeto de evaluación.

Artículo 64

	Al término de la inspección, se debe emitir un informe, que va al Defensor Nacional y al Defensor Regional. Si no fuere satisfactorio, se debe poner en conocimiento de los afectados, para que formulen sus observaciones.

	Se eliminó la remisión del informe al Defensor Nacional por considerarse innecesario.

Artículo 65

	Se refiere a las auditorías externas, que tendrán lugar aleatoriamente, de acuerdo con las normas que se establezcan en el reglamento.

	Se realizan a través de auditorías externas contratadas por la Defensoría Nacional.

	A través de ella se controlará la administración financiera de los recursos fiscales y el cumplimiento de los niveles procesales mínimos.

Artículo 66

	Garantiza el acceso a la información que se requiera para llevar a efecto las inspecciones y auditorías externas.

	Los abogados u otros profesionales que participen en la defensa penal pública no pueden negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia del control.

	Sin embargo, las informaciones, datos, notas personales o de trabajo de los abogados y cualquier referencia obtenida durante las inspecciones y auditorías externas y que sean relativas a casos particulares en los que se esté prestando  defensa penal pública, serán confidenciales.

	Las infracciones del inciso precedente serán sancionadas con las penas que señala el artículo 247 del Código Penal.

Párrafo 3º

Informes

Artículo 67

	Los prestadores de la defensoría penal pública están obligados a entregar los informes periódicos que se les soliciten por la Defensoría Regional o Nacional, a efectos de mantener un sistema de información general.

	Se cumplirá por medio de formularios o transferencia electrónica de datos.

Artículo 68

	Al margen del informe anterior, las personas e instituciones que presten defensa penal pública deben elaborar un informe anual de su gestión, en la fecha que establezca el contrato respectivo.

Artículo 69

	De no ser aprobados por el Defensor Regional los informes a que se refieren los artículos anteriores, se pondrán en conocimiento del interesado para que efectúe las correcciones del caso. Si no se hicieren o no fueren satisfactorias, los antecedentes se elevan al Defensor Nacional para la aplicación de las sanciones respectivas.

Artículo 70

	Los informes deben tener un contenido mínimo, e indicar, las materias, casos y número de personas atendidas; el tipo y cantidad de las actuaciones realizadas, y las condiciones y plazos en los que se ha prestado el servicio.

Párrafo 4º

Reclamos

Artículo 71

	Los reclamos de los beneficiarios de la defensa penal pública u otros interesados pueden ser presentados ante la Defensoría Nacional, Regional o Local, indistintamente.

	Su tramitación se hace en la Defensoría Regional.

	Se pone en conocimiento del que ejerza o haya ejercido la defensa reclamada, para que evacue un informe dentro del plazo de cinco días, después del cual se debe pronunciar la Defensoría Regional, para lo cual tiene un plazo de diez días.

	En su resolución, puede elevar los antecedentes a quien corresponda, o pronunciarse sobre el reclamo, si tiene competencia. 

	De su resolución puede apelarse al Defensor Nacional.

Artículo 72

	Regula los reclamos en contra de un Defensor Regional.

	El Defensor Nacional conocerá de los reclamos que se refieran a actuaciones propias del Defensor Regional.

	Recibido el reclamo por el Defensor Nacional, éste debe requerir un informe al Defensor Regional, el que debe ser evacuado dentro del plazo de cinco días.

	Si el reclamo fuere presentado en la misma Defensoría Regional, ésta debe remitir los antecedentes al Defensor Nacional, conjuntamente con el informe respectivo, dentro del plazo de cinco días.

	El Defensor Nacional resuelve  dentro del plazo de diez días.

Párrafo 5º

Responsabilidades de los prestadores de la defensa penal pública

Artículo 73

	Los defensores funcionarios del servicio, esto es, los defensores locales, están sujetos a las responsabilidades penales, civiles y disciplinarias propias de los funcionarios públicos, en cuanto se les reconoce expresamente este carácter, por lo que obviamente los mecanismos para hacerlas efectivas son los que contempla el Estatuto Administrativo.

Artículo 74

	Los defensores particulares o pertenecientes a instituciones privadas, quedan sujetos a las responsabilidades que se establecen expresamente en el proyecto, afectando la relación contractual que liga a la Defensoría con las instituciones. 

	Incurren en responsabilidad cuando: su defensa no fuere satisfactoria, de acuerdo con los niveles procesales básicos definidos por el Defensor Nacional; se detecten irregularidades en la administración de los recursos licitados; incurrieren en incumplimiento grave del contrato celebrado; no hicieren entrega oportuna de los informes periódicos o anuales, o emitieren informes falsos.

Artículo 75

	Establece las sanciones que podrán aplicarse: multas establecidas en los contratos respectivos; retenciones de los pagos adeudados y término del contrato.

Artículo 76

	Las multas se aplican cuando:

	— La defensa no fuere satisfactoria.

	— Se detecten irregularidades en la administración de los recursos licitados.

	— No se hiciere entrega oportuna de los informes periódicos o anuales.

	La multa se aplica por el Defensor Regional, si requerido el prestador del servicio no pone término a la infracción en el plazo de treinta días.

	De la resolución que la aplique se puede apelar ante el Defensor Nacional.

Artículo 77

	La retención de los pagos adeudados o el término del contrato, se dispone por el Consejo, a requerimiento del Defensor Regional, cuando:

	— Se incurriere en incumplimiento grave del contrato celebrado.

	— Se emitieren informes falsos.

Artículo 78

	Las sanciones a los prestadores del servicio de la defensa penal pública se consignan en un registro público, a disposición de cualquier interesado, en las dependencias de la Defensoría Nacional y Regional respectiva.

Título VII

Disposiciones finales.

Artículo 79

	Reemplaza el inciso primero del artículo 595 del  Código Orgánico de Tribunales, que se refiere a la designación de abogados de turno que defiendan gratuitamente las causas civiles, las causas del trabajo y las causas criminales.

	La enmienda no tiene otra finalidad que suprimir la institución de los abogados de turno en materia criminal.

Artículo 80

	Deroga el artículo 596 del referido Código, por referirse a la defensa de los procesados por los abogados de turno.

Artículo 81

	Modifica la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado con un doble propósito:

	— Incluir a la Defensoría entre los órganos de la Administración afectos a dicho ley.

	— Excluir a la Defensoría de la aplicación de las normas del título II, relativas a los ministerios y servicios públicos en general.

Artículos transitorios

Artículo 1º

	Dispone que la designación del Defensor Nacional por el Presidente de la República, se hará dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

Artículo 2º

	El reglamento de esta ley deberá dictarse por el Presidente de la República, dentro de los treinta días posteriores a la designación del Defensor Nacional.

Artículo 3º

	La primera provisión de todos los cargos de la planta, a excepción de los cargos de exclusiva confianza, se hará por concurso público, regulados, en lo que sea pertinente, por las normas del Estatuto Administrativo.

	Esta provisión se efectuará de acuerdo al siguiente cronograma:

	El primer año se proveerán cargos en la Defensoría Nacional y en las Defensorías Regionales de las Regiones IV y IX.

	El segundo año, los cargos en las Defensorías Regionales de las Regiones II, III y VII.

	El tercer año, los cargos de las dos Defensorías Regionales de la Región Metropolitana de Santiago.

	El cuarto año, los cargos de las Defensorías Regionales de las Regiones I, V, VI, VIII, X, XI y XII.

	Los 145 Defensores Locales que se contratarán asimilados a la Planta de Profesionales, conforme a lo establecido en el artículo 30, se efectuará siguiendo el mismo cronograma antes indicado, según la Región en donde deban desempeñar sus cargos.

	En todo caso, los plazos indicados en los incisos anteriores estarán sujetos a la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público y a los recursos que se aprueben en las respectivas leyes anuales de Presupuesto del Sector Público.

Artículo 4º

	El Defensor Nacional debe convocar  al Consejo Nacional dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento e instalación.

	El Consejo, a su vez,  debe llamar a licitación en las Regiones IV y IX en el plazo de tres meses contados desde su instalación.  

	Las instituciones y abogados interesados deberán postular dentro del plazo de cuarenta y cinco días desde la fecha de la última publicación de la convocatoria en el lugar que señalen las bases.

	El Jurado Regional deberá resolver la licitación en el plazo de un mes.

Artículo 5º

	El cumplimiento de los programas de mejoramiento de la gestión en el primer año calendario de funcionamiento del Servicio, que condiciona al pago del incremento por desempeño institucional a que se refiere la letra c) del articulo 3º de la Ley Nº 19.533, no será exigible para la concesión de este beneficio en dicho año. El porcentaje de este incremento será del 1,5%.

	En ese año se establecerán los programas de mejoramiento de la gestión correspondiente al mismo y al año calendario siguiente.

Artículo 6º

	El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 1999, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos para dicho año. �

	El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, con las asignaciones presupuestarias señaladas precedentemente, creará el capítulo respectivo de ingresos y gastos del presupuesto del Servicio de la Defensoría Penal Pública.

VIII. Constancias reglamentarias.�tc "VIII. Constancias reglamentarias." \f C \l 1�

	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:

	1º. Que tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales los artículos 1º, 4º, 5º, 7º, 9º, 12, 22, 25, 32 y 81, en la medida que alteran o modifican las normas establecidas en la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, concretamente, los artículos 1º, 18, 28, 29 y 47 de la referida ley.

	La jurisprudencia del Tribunal Constitucional es clara al respecto.

	En la sentencia recaída en los autos rol 115, de 3 de diciembre de 1990, incoados con motivo del requerimiento que quince señores senadores hicieren ante él, planteando diversas cuestiones de constitucionalidad presentadas durante la tramitación del proyecto de ley modificatorio de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, el Tribunal dejó asentado que  es evidente que el constituyente en el artículo 38 de la Carta Fundamental quiso ordenar de una manera estable la organización básica de la Administración del Estado y por ello encargó a la norma orgánica constitucional ese cometido. Sin embargo, para flexibilizar esta ordenación se admitió por ley Nº 18.891 que en casos excepcionales el legislador pudiera establecer niveles jerárquicos distintos o adicionales a los que se señalan en los artículos 24 y 29 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, así como denominaciones diferentes. Ese encargo al legislador, según el Tribunal es propio de ley orgánica constitucional, entre otras argumentaciones, por cuanto la Constitución ordena que la organización de la Administración se entregue a una ley orgánica constitucional y, a mayor abundamiento, por no corresponder que una norma orgánica constitucional delegue atribuciones en una ley común u ordinaria. De aceptarse esta última posibilidad, se transgrediría todo el sistema creado por el artículo 60 de la Carta Fundamental para la determinación del campo de acción de la ley.

	El artículo 32 del proyecto tendría el carácter de orgánico constitucional, pues está alterando las reglas relativas a la promoción previstas en el artículo 47 de la ley Nº 18.575.

Ha de tenerse en cuenta que el artículo 47, inciso tercero, de la ley Nº 18.575, establece que las promociones podrán efectuarse, según lo disponga el estatuto, mediante ascenso en el respectivo escalafón o, excepcionalmente, por concurso, aplicándose en este último caso las reglas previstas en el artículo anterior.

	El artículo 32, en cambio, dispone que las promociones se efectuarán por concurso público, eliminando el ascenso como vía de promoción.

Ha de tenerse en consideración que el proyecto sobre probidad administrativa (BOL. 1510-07), en trámite de promulgación, ha sustituido este inciso tercero, con el fin de establecer que “Las promociones deberán efectuarse, según lo disponga el estatuto, por concurso, al que se aplicarán las reglas previstas en el artículo anterior, o por ascenso en el respectivo escalafón.”

	El artículo 12, por último, tendría también el carácter de orgánico constitucional, en la medida que crea el Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública, lo que la ley puede hacer, en circunstancias excepcionales, con arreglo al artículo 28 de la ley Nº 18.575, ley que, conforme con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, debe ser orgánica constitucional.

--------

	No existen en el proyecto normas que incidan en la organización y atribuciones de los tribunales que debieran ser aprobadas como orgánicas constitucionales.

	Ha de recordarse que el término “atribuciones” que emplea el artículo 74 de la Constitución, de acuerdo con su sentido natural y obvio y con el contexto de la norma en que se inserta, está usada como sinónimo de “competencia”, esto es, como la facultad que tiene cada juez o tribunal para conocer de las materias que la ley ha colocado dentro de la esfera de sus funciones.

	Una vez que la ley ha determinado la competencia del tribunal, existen dentro de nuestro ordenamiento positivo, procesal, civil, penal, comercial, etc., un conjunto de disposiciones que también otorgan facultades a los tribunales — como las que les permiten designar abogados de turno — , pero no ya en relación con su esfera de acción que ya fue determinada por la norma relativa a la competencia, sino con la forma o manera en que el tribunal respectivo debe resolver.

	En tal sentido, puede verse la sentencia de 31 de marzo de 1998, del Tribunal Constitucional, recaído en los autos rol 271, referidos al proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 701, de 1974, sobre fomento forestal.

	Por lo expresado, no tienen el carácter de orgánicos constitucionales los artículos 79 y 80, relativos a los abogados de turno, pese a modificar el Código Orgánico de Tribunales.

	2º Deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda los artículos 1º, 4º, 9º,12, 13, 14, 17, 18, 19, 22, 25, 26, 29, 30, 33, 34, 35, 36, 41, 42 y 44 permanentes, y 3º, 5º y 6º transitorios.

	3º El proyecto fue aprobado en general, por unanimidad.

	4º En la discusión en particular, todas las normas fueron aprobadas por unanimidad, salvo los artículos 29, 31 y 32, que lo fueron por simple mayoría.

X. Texto del proyecto aprobado.�tc "IX. Texto del proyecto aprobado." \f C \l 1�

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente

Proyecto de ley:

Defensoría Penal Pública

Título I

Naturaleza, objeto, funciones y sede

	Artículo 1º.- Créase un servicio público autónomo, descentralizado funcionalmente y desconcentrado territorialmente, denominado Defensoría Penal Pública, en adelante "la Defensoría" o “el Servicio”, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia.

	Artículo 2º.- La Defensoría tiene por finalidad proporcionar defensa penal pública a los imputados o acusados por un crimen, simple delito o falta que sea de competencia de un juzgado de garantías o de un tribunal oral en lo penal, y que carezcan de abogado.

	Artículo 3º.- La Defensoría tendrá su domicilio y sede en Santiago.

Título II

De la organización y atribuciones de la Defensoría Penal Pública

Párrafo 1º

De los órganos de la Defensoría Penal Pública

	Artículo 4º.- La Defensoría se organizará en una Defensoría Nacional y en Defensorías Regionales.

		Las Defensorías Regionales organizarán su trabajo a través de las Defensorías Locales y de los abogados y personas jurídicas, públicas o privadas, con quienes convengan la prestación del servicio de la defensa penal.

	Existirá, además, un Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública y Jurados Regionales, que cumplirán las funciones que les asigna esta ley.

Párrafo 2º

Defensor Nacional

	Artículo 5º.- El Defensor Nacional es el jefe superior del Servicio  y responsable de su funcionamiento.

	Ejercerá sus atribuciones personalmente o a través de los distintos órganos de la Defensoría, en conformidad a esta ley.

	Artículo 6º.- Para ser nombrado Defensor Nacional, se requiere:

	a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;

	b) Tener a lo menos diez años el título de abogado;

	c) Haber cumplido cuarenta años de edad, y

	d) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades para ingresar a la administración pública.

	Artículo 7º.- El Defensor Nacional será nombrado por el Presidente de la República.

	Durará diez años en su cargo y no podrá ser designado para el período siguiente.

	Cesará en sus funciones por las causales establecidas en el Estatuto Administrativo.

	En caso de remoción, ésta deberá disponerse por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado.

En todo caso, cesará en el cargo al cumplir setenta y cinco años de edad.

	Artículo 8º.- Corresponderá al Defensor Nacional:

	a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, controlarla y velar por el cumplimiento de sus objetivos;

	b) Fijar los criterios de actuación de la Defensoría para el cumplimiento de los objetivos establecidos en esta ley;

	c) Fijar, oyendo previamente al Consejo Nacional, los criterios que se aplicarán en materia de recursos humanos, de remuneraciones, de inversiones, de gastos de los fondos respectivos, de planificación del desarrollo y de administración y finanzas; 

	d) Fijar los niveles procesales básicos que deben cumplir quienes presten servicios de defensa penal pública. En uso de esta facultad no podrá dar instrucciones u ordenar realizar u omitir la realización de actuaciones en casos particulares; 

		e) Aprobar los programas destinados a la capacitación y  perfeccionamiento del personal. Para estos efectos, reglamentará la forma de distribución de los recursos anuales que se destinarán a estas actividades, su periodicidad, criterios de selección de los participantes y niveles de exigencias mínimas que se requerirán a quienes realicen la capacitación; 

	f) Nombrar y remover a los defensores regionales, en conformidad a esta ley; 

	g) Controlar el funcionamiento administrativo de las Defensorías Regionales;

	h) Convocar a reuniones conjuntas a los defensores regionales, a lo menos dos veces en el año calendario, para tratar materias de interés institucional; 

	i) Elaborar anualmente el presupuesto de la Defensoría y administrar, en conformidad a la ley, los recursos que le sean asignados. 

	j) Determinar el monto de los fondos por licitar a nivel nacional y regional;

	k) Representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría;

		l) Contratar personas naturales o jurídicas en calidad de consultores externos para el diseño y ejecución de procesos de evaluación de la defensoría, con cargo a los recursos del Servicio;

		ll) Llevar las estadísticas del Servicio, las que serán siempre públicas. Para este efecto, publicará a lo menos un informe semestral con los datos más relevantes, el que se encontrará siempre a disposición de cualquier interesado;

		m) Elaborar una memoria que dé cuenta de la gestión anual del servicio, la que debe incluir información estadística desagregada de los servicios prestados por el sistema en el ámbito regional y nacional. Una copia de esta memoria deberá ser entregada al Presidente de la Cámara de Diputados, al Presidente del Senado, al Presidente de la Corte Suprema, al Ministro de Justicia y al Ministro de Hacienda. Además, copias de dicha memoria deberán mantenerse a disposición de  cualquier persona interesada en conocerla, y 

	n) Ejercer las demás atribuciones que esta u otra ley le confieran.

	Artículo 9º.- La Defensoría contará con las siguientes unidades administrativas.

	a) Recursos Humanos; 

	b) Informática;

	c) Administración y Finanzas;

	d) Estudios, y

	e) Evaluación, Control y Reclamos, que tendrá por objeto implementar los mecanismos necesarios para el adecuado control jurídico, contable y administrativo de la Defensoría; velar por el correcto uso de sus recursos, realizando el control de la ejecución presupuestaria; fijar los indicadores de gestión del servicio; estudiar, diseñar y ejecutar los programas de fiscalización y evaluación permanente respecto a los organismos y personas que presten servicios de defensa penal pública, y tramitar, cuando corresponda, los reclamos interpuestos en contra de un Defensor Regional.

	Un Director Ejecutivo Nacional organizará y supervisará las unidades Administrativas del Servicio sobre la base de las instrucciones generales que dicte el Defensor Nacional.

	Artículo 10.- El Defensor Nacional rendirá cuenta de las actividades de la Defensoría en el mes de marzo de cada año, en audiencia pública.

	En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados, las dificultades que se hubieren presentado y, cuando lo estime conveniente, sugerirá modificaciones legales destinadas a una más efectiva defensa jurídica.

	Asimismo, dará a conocer los criterios de actuación de la Defensoría que se aplicarán durante el período siguiente.

	Artículo 11.- El Defensor Nacional será subrogado por el Defensor Regional que determine mediante resolución, pudiendo establecer entre varios el orden de subrogación que estime conveniente. A falta de designación, será subrogado por el Defensor Regional más antiguo.

	Procederá la subrogación por el solo ministerio de la ley cuando, por cualquier motivo, el Defensor Nacional se encuentre impedido de desempeñar su cargo.

Párrafo 3º

Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública.

		Artículo 12.- El Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública, en adelante “el Consejo”, es el órgano asesor del Defensor Nacional en todas las materias relacionadas con el cabal cumplimiento de los objetivos, funciones y atribuciones de la Defensoría.

	Corresponderá, además, al Consejo:

	a) Convocar a las licitaciones a nivel regional de conformidad a esta ley y su reglamento;

	b) Fijar las bases de las licitaciones a nivel regional;

	c) Resolver las apelaciones en contra de la decisiones del Jurado Regional acerca de los reclamos presentados por los participantes en los procesos de licitación;

	d) Disponer el término de los contratos celebrados con la instituciones seleccionadas en los casos contemplados en el contrato respectivo y en esta ley; 

	e) Proponer al Defensor Nacional el monto de los fondos por licitar, a nivel nacional y regional, y

		f) Cumplir las demás funciones señaladas en esta ley.

	En el ejercicio de sus atribuciones, el Consejo no podrá intervenir ni sugerir de manera directa o indirecta los criterios específicos con que se realicen las defensas que practiquen las distintas instancias del sistema.

	Artículo 13.- El Consejo estará integrado por:

	a) El Ministro de Justicia o su representante, quien lo presidirá;

	b) El Ministro de Hacienda o su representante;

	c) Dos representantes de las asociaciones gremiales de abogados existentes en el país, uno de la Región Metropolitana de Santiago y uno de regiones, elegidos por sus Presidentes, de entre ellos, y 

	d) Dos académicos con más de cinco años de docencia universitaria en el área del  Derecho Procesal Penal o Penal, designados por el Presidente de la República.

	El Consejo tendrá un Secretario General, designado por la mayoría de sus miembros en ejercicio. Este funcionario será ministro de fe respecto de las actuaciones del Consejo.

	Artículo 14.- Los miembros del Consejo serán designados por un período de cuatro años, podrán ser reelegidos por una sola vez y se renovarán por parcialidades.

	El cargo de integrante del Consejo es incompatible con el de consejero de las Corporaciones de Asistencia Judicial o de integrante o partícipe de cualquier institución que esté postulando a prestar defensa penal pública o que la preste.

	En caso de muerte, renuncia, ausencia injustificada calificada por el Consejo, o cualquier inhabilidad o incapacidad sobreviniente que afectare a uno o más consejeros, la o las vacantes que se produjeren serán llenadas mediante el mismo sistema de designación o elección que correspondiere al consejero que deba ser reemplazado. En tal caso, el nuevo consejero servirá el cargo por el tiempo que faltare al titular predecesor para enterar su período, pudiendo luego ser reelegido conforme a esta ley.

	Artículo 15.- Corresponderá al Presidente del Consejo:

	a) Presidir las sesiones ordinarias y extraordinarias, y

	b) Dirimir los empates de votos que se produjeren.

	En caso de ausencia, el Presidente será reemplazado con todas sus facultades, por el miembro del Consejo presente en la sesión que siga en el orden de precedencia establecido en el artículo 13.

	Artículo 16.- El Consejo sesionará ordinariamente dos veces al año, sin perjuicio de las sesiones extraordinarias que sea necesario realizar, las que deberán ser convocadas por el Presidente del Consejo con, al menos, diez días de anticipación.

	El quórum de funcionamiento del Consejo será de cuatro de sus miembros en ejercicio y adoptará sus acuerdos con el voto de la mayoría de los presentes. 

Párrafo 4º

De las Defensorías Regionales

	Artículo 17.- La Defensoría Regional es la encargada de la administración de los medios y recursos necesarios para la prestación de la defensa penal pública en la Región o en la extensión geográfica que corresponda, si en la Región hubiere más de una.

	Artículo 18.- Existirá una Defensoría Regional en cada una de las regiones del país, con excepción de la Región Metropolitana de Santiago, en la que habrá dos.

	Las Defensorías Regionales tendrán su sede en la capital regional respectiva. 

	En la Región Metropolitana de Santiago, la sede y la distribución territorial serán determinadas por el Defensor Nacional.

	Artículo 19.- La Defensoría Regional estará a cargo  de un Defensor Regional.

	El Defensor Regional será nombrado por el Defensor Nacional, previo concurso público de oposición y antecedentes.

	Durará cinco años en el cargo y podrá ser designado sucesivamente, a través de concurso público, cada vez que postule a un nuevo período.

	Cesará en su cargo por las causales establecidas en el Estatuto Administrativo.

	Le queda expresamente prohibido el ejercicio de la profesión de abogado, salvo en causa propia o de su cónyuge.

	Artículo 20.- Para ser Defensor Regional, se requiere:

	a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;

	b) Tener a lo menos cinco años el título de abogado;

	c) Haber cumplido treinta años;

	d) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades para el ingreso a la administración pública.

	Artículo 21.- Corresponderá al Defensor Regional:

	a) Dictar, conforme a las instrucciones generales del Defensor Nacional, las normas e instrucciones necesarias para la organización y funcionamiento de la Defensoría Regional y para el adecuado desempeño de los defensores locales en los casos en que debieren intervenir;

	b) Conocer, tramitar y resolver, en su caso, los reclamos que se presenten por los usuarios de la defensa penal pública, de acuerdo con esta ley;

	c) Supervisar y controlar el funcionamiento administrativo de la Defensoría Regional y de las Defensorías Locales que de ella dependan;

	d) Velar por el eficaz desempeño del personal a su cargo y por la adecuada administración del presupuesto; 

	e) Comunicar al Defensor Nacional las necesidades presupuestarias de la Defensoría Regional y de las Defensorías Locales que de ella dependan;

	f) Proponer al Defensor Nacional la ubicación de las Defensorías Locales y la distribución en cada una de ellas de los defensores locales y demás funcionarios;

	g) Disponer las medidas que faciliten y aseguren el acceso expedito a la Defensoría Regional y a las Defensorías Locales, así como la debida atención de los imputados y de los acusados; 

	h) Autorizar la realización de los peritajes solicitados por los profesionales que se desempeñen en la defensa penal pública, y aprobar los gastos para ello, previo informe del administrador regional;

	i) Recepcionar las postulaciones de los interesados en los procesos de licitación, poniendo los antecedentes a disposición del  Consejo;

	j) Entregar al Defensor Nacional, una vez al año, un informe de las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento de la Defensoría Regional y sus propuestas para subsanarlas o mejorar su gestión;

	k) Designar, en cada caso, de acuerdo con un sistema objetivo y uniforme, la institución o defensor penal público que deberá asumir la defensa de un imputado o acusado;

	l) Ejercer las demás funciones que le encomiende la ley y las que les delegue el Defensor Nacional.

	Artículo 22.- Cada Defensoría Regional contará con las siguientes unidades administrativas: 

	a) Recursos humanos;

	b) Informática;

	c)  Administración y finanzas, y

	 d) Control y reclamos.

	Un Director Ejecutivo Regional organizará y supervisará las unidades administrativas, sobre la base de las instrucciones generales que dicte el Defensor Regional.

	Habrá, además, una Secretaría Ejecutiva, que será responsable de la administración de los contratos con las instituciones y abogados que hayan licitado fondos o con convenio vigente para prestar defensa penal pública en la Región o en la extensión territorial que corresponda.

	Artículo 23.- El Defensor Regional rendirá cuenta de las actividades desarrolladas por la Defensoría, durante el mes de enero de cada año, en audiencia pública.

	En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado.

	En los casos en que exista más de una Defensoría Regional en la Región, la cuenta anual será presentada en la misma audiencia por los respectivos defensores.

	Dicha cuenta deberá ser remitida al Defensor Nacional y copia de ella se mantendrá a disposición del público en las oficinas de la Defensoría Regional y se remitirá, además, a las distintas oficinas de la Defensoría en la Región, a efectos de que sea puesta a disposición de los beneficiarios de la  defensa penal pública.

Artículo 24.- El Defensor Regional será subrogado por el defensor local que determine mediante resolución, pudiendo establecer entre varios el orden de subrogación que estime conveniente. A falta de designación, lo subrogará el defensor local más antiguo de la Región o de la extensión territorial de la Región que esté a su cargo, cuando en ella exista más de un Defensor Regional.

	Procederá la subrogación por el solo ministerio de la ley cuando, por cualquier motivo, el Defensor Regional se encuentre impedido de desempeñar su cargo.

Párrafo 5º

Defensorías Locales

	Artículo 25.- Las Defensorías Locales contarán con los defensores locales, profesionales, personal de apoyo y con los medios materiales que determine el Defensor Nacional, a propuesta del Defensor Regional respectivo.

	Cada Defensoría Local estará a cargo de un defensor local que, con la denominación de defensor jefe, será designado por el Defensor  Nacional, a propuesta del respectivo Defensor Regional.

	Artículo 26.- La ubicación de las Defensorías Locales en el territorio de cada Defensoría Regional será determinada por el Defensor Nacional, a propuesta del respectivo Defensor Regional. 

	En la distribución geográfica y organización de las Defensorías Locales se atenderá especialmente a criterios de carga de trabajo, extensión territorial, facilidad de las comunicaciones y eficiencia en el uso de los recursos. 

	Artículo 27.- Los defensores locales podrán ejercer funciones directivas o de jefaturas en las Defensorías Locales en que se desempeñen.

	Artículo 28.- Para ser defensor local, se requiere:

	a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;

	b) Tener título de abogado, y 

	c) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades para el ingreso a la administración pública.

Título III

Personal

	Artículo 29.- El personal de la Defensoría estará afecto a las disposiciones de esta ley y a las normas de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

	Las funciones de Defensor Nacional y las de Defensor Regional son incompatibles con todo empleo remunerado, con excepción de las actividades docentes hasta por un máximo de seis horas semanales.

	El Director Ejecutivo Nacional y los jefes de las distintas unidades administrativas de la Defensoría serán funcionarios de la exclusiva confianza del Defensor Nacional.

	El Director Ejecutivo Regional y los jefes de las unidades administrativas de la Defensoría Regional serán funcionarios de la exclusiva confianza del Defensor Regional.

	Artículo 30.- Fijase la siguiente planta de personal la Defensoría: 

Grados Escala    	Denominaciones	Cargos

Fiscalizadores	

1		Defensor Nacional	1

		Directivos de Carrera	

3		Defensores Regionales		14

4		Secretarios Ejecutivos de Defensorías Regionales	14

5		Fiscalizadores	14

		Directivos de Exclusiva Confianza	

2		Director Ejecutivo Nacional		1

3		Jefes de Unidades  de la Defensoría Nacional	5

4		Directores Ejecutivos Regionales		14

		Profesionales	

5		Profesionales	15

6		Profesionales	16

7		Profesionales	16

8		Profesionales	16

9		Profesionales	16

10		Profesionales	16

11		Profesionales	16

12		Profesionales	16

13		Profesionales	16

		Técnicos	

14		Técnicos	4

15		Técnicos	7

16		Técnicos	9

17		Técnicos	7

18		Técnicos	4

		Administrativos	

16		Administrativos	12

17		Administrativos	20

18		Administrativos	30

19		Administrativos	30

20		Administrativos	20

21		Administrativos	12

		Auxiliares	

18		Auxiliares	9

19		Auxiliares	22

20		Auxiliares	31

21		Auxiliares	22

22		Auxiliares	9

		Total Planta	    454

	Artículo 31.- Para el ingreso y promoción en las plantas y cargos, además de los requisitos generales establecidos en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo,  se requerirá cumplir con las siguientes exigencias:

	Directivos: Con excepción de los Defensores Regionales, título profesional de una carrera de no menos de diez semestres de duración, otorgado  por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste y cinco años de experiencia profesional en el sector público o en el privado.

	Para los fiscalizadores se requerirán tres años de experiencia profesional en el sector público o en el privado.

	Profesionales, con excepción de los defensores locales, título profesional de una carrera de no menos de diez semestres de duración, otorgado  por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

	Para el desempeño de cargos profesionales en los grados 5, 6, 7 y  8, se requerirá, además, de tres años de experiencia profesional en el sector público o en el privado.

	Para el desempeño de cargos profesionales en los grados 9, 10 y 11, se requerirá, además, de un año de experiencia profesional en el sector público o en el privado. 

	Técnicos grados 14 y 15: Título de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste y,  al menos, un año de experiencia profesional en el sector público o en el privado. 

	Técnicos grados 16 y 17: Título de una carrera de a lo menos seis semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste y,  al menos, un año de experiencia profesional en el sector público o en el privado. 

	Técnicos grado 18: Título de una carrera de a lo menos cuatro semestres de duración otorgado por un establecimiento de educación superior del Estado o reconocido por éste.

	Administrativos: Licencia de Educación  Media o equivalente.

	Artículo 32.- Las vacantes en los cargos de las plantas de Directivos de Carrera, Profesionales y Técnicos, se llenarán por concurso público, que se regulará, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley Nº 18.834.

	Los postulantes al concurso tendrán derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República en los términos del artículo 154 de la ley Nº 18.834.

	Artículo 33.- Los defensores locales serán funcionarios a contrata. El acceso a los empleos correspondientes se efectuará por concurso público. 

	Este personal no será considerado para aplicar lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 9º de la ley Nº 18.834.

	Habrá 145 defensores locales,  los cuales deberán ser contratados entre los grados 5 y 11, ambos inclusive, de la Planta de Profesionales del Servicio.

	Artículo 34.- En materia de remuneraciones, el personal se regirá por las normas del Título I del decreto ley  Nº 3.551, de 1980, y su legislación complementaria.

	Asimismo, tendrá derecho a percibir la asignación de modernización, en los términos establecidos por los artículos 1º, 3º, 4º, 5º, 6º y 7º de la ley Nº 19.553, y la bonificación del artículo 8º de la misma ley.

	Artículo 35.- Concédese al personal de la planta y a contrata del Servicio una “asignación de defensa penal pública”, de los montos mensuales que indican, según las plantas y grados que se señalan:

Planta	Grados Escala 	Montos Mensuales

		 Fiscalizadores 

Defensor Nacional 		1	$ 1.558.116

Directivos 			2	$ 1.765.792

Directivos			3		$ 1.235.623

Directivos			4		$ 1.165.187

Fiscalizadores 			5	$ 1.109.731

Profesionales			5		$    698.099

Profesionales			6		$ 		578.147

Profesionales			7		$ 	551.221

Profesionales			8		$ 	516.988

Profesionales			9		$ 	487.804

Profesionales			10		$	459.473

Profesionales			11		$ 	407.637

Profesionales			12		$ 	359.346

Profesionales			13		$ 	316.742

Técnicos			14		$ 	323.602

Técnicos			15		$ 	258.780

Técnicos			16		$ 	227.799

Técnicos			17		$ 	178.778

Técnicos			18		$ 	152.969

Administrativos			16		$ 	91.199

Administrativos			17		$ 	63.098

Administrativos			18		$ 	53.989

Administrativos			19		$ 	44.455

Administrativos			20		$ 	36.764

Administrativos			21		$ 	30.192

Auxiliares			18 		$ 	27.099

Auxiliares			19		$ 	24.697

Auxiliares			20		$ 	20.425

Auxiliares			21	$ 	16.773

Auxiliares			22		$ 	14.044

Título IV

Patrimonio.

	Artículo  36.- El patrimonio de la Defensoría estará compuesto por los bienes muebles e inmuebles que adquiera a título gratuito u oneroso y, en especial, por:

	a) Los aportes que anualmente le asigne la ley de Presupuestos; 

	b) Los aportes de cooperación nacionales e internacionales que reciba para el desarrollo de sus actividades, a cualquier título;

	c) Las costas judiciales devengadas en favor del imputado que haya sido atendido por la Defensoría;

	d) Las donaciones que se le hagan en conformidad a la ley, las que en todo caso estarán exentas de impuestos, no se someterán al trámite de insinuación y se aceptarán con beneficio de inventario;

	e) Los frutos de tales bienes, y

	f) Los demás recursos que determinen las leyes.

Título V

Beneficiarios y prestadores de la defensa penal pública.

Párrafo 1º

Beneficiarios

	Artículo 37.- Son beneficiarios de la defensa penal pública todos los imputados o acusados que carezcan de abogado y requieran de un defensor.

	Artículo 38.- La defensa penal pública será siempre gratuita.

	Excepcionalmente, la Defensoría podrá cobrar, total o parcialmente, la defensa que preste a los beneficiarios que dispongan de recursos para financiarla privadamente. 

	Para estos efectos considerará, al menos, su nivel de ingreso, capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que de ellos dependan, en conformidad con lo que señale el reglamento. 

	Artículo 39.- La Defensoría deberá elaborar anualmente el arancel de los servicios que preste.

	Para la determinación del arancel, deberá estimarse el costo de los servicios prestados por la defensa y las etapas del proceso en que se hubiere asistido al beneficiario. 

	Para estos efectos, se tomarán en consideración, entre otros,  los costos técnicos y el promedio de los honorarios de la plaza, debiendo dichas tarifas ser competitivas o equivalentes con éstos.

	Artículo 40.- La Defensoría Regional determinará el monto que el beneficiario deberá pagar por el servicio, en el momento en que se ponga término a la defensa penal pública.

	El imputado o acusado que no se conforme con esa determinación podrá siempre reclamar al Director Regional y, en última instancia, al juez o tribunal que actualmente conozca del proceso, en forma incidental.

	Artículo 41.- El cobro de lo que el beneficiario deba pagar  podrá perseguirse por la vía judicial conforme con las reglas generales establecidas en el Código de Procedimiento Civil.

	Este cobro podrá ser encargado a terceros.

Párrafo 2º

Prestadores

	Artículo 42.- La defensa penal pública será prestada por:

	a) Los abogados de la Defensoría, llamados defensores locales.

	b) Los abogados particulares o pertenecientes a personas jurídicas que hayan sido seleccionadas en el proceso de licitación o con los que se haya celebrado convenio para la prestación del servicio.

	Artículo 43.- La Defensoría siempre deberá designar defensores diversos a los distintos imputados o acusados en un mismo proceso.

	Por excepción, podrá designarse a un defensor común para varios imputados o acusados cuando los intereses sean idénticos, sin perjuicio de lo que establece el artículo 132 del Código Procesal Penal.

	Artículo 44.- Los abogados que presten defensa penal pública estarán sujetos, en el cumplimiento de sus deberes, a las responsabilidades propias del ejercicio de la profesión y, además, a las que se regulan en esta ley.

	Los defensores penales públicos ejercerán su función con transparencia, de manera de permitir a los defendidos el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las actividades que emprendan en el cumplimiento de sus funciones.

	Artículo 45.- Designado, el defensor penal público no podrá excusarse de asumir la representación del imputado o acusado.

Párrafo 3º

Licitación.

	Artículo 46.- La selección de las instituciones o abogados particulares que prestarán defensa penal pública se hará mediante licitaciones a nivel regional, según las bases y condiciones que fije el Consejo.

	Artículo 47.- El Consejo llamará a licitación en cada Región cada tres años.

	Artículo 48.- Podrán participar en la licitación:

	a) Las personas naturales que cuenten con el título de abogado y cumplan con los demás requisitos para el ejercicio profesional, y

	b) Las personas jurídicas, públicas o privadas, con o sin fines de lucro, que cuenten con profesionales que cumplan los requisitos para el ejercicio profesional de abogado.

	Los postulantes a la licitación deberán señalar específicamente el porcentaje del total de causas al que postulan y el precio de sus servicios.

	Artículo 49.- La licitación será resuelta a nivel regional por un Jurado Regional, en adelante “el jurado”, integrado por:

	a) Un representante del Ministerio de Justicia que no podrá ser el Secretario Regional Ministerial de Justicia;

	b) El Defensor Regional u otro profesional de la Defensoría Regional designado por éste, que no podrá ser uno de los que desempeñan labores de fiscalización;

	c) Dos académicos de la Región, de las áreas de la economía y del derecho, designados por el Consejo, y

	d) Un juez con competencia penal elegido por la mayoría de los integrantes de los tribunales en lo penal y los jueces de garantías de la Región respectiva.

	Los miembros del jurado que deban ser elegidos, lo serán de acuerdo con el procedimiento que determine el reglamento.

	La función de miembro del jurado será incompatible con la condición de integrante o director de cualquiera de las instituciones participantes en el concurso o que tenga cualquier interés en la licitación. 

	Artículo 50.- La licitación se resolverá conforme a los siguientes criterios: 

	a) Costo del servicio por ser prestado;

	b) Permanencia y habitualidad en el ejercicio de la profesión en la Región respectiva; 

	c) Número y dedicación de abogados disponibles, en el caso de las instituciones;

	d) Experiencia y calificación de los profesionales que postulen; 

	e) Apoyo administrativo de los postulantes;

	f) Sanciones aplicadas a los prestadores, y

	g) Cuando proceda, el porcentaje de personas que, haciendo uso del derecho que  les concede el artículo 58, hubieren solicitado el cambio de defensor.

	Artículo 51.- La decisión del concurso será pública y fundada. 

	Cualquier reclamación interpuesta por alguno de los participantes será conocida y resuelta por el jurado. 

	Contra su resolución sólo procederá recurso de apelación ante el Consejo.

	Artículo 52.- El jurado declarará desierta la licitación cuando concurra, al menos, una de las siguientes circunstancias:

	a) No se presente postulante alguno a la licitación;

	b) Presentándose uno o más postulantes, ninguno cumpla con lo establecido en las bases de licitación, o

	c) Presentándose uno o más postulantes, ninguna de las propuestas resulte satisfactoria de acuerdo con los criterios que enumera el artículo 50.

	Artículo 53.- En caso de que la licitación sea declarada desierta, o de que el número de postulantes aceptados sea inferior al requerido para completar el total de causas licitadas, el Consejo lo comunicará al Defensor Nacional para que éste disponga que la Defensoría Regional respectiva, a través de los defensores locales correspondientes, asuma la defensa del porcentaje de causas no asignadas en la licitación. 

	Esta labor se deberá realizar por el plazo que el Consejo señale, el que no podrá ser superior a seis meses, al cabo del cual se llamará nuevamente a licitación por el total de causas o por el porcentaje no cubierto, según corresponda.

	En caso necesario, el Defensor Nacional podrá, además, celebrar convenios directos, por un plazo fijo, con abogados o instituciones públicas o privadas que se encuentren en condiciones de asumir la defensa penal de los imputados, hasta que se resuelva la nueva licitación.

	Artículo 54.- Los contratos a que dé lugar una licitación tendrán una duración de tres años y serán suscritos por el Defensor Nacional. 

	El pago de los fondos licitados será realizado en forma diferida, según lo establezca el reglamento.

	En cada uno de estos pagos se retendrá, a título de garantía, un porcentaje del mismo, según se determine en las bases de la licitación.

	Además de este fondo de reserva, el Consejo deberá exigir al abogado o a la institución respectiva, boleta bancaria de garantía o cualquier otra caución que estime suficiente con el objeto de asegurar la adecuada prestación de los servicios licitados.

Párrafo 4º

Designación de los defensores.

	Artículo 55.- Los abogados que presten defensa penal pública deberán asumir la de todo imputado que carezca de defensor, en conformidad a esta ley.

		Artículo 56.- La Defensoría Regional deberá elaborar un nómina de los abogados o instituciones seleccionados que deberán asumir la defensa penal pública de los imputados en todos los juzgados y tribunales de la Región respectiva.

		Esta nómina deberá ser elaborada de acuerdo a un sistema objetivo y uniforme, que permita mantener los porcentajes de licitación.  

		Dicha nómina, permanentemente actualizada, será remitida a la o las Defensorías Regionales, jueces de garantías, tribunales orales en lo penal y Cortes de Apelaciones de la Región.

		Artículo 57.-  El imputado elegirá de la nómina a la institución o abogado que, estando disponible, asumirá su defensa.

		Artículo 58.- El imputado tendrá derecho a solicitar en cualquier momento, con fundamento plausible, el cambio de su defensor penal público, petición sobre la cual se pronunciará el Defensor Regional.

	Artículo 59.- Se entenderá, por el solo ministerio de la ley, que el  abogado elegido tiene patrocinio y poder suficiente para actuar en favor del beneficiario, debiendo comparecer inmediatamente para entrevistarse con él e iniciar su labor de defensa.

Título VI

Control, reclamos y sanciones.

Párrafo 1º

Normas generales

	Artículo 60.- Las personas  e instituciones que presten servicios de defensa penal pública estarán sujetas al control y responsabilidad previstos en esta ley. 

	Artículo 61.- El desempeño de los defensores locales y de los abogados que presten defensa penal pública será controlado a  través de las siguientes modalidades:

	a) Inspecciones;

	b) Auditorías externas;

	c) Informes, que serán periódicos, anuales y final, o

	d) Reclamos.

Párrafo 2º

Inspecciones y auditorías externas.

	Artículo 62.- Las inspecciones de las Defensorías Locales, de los abogados y de las instituciones que presten defensa penal pública se llevarán a cabo sin aviso previo.

	Artículo 63.- Durante la inspección, se podrán examinar las actuaciones de la defensa, según la metodología que determine el reglamento. 

	Para estos efectos, se podrán revisar las instalaciones en que se desarrollen las tareas, verificar los procedimientos administrativos de la institución, entrevistar a los beneficiarios del servicio y a los jueces que hayan intervenido en los procesos respectivos, asistir a las actuaciones de cualquier proceso en el que la institución o abogado que esté siendo fiscalizado se encuentre prestando defensa, y, en general, recabar todos los antecedentes que permitan formarse una impresión precisa acerca de las actividades objeto de la inspección.

	Artículo 64.- Al término de cada inspección, se deberá emitir un informe que será remitido al Defensor Regional respectivo. 

	En el caso de que el informe no fuere satisfactorio, deberá ser puesto por este último en conocimiento del defensor local, del abogado o de la institución, según corresponda, para que dentro del plazo de diez días formule las observaciones que estime convenientes.

	Artículo 65.- Las auditorías externas tendrán lugar aleatoriamente, de acuerdo con las normas que se establezcan en el reglamento. 

	Serán realizadas por empresas auditoras independientes y tendrán por objeto controlar la administración financiera de los recursos provenientes de los fondos fiscales y el cumplimiento de los niveles procesales básicos previamente fijados por el Defensor Nacional.

	Artículo 66.- Durante las inspecciones y auditorías externas, los abogados u otros profesionales que participen en la defensa penal pública no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia del control.

	Sin embargo, las informaciones, datos, notas personales o de trabajo de los abogados y cualquier referencia obtenida durante las inspecciones y auditorías externas y que sean relativas a casos particulares en los que se esté prestando  defensa penal pública, serán confidenciales.

	Las infracciones del inciso precedente serán sancionadas con las penas que señala el artículo 247 del Código Penal.

Párrafo 3º

Informes.

	Artículo 67.- Los defensores locales, los abogados y las instituciones que presten defensa penal pública, estarán obligados a entregar los informes periódicos que se les soliciten por la Defensoría Regional o Nacional, para la mantención de un sistema de información general. 

	Esta obligación se deberá cumplir por medio de formularios o por transferencia electrónica de datos, en la forma y oportunidad que determine el Defensor Nacional.

	Artículo 68.- Las personas e instituciones que presten defensa penal pública en conformidad a esta ley, deberán elaborar un informe anual de su gestión en la fecha que se establezca en el contrato respectivo.

	Artículo 69.- Si los informes a que se refieren los artículos anteriores no fueren aprobados por el Defensor Regional, se deberán poner en conocimiento del interesado para que efectúe las correcciones necesarias en el plazo de treinta días. 

	Si ello no ocurriere, o las correcciones no fueren satisfactorias, se deberán elevar los antecedentes al Defensor Nacional para la aplicación de las sanciones que se establecen en esta ley.

	Artículo 70.- Los informes señalados en los artículos precedentes deberán contener, a lo menos:

	a) Las materias, casos y número de personas atendidas;

	b) El tipo y cantidad de las actuaciones realizadas, y

	c) Las condiciones y plazos en los que se ha prestado el servicio.

Párrafo 4º

Reclamos

	Artículo 71.- Los reclamos de los beneficiarios de la defensa penal pública podrán ser presentados ante la Defensoría Nacional, Regional o Local, indistintamente.

	La Defensoría Nacional y la Local deberán remitir inmediatamente los reclamos a la Defensoría Regional respectiva.

	Recibido el reclamo por parte de la Defensoría Regional, ésta lo pondrá de inmediato en conocimiento del defensor local, abogado o institución que ejerza o haya ejercido la defensa reclamada, quien deberá evacuar un informe dentro del plazo de cinco días. 

	Recibido el informe o una vez vencido el plazo para su presentación, el Defensor Regional elevará los antecedentes a quien corresponda o se pronunciará sobre el reclamo, si ello se encontrare dentro de sus facultades, dentro del plazo de diez días.

	La resolución del Defensor Regional será apelable para ante el Defensor Nacional dentro de cinco días, contados desde que se notifique al afectado la resolución.

	Artículo 72.- El Defensor Nacional conocerá de los reclamos que se refieran a actuaciones propias del Defensor Regional.

	Recibido el reclamo por el Defensor Nacional, éste requerirá un informe al Defensor Regional, el que deberá ser evacuado dentro del plazo de cinco días.

	Si el reclamo fuere presentado en la misma Defensoría Regional, ésta deberá remitir los antecedentes al Defensor Nacional, conjuntamente con el informe respectivo, dentro del plazo de cinco días.

	El Defensor Nacional resolverá dentro del plazo de diez días. 

Párrafo 5º

Responsabilidades de los prestadores de la defensa penal pública. 

	Artículo 73.- Los defensores locales están sujetos a responsabilidad administrativa de acuerdo con las normas contenidas en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que pueda afectarles.

		Artículo 74.- Los abogados particulares que hayan sido seleccionados en el proceso de licitación o con los que se haya celebrado convenio para la prestación del servicio y las personas jurídicas públicas o privadas que presten la defensa penal pública, incurrirán en responsabilidad en los siguientes casos:

	a) Cuando su defensa no fuere satisfactoria, de acuerdo con los niveles procesales básicos definidos por el Defensor Nacional;

		b) Cuando se detecten irregularidades en la administración de los recursos licitados;

		c) Cuando incurrieren en incumplimiento grave del contrato celebrado;

		d) Cuando no hicieren entrega oportuna de los informes periódicos o anuales, o 

	e) Cuando emitieren informes falsos.

		Artículo 75.- Las sanciones que podrán aplicarse serán las siguientes:

	a) Multas establecidas en los contratos respectivos;

		b) Retención del total o parte de los pagos adeudados, de acuerdo con el contrato respectivo, o

		c) Término del contrato.

		Artículo 76.- Las multas se aplicarán en los casos previstos en las letras a), b) y d) del artículo 73, por el Director Regional, si requerido el prestador del servicio no pone término a la infracción cometida dentro del plazo máximo de treinta días.

		De la resolución del Defensor Regional se podrá apelar ante el Defensor Nacional, dentro del plazo de cinco días de notificada, quien resolverá en los diez días siguientes. 

		Artículo 77.- La retención de los pagos adeudados o el término del contrato se dispondrán por el Consejo, a requerimiento del Defensor Regional, en los casos previstos en las letras c) y e) del artículo 73.

		Artículo 78.- Las sanciones aplicadas a los prestadores del servicio de la defensa penal pública deberán ser consignadas en un registro público, que se encontrará a disposición de cualquier interesado en la Defensoría Regional respectiva y en las dependencias de la Defensoría Nacional.

Título VII

Disposiciones finales.

	Artículo 79.- Reemplázase el inciso primero del artículo 595 del Código Orgánico de Tribunales por el siguiente:

	"Corresponde a los jueces de letras designar cada mes y por turno, de entre los no exentos, un abogado que defienda gratuitamente las causas civiles y otro que defienda las causas de trabajo de las personas que hubieren obtenido o debieran gozar del mencionado privilegio. Con todo, cuando las necesidades lo requieran y el número de abogados en ejercicio lo permita, la Corte de Apelaciones respectiva podrá disponer que los jueces de letras designen dos o más abogados en cada turno, estableciendo la forma en que se deban distribuir las causas entre los abogados designados."

	Artículo 80.- Derógase el artículo 596 del Código Orgánico de Tribunales.

	Artículo 81.- Modifícase la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en la forma siguiente:

	a) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 1º, entre las palabras “las Municipalidades” “y las empresas públicas creadas por ley”, la expresión “la Defensoría Penal Pública”, precedida de coma (,), y 

	b) Agrégase, como inciso tercero del artículo 18, el siguiente:

	“Tampoco se aplicarán a la Defensoría Penal Pública.”

Artículos transitorios

	Artículo 1º.- El Presidente de la República designará al Defensor Nacional dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

	Artículo 2º.- El Presidente de la República, dentro de los treinta días posteriores a la designación del Defensor Nacional, dictará el reglamento de esta ley.

	Artículo 3º.- La primera provisión de todos los cargos de la planta fijada en el artículo 30, a excepción de los cargos de exclusiva confianza, se hará por concurso público. Estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo I del Título II de la ley Nº 18.834. 

	Esta provisión se efectuará de acuerdo con el siguiente cronograma:

	Primer año: Se proveerán cargos que se pasan a señalar:

	Defensoría Nacional y Defensorías Regionales de las Regiones IV Y IX.



Grados Escala

Fiscalizadores	Denominaciones		Cargos

		Directivos de Carrera	

3		Defensores Regionales		2

4		Secretarios Ejecutivos de Defensorías Regionales	2

5		Fiscalizadores	3

		Directivos de Exclusiva Confianza	

2		Director Ejecutivo Nacional		1

3		Jefes de Unidades de la Defensoría Nacional	4

4		Directores Ejecutivos Regionales	2

		Profesionales	

5		Profesionales		4

6		Profesionales		4

7		Profesionales		4

8		Profesionales		4

9		Profesionales		4

10		Profesionales		4

11		Profesionales		4

12		Profesionales		4

13		Profesionales		4

		Técnicos	

14		Técnico		1

15		Técnicos		2

16		Técnicos		1

17		Técnicos		1

18		Técnicos		1

		Administrativos	

16		Administrativos		2

17		Administrativos		3

18		Administrativos		4

19		Administrativos		4

20		Administrativos		3

21		Administrativos		2

		Auxiliares	

18		Auxiliar		1

19		Auxiliares		3

20		Auxiliares		5

21		Auxiliares		4

22		Auxiliar		1

		Total Cargos		88

	Segundo año: Se proveerán cargos que se pasan a señalar:

	Defensorías Regionales de las Regiones II, III y VII.

Grados Escala

Fiscalizadores	Denominaciones		Cargos

		Directivos de Carrera	

3		Defensores Regionales		3

4		Secretarios Ejecutivos de Defensorías Regionales	3

5		Fiscalizadores		3

		Directivos de Exclusiva Confianza	

4		Directores Ejecutivos Regionales	3

		Profesionales	

5		Profesionales		2

6		Profesionales		2

7		Profesionales		3

8		Profesionales		3

9		Profesionales		3

10		Profesionales		3

11		Profesionales		2

12		Profesionales		2

13		Profesionales		2

		Técnicos	

14		Técnico		1

15		Técnico		1

16		Técnico		1

17		Técnico		1

18		Técnico	1

		Administrativos	

16		Administrativos		2

17		Administrativos		3

18		Administrativos		5

19		Administrativos		5

20		Administrativos		3

21		Administrativos		2

		Auxiliares	

18		Auxiliar		1

19		Auxiliares		4

20		Auxiliares		5

21		Auxiliares		4

22		Auxiliar		1

		Total Cargos		74

	Tercer año: Se proveerán cargos que se pasan a señalar:

	Defensorías de la Región Metropolitana de Santiago.

Grados Escala 	Denominaciones		Cargos

Fiscalizadores

		Directivos de Carrera	

3		Defensores Regionales		2

4		Secretarios Ejecutivos de Defensorías Regionales	2

5		Fiscalizadores		2

		Directivos de Exclusiva Confianza	

4		Directores Ejecutivos Regionales	2

		Profesionales	

5		Profesionales		2

6		Profesionales		2

7		Profesionales		2

8		Profesionales		2

9		Profesionales		2

10		Profesionales		2

11		Profesionales		2

12		Profesionales		2

13		Profesionales		2

		Técnicos	

14		Técnico		1

15		Técnicos		2

16		Técnico		1

17		Técnico		1

18		Técnico	1

		Administrativos	

16		Administrativos		2

17		Administrativos		4

18		Administrativos		6

19		Administrativos		5

20		Administrativos		4

21		Administrativos	3



		Auxiliares	

18		Auxiliar		1

19		Auxiliares		3

20		Auxiliares		5

21		Auxiliares		4

22		Auxiliar		1

		Total Cargos		70

	Cuarto año: Se proveerán cargos que se pasan a señalar:

	Defensorías Regionales de las Regiones I, V, VI, VIII, X, XI y XII.

Grados Esc. 	Denominaciones		Cargos

Fiscalizadores

		Directivos de Carrera	

3		Defensores Regionales		7

4		Secretarios Ejecutivos de Defensorías Regionales	7

5		Fiscalizadores		7

		Directivos de Exclusiva Confianza	

4		Directores Ejecutivos de Defensorías Regionales	7

		Profesionales	

5		Profesionales		7

6		Profesionales		8

7		Profesionales		7

8		Profesionales		7

9		Profesionales		7

10		Profesionales		7

11		Profesionales		8

12		Profesionales		8

13		Profesionales		8

		Técnicos	

14		Técnico		1

15		Técnicos		2

16		Técnicos		6

17		Técnicos		4

18		Técnico	1

		Administrativos	

16		Administrativos		6

17		Administrativos		10

18		Administrativos		15

19		Administrativos		16

20		Administrativos		10

21		Administrativos	5

		Auxiliares	

18		Auxiliares		6

19		Auxiliares		12

20		Auxiliares		16

21		Auxiliares		10

22		Auxiliares		6

		Total Cargos		221

	La provisión de los cargos de los 145 defensores locales que se contratarán asimilados a la Planta de Profesionales, conforme a lo establecido en el artículo 29, se efectuará de acuerdo al siguiente cronograma:

	Primer año: Defensorías Regionales de las Regiones IV y IX.

	Segundo año: Defensorías Regionales de las Regiones II, III y VII.

	Tercer año: Defensorías Regionales de la Región Metropolitana de Santiago.

	Cuarto año: Defensorías Regionales de las Regiones I, V, VI, VIII, X, XI y XII.

	El número de defensores locales a contratar en cada año y el grado al cual serán asimilados serán los siguientes:

Grados 	Primer Año 	Segundo Año 	Tercer Año 	Cuarto Año

	5			1		2			6		6

	6			2		2			8		7

	7			2		2			10		10

	8			2		4			11		12

	9			2		2			10		10

	10			2		2			8		7

	11			1		2			6		6

Total			12		16			59		58

	En todo caso, los plazos indicados en los incisos anteriores estarán sujetos a la entrada en vigencia de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público y  a los recursos que se aprueben en las respectivas leyes anuales de Presupuesto del Sector Público.

	Artículo 4º.- El Defensor Nacional deberá convocar  al Consejo Nacional dentro de los treinta días siguientes a aquél de su nombramiento e instalación. 

	El Consejo deberá llamar a licitación en las Regiones IV y IX en un plazo máximo de tres meses contados desde su instalación.  

	Las instituciones y abogados interesados deberán postular dentro del plazo de cuarenta y cinco días desde la fecha de la última publicación de la convocatoria en el lugar que señalen las bases.

	El Jurado Regional deberá resolver la licitación en el plazo de un mes.

	Artículo 5º.- El cumplimiento de los programas de mejoramiento de la gestión en el primer año calendario de funcionamiento del Servicio, que condiciona el pago del incremento por desempeño institucional a que se refiere la letra c) del articulo 3º de la ley Nº 19.533, no será exigible para la concesión de este beneficio en dicho año. El porcentaje de este incremento será del 1,5%.

	En ese año se establecerán los programas de mejoramiento de la gestión correspondiente al mismo y al año calendario siguiente.

	Artículo 6º.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 1999 se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida del Tesoro Público de la ley de Presupuestos para dicho año.

	El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, con las asignaciones presupuestarias señaladas precedentemente, creará el capítulo respectivo de ingresos y gastos del presupuesto de la Defensoría Penal Pública.”

X. Diputada Informante.�tc "X. Diputada Informante." \f C \l 1�

	Se designó Diputada Informante a la señora Pía Guzmán Mena. 

	Sala de la Comisión, a 16 de noviembre de 1999.

























	Tratado y aprobado el proyecto, conforme se consigna en este informe, en sesiones de 14 y 20 de julio, 18 de agosto, 1, 8 y 15 de septiembre, 6, 13 y 19 de octubre, y 16 de noviembre de 1999, con asistencia de los Diputados y Diputadas Sergio Elgueta Barrientos (Presidente), Gabriel Ascencio Mansilla, Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Alberto Cardemil Herrera, Juan Antonio Coloma Correa, Aldo Cornejo González, Alberto Espina Otero, Pía Guzmán Mena, Enrique Krauss Rusque, Zarko Luksic Sandoval, Aníbal Pérez Lobos,  Laura Soto González e Ignacio Walker Prieto. 









Adrián Álvarez Álvarez,

Abogado Secretario de la Comisión.
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� El proyecto ingresó a trámite legislativo a la Corporación, como Cámara de origen, el  13 de julio de 1999. El mensaje respectivo, de 6 de julio de 1999, lleva el número 94-340.

Se incluye índice del informe al final.

� La creación del defensor penal público obedece al hecho de que frente al Ministerio Público se requiere una figura del mismo peso específico y con las mismas armas jurídicas que represente los intereses del imputado o acusado.

� EVANS de la Cuadra, Enrique. “Los Derechos Constitucionales, Ed. Jurídica de Chile, Santiago, 1986. Tomo II, páginas 25 y siguientes.

� Estos derechos aparecen consagrados, en iguales términos, en el artículo 1º, Nº 3, del Acta Constitucional Nº 3, sobre los derechos y deberes constitucionales, que entró en vigencia el 18 de septiembre de 1976, la que, entre otras cosas, derogó los artículos 10 al 20 de la Constitución de 1925.

� ORTIZ Sepúlveda, Eleodoro y PECCHI Croce, Carlos, “El derecho a asesoría jurídica” Revista de Derecho U. De Concepción. Nº 179. Enero junio de 1986.

� En el Programa de Evaluación de Proyectos Gubernamentales del año 1998, del Ministerio de Hacienda, Dirección de Presupuestos, relativo a las Corporaciones de Asistencia Judicial (CAJ), se contemplan algunos antecedentes de interés que es conveniente tener en cuenta. 

El universo total de potenciales beneficiarios directos e indirectos, correspondiente a la población en situación de pobreza, según encuesta CASEN, se calcula en 3.114.415 personas.

El número de consultorios fijos ha aumentado de 24 en 1993, a 36 en 1997. Los móviles, en los mismos años, de 5 a 14.

El número de abogados, que en 1993 eran 38, han aumentado en 1998 a 81, lo que representa un incremento de horas profesionales de 1300  a 2864, con una relación de 5,5 atenciones /hora profesional.

� La finalidad de estas Corporaciones es la de prestar asistencia jurídica y judicial gratuita a personas de escasos recursos. Además, son instituciones habilitadas para que en ellas se efectúe la práctica necesaria para el ejercicio de la profesión a los postulantes a obtener el título de abogado.

Existía en tramitación en la Corporación, en segundo trámite constitucional, un proyecto de ley que creaba el Servicio de Asistencia Judicial (BOL. 861-07 (S). Estaba radicado en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia desde el 2 de agosto de 1995, pero fue retirado por el Ejecutivo.

Ese proyecto creaba Corporaciones Regionales de Asistencia Jurídica en cada una de las regiones del país, con la misma denominación de las regiones en donde funcionen.

En el ámbito civil, las posibilidades de defensa jurídica son mayores, porque, al margen de las mencionadas, existen numerosas instituciones públicas y privadas que otorgan asistencia jurídica a personas de escasos recursos a través de diversos programas,  como el Centro de Asistencia a Víctimas de Atentados Sexuales, el Centro de Desarrollo y Estudios Jurídicos y Sociales, la Corporación de Promoción Universitaria, el Comité de Defensa de los Derechos del Pueblo, CEMA Chile, Canelo de Nos, Caja de Compensación La Araucana, Fundación de Asistencia Legal de la Familia, Servicio Nacional de la Mujer, Dirección de Previsión de Carabineros, el Ministerio de Justicia con la Oficina del Retorno y el programa de asistencia jurídica “Acceso a la Justicia”, Servicio Nacional de Menores, Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Instituto de Desarrollo Agropecuario, el  Servicio Nacional del Consumidor, etc. 

Ver, al respecto, CAMHI, Rosita, OSORIO, Claudio, y SANTANDER, María de los Angeles, “Diseño de un sistema de defensa pública para la nueva justicia criminal”. Libertad y Desarrollo, abril de 1997. Serie Opinión Social, Nº 4.

� En el proyecto que reforma el Código Orgánico de Tribunales, pendiente en el Senado, se les denomina “tribunales orales en lo penal”. 

� OBSERVACIÓN. En lo que respecta al ítem remuneraciones, no se contempla el reajuste del 4,9% que regirá a contar del 1 de diciembre de 1999 para el Sector Público, el que también habrá de considerarse en el artículo 34 y en el monto de la asignación de defensoría penal pública del artículo 35, por la vía de la correspondiente indicación del Ejecutivo.

� SILVA S., Patricia. “Defensoría Penal Pública en Latinoamérica. Biblioteca del Congreso Nacional, Departamento de Estudios, Extensión y Publicaciones, Santiago, Mayo de 1999. Incluye un estudio de la Comisión Andina de Juristas sobre el derecho de defensa y la defensa técnica, en Bolivia, Colombia y Perú, más legislación de Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia y México.

� Información extraída del estudio del Instituto Libertad y Desarrollo.

� HORVITZ, María Inés, “Análisis comparativo del funcionamiento de los sistemas de defensa pública del derecho comparado (Estados Unidos, Francia y Costa Rica”, Santiago, 1996.

� Fuente: Informe técnico de costos del Sistema Nacional de Defensa Penal Pública, del Ministerio de Justicia. Anexo 2. 

� Los profesores Ortiz y Pecchi, que propician una participación igualitaria de los justiciables ante los tribunales, que exige, como condición indispensable para su real eficacia, del  otorgamiento de una adecuada asesoría jurídica, son partidarios de idear un sistema que otorgue real efectividad al derecho a la defensa jurídica consagrado en la Constitución y, en ese sentido, les parece adecuado recoger las insinuaciones de la doctrina y procurar la creación de un Fondo de Asistencia Jurídica, con dineros proporcionados por el Estado, que podría ser administrado por las Corporaciones de Asistencia Judicial y funcionar en forma complementaria con nuestro actual sistema de asistencia judicial.

De esta manera, los interesados podrían elegir el profesional que les preste asesoría y los honorarios de éste se cancelarían con cargo a dicho Fondo y de acuerdo con una escala que debería establecerse.



� Sesión de 20 de julio de 1999.

� Las respuestas a las demás consultas se consignan más adelante, en el capítulo relativo a la discusión en particular, junto con el análisis de las disposiciones en las cuales inciden.

� Sesión 89ª., en miércoles 18 de agosto de 1999.

� De acuerdo con el artículo 26 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los servicios públicos serán centralizados o descentralizados. Estos últimos actúan con la personalidad jurídica y el patrimonio propios que la ley les asigne y estarán sometidos a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio respectivo. La descentralización puede ser funcional o territorial.

El artículo 28 establece que los servicios públicos estarán a cargo de un jefe superior denominado Director, quien será el funcionario de más alta jerarquía dentro del respectivo organismo. Sin embargo, la ley podrá, en casos excepcionales, otorgar a los jefes superiores una denominación distinta.

En circunstancias  excepcionales la ley podrá establecer consejos u órganos colegiados en la estructura de los servicios públicos con las facultades que ésta señale, incluyendo la de dirección superior del servicio.

De acuerdo con los criterios del Tribunal Constitucional, la ley a que se refiere este artículo tiene el carácter de orgánica constitucional.

� El artículo 29 de la ley Nº 18.575, establece que “En la organización interna de los servicios públicos podrán establecerse los niveles de Dirección Nacional, Direcciones Regionales, Departamento, Subdepartamento, Sección y Oficina.”

Según su inciso final, “en circunstancias excepcionales, la ley podrá establecer niveles jerárquicos distintos o adicionales, así como denominaciones diferentes”.

Cabe señalar, respecto de la naturaleza jurídica de esta ley, que ella debe tener el carácter de orgánica constitucional, según lo resuelto por el Tribunal Constitucional.

� Artículo 40 del proyecto.

Ha de tenerse en cuenta que el artículo 47, inciso tercero, de la ley Nº 18.575, establece que las promociones podrán efectuarse, según lo disponga el estatuto, mediante ascenso en el respectivo escalafón o, excepcionalmente, por concurso, aplicándose en este último caso las reglas previstas en el artículo anterior.

El proyecto sobre probidad administrativa (BOL. 1510-07) ha sustituido este inciso tercero, con el fin de establecer que “Las promociones deberán efectuarse, según lo disponga el estatuto, por concurso, al que se aplicarán las reglas previstas en el artículo anterior, o por ascenso en el respectivo escalafón.”

� El título I de este decreto ley, fija normas sobre remuneraciones de la Contraloría General de la República y demás instituciones fiscalizadoras, las que han dejado de regirse por el sistema de la Escala Única de Sueldos.

Ese sistema contempla una escala de sueldos bases mensuales propia, una asignación de fiscalización no imponible, más algunas remuneraciones adicionales como la asignación de zona, el derecho a viáticos, asignación de antigüedad, etc.

Acorde con el artículo 51 de la ley Nº 18.575, modificado por el proyecto sobre probidad administrativa, “Los regímenes legales de remuneraciones podrán establecer sistemas o modalidades que estimulen el ejercicio de determinadas funciones por parte de los empleados o premien la idoneidad de su desempeño, sin perjuicio de la aplicación de las escalas generales de sueldos y del principio de que a funciones análogas, que importen responsabilidades semejantes y se ejerzan en condiciones similares, se les asignen iguales retribuciones y demás beneficios económicos”.

� La ley Nº 19.553, otorgó al personal de la Administración una asignación de modernización que comprende un componente base o fijo, un incremento por desempeño individual, que en la especie dirá relación directa con la calificación del funcionario y, por último, un incremento por desempeño institucional, que se otorga en directa relación con la ejecución eficiente y eficaz de un programa de mejoramiento de la gestión.

El concepto de “desempeño institucional” implica desarrollar un proceso que permita la utilización de los recursos de la manera más eficiente posible y, además, que ello se traduzca en beneficios concretos que puedan ser apreciados por los usuarios en  el que quehacer cotidiano del servicio.

Su medición descansa en ciertos instrumentos denominados indicadores de gestión o desempeño y que se relacionan con aspecto de la función global de un servicio que son posibles de medir y cuantificar desde una dimensión económica, por su eficiencia, en razón de su eficacia o por la calidad del servicio que se presta.



� La importancia de cobrar un precio al beneficiario por el servicio de defensa penal que se presta, radica en que al fijar tarifas se raciona la demanda por este producto, lográndose generar en los usuarios potenciales la idea de escasez por el bien que se entrega. Si la defensa penal pública funcionara adecuadamente, es decir, si en el futuro fuera capaz de dar respuesta a las necesidades de sus usuarios y, además, fuere totalmente gratuita, la demanda por este servicio sería  mucho mayor a la actual, puesto que usuarios que hoy hacen uso del sistema de defensa privado, pagando por los servicios recibidos, se trasladarían a consumir el servicio que le entrega el Estado a través de la defensoría penal pública. Este fenómeno generaría un exceso de demanda por sobre la capacidad de oferta del Servicio, lo cual se traduciría, por ejemplo, en listas de espera para poder iniciar los procesos, transformando al nuevo sistema en ineficiente e ineficaz para resolver los problemas, tal como acontece hoy. En el sentido indicado: “Defensa Penal Pública y determinación de pagos por el usuario.” Ministerio de Justicia. Anexo acta sesión 91ª, de 1 de septiembre de 1999.

� En el inciso primero, el Gobierno deberá cambiar la expresión “1999” por “2000”,  por cuanto este proyecto no será ley durante el presente año. El propio informe financiero indica que el proyecto no irroga gastos durante el año 1999.
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